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EDITORIAL 
 
Todavía sorprendidos por la falta de capacidad de escuchar y acordar de 

nuestros dirigentes políticos y que provoca que volvamos a las urnas sin causa 

mínimamente asumible para la inmensa mayoría de los ciudadanos, encaramos 

este nuevo curso judicial con muchas incertidumbres y alguna seguridad.  

 

Los miembros del actual Consejo están en situación de transitoria prórroga y a 

pesar de los requerimientos que, desde dentro y desde fuera del mismo se han 

dirigido al Parlamento, lo más probable es que esta coyuntura, que debiera durar 

muy poco tiempo, se va a prolongar de forma indefinida, pues deberán darse 

varios acontecimientos de forma sucesiva antes de iniciarse el trámite de 

renovación. Entre ellos, las elecciones, la formación del nuevo gobierno y un 

acuerdo entre los grupos parlamentarios más importantes. Y todavía tendrá que 

pasar más tiempo si se pretende un cambio del régimen legal de elección y 

funcionamiento del mismo. Ésta es una de esas seguridades.  

 

Otra es que el perentorio y grave problema de la precariedad en el empleo se va 

a mantener por mucho tiempo. En cuanto a la opción legislativa, baste lo dicho 

anteriormente. De la negociada entre los representantes sociales, ni se habla. Y 

de la vía judicial, sólo hay que leer la doctrina jurisprudencial reciente para 

apreciar que, pese al eco inicial de la doctrina del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea del año 2016, todo –mejor dicho, casi todo- ha vuelto a estar en 

la misma situación a la que estaba. Seguirán los largos y escandalosos contratos 

laborales temporales suscritos por diversas Administraciones Públicas pese a 

que desde hace años ya no existe la excusa de la crisis económica, ese huracán 

que arrasa con los postulados más básico de lo que ha sido nuestro Derecho 

Laboral durante muchos años. Y además, con el vaticinio de su vuelta en el 

futuro medio.  

 

Sobre las interinidades laborales e indemnización a su extinción trata uno de los 

artículos que adjuntamos a esta revista. Otro sobre los derechos de conciliación 

vida familiar y laboral en la doctrina de Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 

valorando el caso Konstantin Markin y aprovechando ello, se estudian los fuertes 

vínculos mediantes entre lo que tradicionalmente hemos llamado derechos 

civiles y políticos y derechos económicos, sociales o culturales. Por último, otro 

que trata de contrastar la normativa europea y la interna en relación a los 

despidos colectivos, valorando, en especial, la doctrina del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea. Y junto a ello, los habituales capítulos de legislación, 

negociación colectiva y sentencias, tanto de Juzgados como de Tribunales de lo 

Social, incluidas las sentencias de la Sala Cuarta. 
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ARTÍCULOS 

 

La protección de los derechos sociales a través del 
CEDH. La STEDH 22 marzo 2012, Caso Konstantin 

Markin c. Rusia 
 

Carlos Hugo preciado Doménech 
Magistrado Especialista Sala Social del TSJ Catalunya 

Doctor en Derecho. 

 

INTRODUCCIÓN  
  
1.- Introducción 
 
En las próximas líneas trataremos de analizar la tutela de los derechos sociales a 
través del CEDH que, en sus orígenes, se creó como un instrumento para la tutela de 
los derechos conocidos en la nomenclatura tradicional como "civiles y políticos", 
protegidos por el PIDCP, en contraposición a otros derechos, los económicos, sociales 
y culturales, que se protegen por el PIDESC y, en el ámbito del Consejo de Europa, por 
la Carta Social Europea. 
  
La interdependencia y la indivisibilidad de los derechos humanos, y de sus correlativos 
nacionales, los derechos fundamentales, es un carácter de los derechos sólidamente 
aceptado por la práctica totalidad de la doctrina. La clásica distinción entre "civiles y 
político", y "económicos sociales y culturales", fruto de la Guerra Fría y de la 
contraposición de modelos, se ha ido difuminando con el tiempo, de modo que no es 
posible hoy en día sostener, como se hizo en el pasado, que los derechos civiles y 
políticos son derechos de libertad, mientras que los DESC son derechos 
prestacionales, que exigen disponibilidad de recursos por parte del Estado para su 
materialización. 
 
Bastarán dos ejemplos: el derecho a la participación política, a través de las elecciones 
a cargos públicos, derecho político por excelencia, exige de unos cuantiosos gastos 
electorales para la materialización del derecho, como también los exige cualquier 
derecho de naturaleza civil o política, desde el momento en que sea protegido por la 
vía del derecho penal.  En definitiva, todos los derechos tienen su coste, y los derechos 
civiles y políticos entrañan obligaciones positivas para los Estados, que los hacen 
difícilmente distinguibles de los DESC, en no pocas ocasiones. 
 
La interdependencia e indivisibilidad de los derechos supone, por otro lado, que un 
mismo derecho -civil- tenga a menudo vínculos con otros derechos distintos- sociales- , 
como tendremos ocasión de examinar en el caso del derecho al permiso parental, que 
tiene aspectos civiles (la privacy del art.8 CEDH), y aspectos sociales (la suspensión 
del contrato de trabajo y la prestación de seguridad social correspondiente, vid. art.27.2 
CSE).  
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Todo ello ha comportado que, a lo largo de los casi 70 años de vigencia del CEDH, sus 
preceptos -originariamente derechos civiles y políticos, se hayan impregnado de 
aspectos sociales o, dicho de otro modo, que derechos sociales clásicos como la 
huelga, la negociación colectiva  o la protección contra el despido injustificado, se 
protejan en la actualidad también conforme al CEDH por su máximo órgano de 
aplicación, el TEDH. 
 
Tal circunstancia reviste innegable interés para el jurista del orden social, que de esta 
forma adquiere nuevas perspectivas y estándares de tutela de los derechos sociales. 
 
En orden a desarrollar la tutela de los derechos sociales por el CEDH, nos valdremos 
del comentario de un caso emblemático, Konstantin Markin c. Rusia. Una vez resumido 
el caso trazaremos un breve mapa-guía de la doctrina del TEDH en materia de 
derechos sociales, haciendo incidencia en el derecho al permiso parental sobre el que 
trata dicho caso, veremos cómo la CDFUE y la CE siguen una visión un tanto 
trasnochada de los derechos sociales, como principios sin justiciabilidad inmediata, y 
veremos cómo esa visión se ha visto desbordada por la evolución del derecho 
antidiscriminatorio, que en Europa empieza a adoptar la conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral como contenido propio del derecho a la igualdad de género, 
y que hasta no hace poco, nuestro propio TC consideró desde una visión desagregada, 
de compartimentos estancos, poco apegada a la nota esencial de los derechos 
humanos y de los derechos fundamentales: la interdependencia e indivisibilidad. 
 
Dicha interdependencia e indivisibilidad entre los derechos civiles y políticos y los 
derechos económicos, sociales y culturales, puede expresarse lisa y llanamente 
diciendo que poca libertad, honor e intimidad puede tener quien carezca de pan, 
vivienda y salud. 
 
 
2.- Resumen de la STEDH 22 marzo 2012, Caso Konstantin Markin c. Rusia. 
 
El demandante, militar ruso, alega que la negativa a concederle un permiso parental 
supone una discriminación basada en el sexo. Invoca el artículo 14 en relación con el 
artículo 8 del CEDH. 
 
Resumen de los hechos: El demandante firmó en 2004 un contrato con el ejército ruso 
en cuya virtud se comprometía a "servir en las condiciones previstas por la ley". 
Empezó a trabajar como operador de radio en el ámbito de información, siendo 
sustituido a menudo por mujeres militares. 
 
Tras divorciarse de la madre de sus 3 hijos, tuvo que cuidarles por sí solo. Pidió un 
permiso parental (excedencia para cuidado de hijos) de 3 años, un año después de que 
naciese su tercer hijo.  La petición fue rechazada porque la legislación solo permitía 
otorgar tal permiso al personal de sexo femenino.  
Al interesado se le concedió un permiso de 3 meses pero fue llamado a filas al cabo de 
algunas semanas. Combatió sin éxito tal resolución ante un tribunal militar.  
 



 

 

 
5 

En octubre de 2006, su unidad militar le concedió un permiso parental hasta que su hijo 
menor cumpliera 3 años, es decir, durante casi dos años, así como una ayuda 
financiera de unos 5900 euros.  
 
Posteriormente, el tribunal militar criticó a la unidad militar por otorgar  dicho permiso 
parental desafiando las sentencias de los tribunales rusos y  llamando la atención sobre 
la irregularidad de la decisión. En enero de 2009, el Tribunal Constitucional desestimó 
la queja del Sr. Markin, que denunciaba la imposibilidad de  que los hombres militares 
gozaran de un permiso parental de tres años, debido a que, según el TC, las 
disposiciones de la Ley sobre el Estatuto de las normas militares que rigen el permiso 
parental son compatibles con la Constitución. 
 
En marzo de 2011, un fiscal militar se presentó en el domicilio del Sr. Markin. Según las 
autoridades rusas tal visita tenía por finalidad recopilar las informaciones sobre la 
situación familiar del demandante para preparar las observaciones del Gobierno ante el 
TEDH. Tras consultar a su abogado por teléfono, el Sr. Markin rechazó responder a 
cualquier pregunta o facilitar documentos. Redactó un escrito en ese sentido, momento 
en el que el Fiscal abandonó de inmediato el lugar, no sin interrogar a los vecinos del 
Sr. Markin, que le dijeron que éste convivía con su ex-esposa. Según el Gobierno ruso, 
Esta investigación permitió determinar que el demandante y su ex esposa se habrían 
vuelto a casar en abril de 2008 y habrían tenido un hijo en agosto de 2019. En 
diciembre de 2008, el demandante puso fin a su relación con el ejército por razones de 
salud y en la actualidad la pareja vive con sus cuatro hijos en casa de la madre de ella.  
 
Excepciones preliminares del Gobierno: el Gobierno Ruso planteó 3 excepciones 
preliminares, todas ellas desestimadas, en resumen por los siguientes motivos que 
pasamos a resumir:  
 
1) Falta de condición de víctima del demandante: se desestima porque incluso tras la 
concesión del permiso parental a título extraordinario (por sus dificultades económicas 
y familiares), los tribunales seguían considerando que, en tanto que militar varón, la ley 
no le permitía beneficiarse de tal permiso y que esta situación no suponía una violación 
del derecho a la igualdad de trato.  
 
2) Inadmisión por resolución previa del litigio: se desestima porque el demandante 
disfrutó permiso parental con un año de retraso y de una duración de dos años en lugar 
de tres. Por tanto, el interesado no pudo ocuparse de su hijo durante su primer año, 
cuando éste más le necesitaba. No fue indemnizado por el retraso en la concesión del 
permiso ni por la menor duración de éste, dado que la ayuda económica que recibió se 
otorgó debido a las necesidades económicas que padecía. Por lo tanto, el Tribunal 
considera que las consecuencias de una posible violación del Convenio no han sido 
suficientemente eliminadas como para permitirle concluir que el litigio estaba resuelto 
en el sentido del artículo 37.1b) CEDH.  
3) Abuso de derecho en la presentación de la demanda: esta excepción la desestima 
por extemporánea, al no haberse planteado ante la Sala y plantearse por primera vez 
ante la Gran Sala.  
 
Sobre el fondo del asunto: el TEDH concluye por 16 votos a uno que hubo violación del 
art.14 en relación con el art.8 CEDH y, por otra parte, declara por 14 votos a 3 que el 
Estado demandado no incumplió el art.34 del CEDH.  
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Nos limitaremos a resumir la posición mayoritaria en torno a la  vulneración del 
art.14 en relación con el art.8 CEDH.  
 
El TEDH observa que el avance hacia la igualdad de sexos constituye a día de hoy un 
objetivo importante de los Estados miembros del Consejo de Europa, y que sólo 
razones muy poderosas pueden llevar a estimar la compatibilidad con el CEDH de una 
diferencia de trato como la sufrida por el demandante. En particular, las referencias a 
las tradiciones, los prejuicios comunes o estereotipos, o las actitudes sociales 
mayoritarias que prevalecen en un país dado, no son suficientes para justificar una 
diferencia de trato basada en el sexo. 
 
Con respecto al contexto militar, recuerda el TEDH que el buen funcionamiento de un 
ejército es difícilmente concebible sin reglas legales diseñadas para prevenir que el 
personal militar cause perjuicios al mismo. Sin embargo, las autoridades nacionales no 
pueden basarse en reglas que impidan el ejercicio de los miembros de las fuerzas 
armadas de su derecho al respeto por su vida privada. 
 
Es cierto que el artículo 8 no incluye el derecho al permiso parental y no impone 
Establece la obligación positiva de proporcionar un subsidio de licencia parental. Sin 
embargo, el permiso parental y la asignación correspondiente se incluyen en el ámbito 
de aplicación de artículo 8, ya que promueven la vida familiar y necesariamente tienen 
un impacto en la organización de la misma. 
 
El propósito del permiso parental, a diferencia del permiso de maternidad, es permitir al 
progenitor/a beneficiario que permanezca en el hogar para cuidar personalmente al 
recién nacido. De ello se deduce que, a efectos del permiso parental, el solicitante, un 
soldado varón, estaba en una situación análoga a la de las mujeres soldado. 
 
Sin embargo, en el contexto particular de las fuerzas armadas, el TEDH ha reconocido 
anteriormente que los derechos de los militares podrían estar sujetos a más 
restricciones. Que las que se aplican a los civiles. Al mismo tiempo, el TEDH también 
subrayó que el CEDH no se detiene a las puertas de los cuarteles y que los 
militares, como todas las demás personas dentro de la jurisdicción de un Estado parte, 
tienen el derecho a beneficiarse de la protección del CEDH. Las restricciones a sus 
derechos no pueden aceptarse sino en el caso en que haya razones particularmente 
serias, como la amenaza para la eficiencia operativa de las fuerzas armadas. 
 
Al examinar la situación en todos los Estados partes, la Corte observa que, en una 
mayoría de los estados europeos, incluida Rusia, la legislación actual prevé en el 
sector civil, que tanto hombres como mujeres puedan disfrutar del permiso parental. 
Además, en un número significativo de Estados miembros, tanto los militares hombres 
como las mujeres también tienen derecho al permiso parental.  
 
Ello significa que las sociedades europeas contemporáneas han evolucionado hacia la 
igualdad entre hombres y mujeres en lo que se refiere la asunción de las  
responsabilidades educativas y de cuidado de los niños. 
 
Además, el Tribunal no cree que la diferencia de trato entre los hombres y mujeres 
militares se pueda explicar por una discriminación positiva que favorezca a las mujeres. 
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Al contrario, el Tribunal considera que esta diferencia de trato tiene por  efecto la 
perpetuación de los estereotipos de género y constituye una desventaja tanto para la 
carrera profesional de las mujeres, como para la vida familiar de los hombres. Del 
mismo modo, no puede justificarse la diferencia de trato en cuestión acudiendo a las 
tradiciones que imperen en un país determinado. 
 
El Tribunal tampoco cree que la extensión del derecho al permiso parental a los 
militares menoscabe el poder de combate y la eficacia operativa de las fuerzas 
armadas. No hay indicios de que las autoridades rusas hayan acudido a peritos  o a 
estudios estadísticos para evaluar el número de militares susceptibles de pedir  los tres 
años de permiso parental y que deseen hacerlo y las consecuencias que la concesión 
de tales permisos pudieran tener para.  
 
La eficacia operativa del ejército. Para la Corte, el simple hecho de que todos los 
militares sean hombres en edad fértil, como lo indica el Gobierno, no es bastante para 
justificar la diferencia de trato entre hombres y mujeres en el ejército. 
 
El TEDH también destaca la rigidez de la ley rusa sobre el permiso parental en el 
ejército De hecho, los militares varones no tienen en ningún caso el derecho a un 
permiso parental. Además, el Gobierno no presentó ningún ejemplo que mostrara que 
es posible una evaluación caso por caso, con permiso parental concedido a miembros 
militares varones cuya situación lo exigiese.  
 
Sin embargo, la Corte reconoce que, dada la importancia de los militares para la 
protección de seguridad nacional, ciertas restricciones sobre el derecho permiso 
parental pueden estar justificadas, siempre que no sean discriminatorias. Por ejemplo, 
los militares, hombres o mujeres, podrían quedar excluidos del derecho al permiso 
parental por el motivo de la dificultad de reemplazarlos debido, por ejemplo, a su 
posición jerárquica, la escasez de sus calificaciones técnicas o su participación en 
operaciones militares sobre el terreno. 
 
En Rusia, sin embargo, el derecho al permiso parental se concede exclusivamente en 
función del sexo de los militares. Excluyendo exclusivamente a los hombres militare del 
derecho al permiso parental, la norma en cuestión impone una restricción general. Tal 
restricción general, aplicada automáticamente a un grupo de personas en función de su 
sexo, deben se halla fuera del margen aceptable de apreciación del Estado. 
 
Dado que el Sr. Markin, que era un operador de radio, podría ser reemplazado 
fácilmente en sus funciones, no había razón válida para excluirlo del derecho a al 
permiso parental. Por lo tanto, el solicitante fue discriminado por motivos de sexo.  
 
Finalmente, en cuanto al argumento del Gobierno de que, al participar en el ejército, el 
solicitante había renunciado a su derecho a no ser discriminado, el TEDH considera 
que dicho derecho no es renunciable, al tratarse de una cuestión de orden público, 
frente al que dicha renunciar atentaría.  
 
A la luz de lo anterior, el Tribunal concluye que ha habido una violación del artículo 14 
en relación con el artículo 8 del CEDH.  
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3.- La doctrina del TEDH en materia de Derechos sociales y su aplicación a través 
del CEDH. El permiso parental. La interdependencia de los derechos civiles y 
políticos y los derechos sociales.  
 
Dos son las cuestiones de interés que plantea el caso Konstantin Martin. Una primera, 
de carácter general, -e indudables consecuencias prácticas- la tutela de los derechos 
sociales a través de los derechos recogidos en el CEDH; otra mucho más concreta, 
derivada la anterior: el permiso parental, y su doble naturaleza de derecho social (art.27 
CSE) y derecho civil (art.8 CEDH). Ambas cuestiones confluyen en el carácter 
definitorio de los derechos humanos: su interdependencia e indivisibilidad.  
 
En este epígrafe trataremos de examinar la doctrina del TEDH sobre ambas materias.   
 
A) La tutela de los derechos sociales a través de los derechos reconocidos en el 
CEDH  
 
La tutela de los derechos sociales  en la jurisprudencia del TEDH ha venido 
desarrollándose, desde una primera fase de reticencia del TEDH1 hasta incorporar o 
tutelar derechos derivados de la Carta Social Europea, que se muestra en la STEDH 27 
octubre 1975, Caso Syndicat National de la Police Belge c. Bélgica  y que más 
modernamente parece estarse superando en aras de la interdependencia y la  
indivisibilidad de los derechos (ej. STEDH 2 julio 2002, Caso Wilson, NUJ c. Reino 
Unido, en un caso de negociación en masa en detrimento del derecho a la negociación 
colectiva y libertad sindical).  
 
Sobre la tendencia progresiva a proteger los derechos sociales a través del 
CEDH, es importante poner en valor el voto particular de Paulo Pinto en la STEDH 22 
marzo 2012, Caso Konstantin Markin c. Rusia2, puesto que sintetiza las tendencias de 
incorporación a los parámetros interpretativos del CEDH del concepto de 
interdependencia e indivisibilidad de los derechos, que supone que las categorías 
derechos civiles vs. derechos sociales no son compartimentos estancos, ni 
siquiera categorías radicalmente distintas de derechos, sino que están interconectados 
y se relacionan entre sí de forma sumamente permeable; de suerte que algunos 
derechos sociales presentan zonas de confluencia con los derechos civiles y viceversa. 
En definitiva, la contraposición de los derechos civiles como derechos de libertad, a los 
derechos sociales, como derechos prestacionales, se ha ido diluyendo 
progresivamente y ha favorecido el amparo a través del CEDH de derechos netamente 

                                                 
1
 VALDÉS DAL-RÉ. "El constitucionalismo laboral europeo y la protección multinivel de los derechos 

laborales fundamentales: luces y sombras. "Ed. Bomarzo, p.93 y ss  
2
 El Tribunal, cada vez más se inclina a acordar una protección convencional de los derechos sociales, a 

través del artículo 14 del Convenio. Según su reiterada jurisprudencia, el artículo 14 no se limita al 
disfrute de los derechos establecidos en el Convenio, sino que se extiende a aquellos que "dependen del 
campo de aplicación" de una disposición convencional y que un Estado ha decidido garantizar, aunque al 
hacerlo sobrepase las estrictas exigencias del Convenio. Apoyándose en este método, el Tribunal ha 
censurado la aplicación discriminatoria de derechos sociales dependientes del campo de aplicación de 
las disposiciones del Convenio. Pero los derechos sociales han surgido igualmente de disposiciones 
convencionales sin que se haga referencia al trato discriminatorio sufrido por un demandante, tales como 
el derecho de las personas dependientes de la autoridad del Estado a un tratamiento médico, el derecho 
de todo ciudadano a un tratamiento médico, el derecho a un entorno saludable, el derecho al 
alojamiento6, el derecho a una pensión de jubilación, el derecho a la negociación colectiva y el derecho 
de huelga. El Tribunal añadió el derecho de toda persona a un procedimiento equitativo para la 
determinación de sus derechos sociales. 
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sociales, como el permiso parental, el derecho al trabajo e incluso derechos colectivos, 
como negociación colectiva, libertad sindical y huelga.  
 
La interdependencia de los derechos permite exigir los derechos sociales a través de 
los derechos civiles, pues éstos han ido incorporando obligaciones positivas para los 
Estados que son parte de auténticos derechos sociales. Se trata, en definitiva, de 
dispensar a los derechos sociales de la justiciabilidad directa de que carecen en 
algunos ordenamientos, como el Español, (vid. art.53.3 CE), por una vía que ha sido 
apuntada, entre otros por ABRAMOVICH y COURTIS3. 
 
En esta senda, dando un paso más, el TEDH ha establecido que un derecho social 
puede derivarse legítimamente de una disposición del CEDH, incluso cuando 
dicho derecho está previsto en la CSE y la Parte Contratante no está vinculada 
por la disposición pertinente de la CSE. Así, por ejemplo, en la STEDH 12 
noviembre 2008, Caso Demir y Baykara c. Turquía (GC), (f.153-154), se tutela la 
negociación colectiva (derecho social no contenido en el CEDH), a través del derecho a 
la libertad de asociación del art.11 CEDH. En esta sentencia, se observa la 
permeabilidad del derecho civil de asociación respecto del derecho laboral colectivo de 
negociación colectiva: el TEDH, a la vista del desarrollo del derecho del trabajo 
internacional y nacional, y la práctica de los Estados partes, rectifica su doctrina 
anterior, y considera que el derecho a la negociación colectiva con el empresario se ha 
convertido, en principio, en uno de los elementos esenciales del derecho a fundar 
sindicatos y de afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses.  
 
Así mismo, en materia de libertad sindical, el TEDH sostiene que dicha libertad tiene un 
aspecto negativo que excluía los acuerdos de monopolio sindical, y considera, 
basándose fundamentalmente en la Carta Social Europea y en la jurisprudencia de 
sus órganos de control, así como en otros instrumentos europeos o universales, que 
existe en la materia un incremento en el grado de consenso internacional (STEDH 30 
junio 1993, Caso Sigurdur A. Sigurjónsson c. Islandia, STEDH 11 enero 2006, Caso 
Sørensen y Rasmussen c. Dinamarca (GS), por lo que acepta la tutela de dicho 
aspecto negativo de la libertad sindical a través del art.11 CEDH, relativo al derecho de 
asociación.  
 
Resulta imposible comentar las muchas sentencias que ha ido dictando el TEDH en 
tutela de derechos sociales, pero sí podemos aspirar a armar un pequeño esquema 
que nos sirva de guía breve o mapa de la tutela de los derechos sociales en el  
CEDH.4 Paulo Pinto distingue en virtud de las vías de penetración en el CEDH, entre 
los derechos sociales que se introducen en virtud del art.14 CEDH (prohibición de 
discriminación), y los que acceden con independencia de dicho precepto. Sin embargo, 
a efectos didácticos, trataremos de acudir a una clasificación común de los derechos 
laborales individuales, colectivos y de seguridad social, limitándonos a reseñar las 
sentencias relevantes en cada categoría, y obviando su comentario, por exceder del 
propósito de esta obra.  
 

                                                 

3 ABRAMOVICH, V. y COURTIS, C. "Los derechos sociales como derechos exigibles". Prólogo de Luigi 

Ferrajoli. Editorial Trotta. 2014. pp.200-220. 
4 Para el período 1975-2009, puede consultarse: SEMPERE NAVARRO, A.V. y MELÉNDEZ MORILLO-

VELARDE, L. "Prontuario de Jurisprudencia Social del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 1975-
2009". Ed. Thomson Reuters Aranzadi.  2009. 
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I.-Derecho del trabajo individual5. 

Acceso al empleo y promoción profesional. 
 
STEDH 28 agosto 1986, Caso Kosiek c. Alemania: discriminación por razones políticas en el acceso al empleo (art.10 CEDH). 
STEDH 28 agosto 1986, Caso Glasenapp c. Alemania: discriminación por razones políticas en el acceso al empleo (art.10 CEDH). 
STEDH 23 marzo 1987, Caso Leander c. Suecia: acceso a ficheros secretos de la policía para el proceso selectivo de un carpintero 
militar, rechazado por su pasado comunista. Prevalencia de la seguridad nacional sobre el art.8 CEDH. 
STEDH 25 junio 1987, Caso Halford c. Reino Unido: mujer oficial que es rechazada en promoción profesional durante más de 7 
años. Se utilizan escuchas telefónicas de conversaciones en el puesto de trabajo y se utilizan en su contra: violación del art.8 
CEDH.  
STEDH 6 abril 2000, Caso Thlimmenos c. Grecia: Rechazo en la promoción profesional por desobediencia: negarse la llevar 
uniforme militar por razones religiosas. Violación del art.14 y del art.9. 
STEDH 21 febrero 2008, Caso Alexandridis c. Grecia: Vulneración del art.9 por obligar a prestar juramento o bien a declarar 
solemnemente que no es cristiano ortodoxo como condición para el acceso a la abogacía. 
STEDH 20 octubre 2009. Caso Lombardi c. Italia: rechazo de acceso al puesto de profesor en una universidad religiosa por razón 
de opiniones heterodoxas. Violación del art.10 CEDH.  
STEDH 21 octubre 2014, Caso Naidin c. Rumanía: prohibición a un antiguo confidente de la policía política rumana de acceder a 
un empleo público. No violación del art.8 en relación con el art.14 CEDH.  
STEDH 12 enero 2016, Caso Guarré Patte, c. Andorra: Prohibición de ejercer como médico derivado de una inhabilitación 
impuesta como pena. Violación del art.7 porque el recurrente fue sancionado bajo una ley más dura que otra lterior que no le fue 
aplicada retroactivamente. Violación del art.7 CEDH.  

 
Conciliación de la vida profesional y familiar. 
 
STEDH 19 febrero 2013, Caso García Mateos c. España: trabajadora de un supermercado que pidió una reducción de jornada para 
cuidado de hijo menor de 6 años. Falta de reparación de su derecho fundamental a la no discriminación por razón de sexo y falta 
de recurso efectivo ante el TC. Violación del art.6 en relación con el art.14 CEDH. La vulneración del derecho a la prohibición de 
discriminación por razón de sexo constatada por el TC no fue reparada ni obtuvo indemnización alguna a tal respeto.  
STEDH 22 marzo 2012, Caso Konstantin Markin c. Rusia: permiso parental que se deniega a militares varones rusos. Vulneración 
del derecho a la vida familiar (art.8 CEDH), y discriminación por razón de sexo (art.14 CEDH).  
STEDH 2 octubre 2012, Caso Hulea c. Rumanía. 
STEDH 27 marzo 1998, Caso Petrovic c. Austria. 

 
Despidos: 
Despido sin causa. 
 
STEDH 10 julio 2012, Caso K.M.C. c. Hungría. 
 

De empleados de embajadas y derecho al un proceso justo (art.6 CEDH): 
 
STEDH 23 marzo 2010, Caso Cukak c. Lituania.   
STEDH 29 junio 2011, Caso El Leil c. Francia. 
STEDH 17 julio 2012, Caso Wallishauser c. Austria. 
STEDH 25 octubre 2016, Caso Radunovic y otros c. Montenegro. 

 
Despido y libertad de pensamiento, conciencia y religión (art.9 CEDH). 
 
STEDH 24 febrero 1998, Caso Larissis y otros c. Grecia. 
DTEDH 15 febrero 2001, Caso Dahlab c. Suiza. 
STEDH 3 febrero 2011, Caos Siebenhaar c. Alemania. 
STEDH 15 enero 2013, Caso Eseida y otros c. Reino Unido. 
STEDH 26 noviembre 2015, Caso Ebrahimian c. Francia.  

 
Despidos discriminatorios, por razón de orientación sexual, sexo, estado de salud, 
ideología (arts.8 y 14 CEDH). 
Orientación sexual: 
 
STEDH 27 septiembre 1999, Caso Lustig-Prean y Beckett c. Reino unido.  
STEDH 27 septiembre 1999, Caso Smith y Grady c. Reino Unido.  

                                                 
5 Las sentencias relacionadas y clasificadas no se reproducen en el índice del final del capítulo para 
evitar inútiles reiteraciones.  
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STEDH 22 octubre 2002, Caso Perkins y R. c. Reino Unido.  
STEDH 22 octubre 2002, Caso Beck, Copp y Bazeley c. Reino Unido. 
 

Sexo: 
 
STEDH 2 diciembre 2014, Caso Emel Bovraz c. Turquía. 

 
Estado de salud: 
 
STEDH 3 octubre 2013, Caso I.B c. Grecia.  

 
Ideología política: 
 
STEDH 6 noviembre 2012, Caso Rodfearn c. Reino Unido  
STEDH 27 julio 2004, Caso Sidabras y Dziautas c. Lituania. 
STEDH 7 abril 2005, Caso Rainys y Gaparavicius c. Lituania. 
STEDH 23 junio 2015, Caso Sidabras y otros c. Lituania. 
Despidos como represalia por hacer huelga  (art.11 CEDH). 
STEDH 20 noviembre 2018, Caso Ognevenko c. Rusia. 
 

Despidos como represalia por hacer huelga (art.11 CEDH). 
 
STEDH 20 noviembre 2018, Caso Ognevenko c. Rusia 
 
 

Impuestos sobre indemnizaciones por despido (derecho de propiedad art.1 Protocolo 1) 
 
STEDH 14 mayo 2013, Caso N.K.M c. Hungría. 

 
Medidas de austeridad sobre salarios, pensiones y pensiones de jubilación de 
funcionarios (art.1 Protocolo nº 1). 
 
DTEDH 7 mayo 2013, Caso Koufaki y Adedy c. Grecia. 
DTEDH 8 octubre 2013, Caso Da Conceicao Mateus c. Portugal.  
DTEDH 8 octubre 2013, Caso Santos Januario c. Portugal. 
DTEDH 1 septiembre 2015, Caso Da Silva Carvalho Rico c. Portugal.  

 
Embargo de salario (art.1 Protocolo nº 1). 
 
STEDH 13 mayo 2014, Caso Paulet c. Reino Unido.  

 
Prevención de riesgos laborales: (art.2 CEDH). 
 
STEDH 5 diciembre 2013, Caso Vilnes y otros c. Noruega. 
STEDH 24 julio 2014, Caso Brincat y otros c. Malta.  

 
 
II.- Derecho del trabajo colectivo.  

Libertad sindical. 
 
STEDH 27 octubre 1975, Caso Sindicato nacional de policía belga.  
STEDH 6 febrero 1976, Caso Schmidt y Dahlström c. Suecia. 
STEDH 20 septiembre 2005, Caso Akat c. Turquía. 

 
Sindicatos: derecho de autoorganización y designación de sus miembros. 
 
DCEDH 7 mayo 1990 Johansson c. Suecia. 
STEDH 27 febrero 2007, Caso Associated Society of Locomotive Engineers & Firemen c. Reino Unido. 
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Sindicatos: registro. 
 
STEDH 9 julio 2013, Caso Sindcatul "Pastorul cel Bun" c. Rumania. 
STEDH 16 junio 2015, Caso Manole y "Romanina Farmers Direct" c. Rumanía. 

 
Sindicatos en el sector público. 
 
STEDH 21 febrero 2006, Caso Tüm Haber Sen y Cinar c. Turquía. 
STEDH 17 julio 2007, Caso Dilek y otros c. Turquía. 
STEDH 1 abril 2009, Caso Eneri Yapi-Yol Sen c. Turquía. 
STEDH 15 septiembre 2009, Caso Kava y Sevhan c. Turquía. 
STEDH 27 septiembre 2011, Caso Sisman y otros c. Turquía.  
STEDH 21 abril 2015, Junta Rectora del Ertainen Nazional Elakartasuna c. España. 
 

Derecho de huelga.  
 
STEDH abril 1991, Caso Ezelin c. Francia. 
STEDH 2 julio 2002, Caso Wilson, N.U of Journalists y otros c. Reino Unido. 
STEDH 27 octubre 2014, Caso Hrvatski Lijencnicki Sindikat c. Croacia. 

 
Negociación colectiva. 
 
STEDH 6 febrero 1976, Caso Engine Drivers Union c. Suecia. 
STEDH 2 julio 2002, Caso Wilson, N.U of Journalists y otros c. Reino Unido. 
STEDH 12 noviembre 2008, Caso Dmir y Baykara c. Turquía. 
DTEDH 26 mayo 2016, Caso Unite the Union c. Reino Unido. 

 
 
III.- Seguridad social.  

Accidentes de trabajo. 
 
DTEDH 27 marzo 2012, Caso Eternit c. Francia, en un caso de declaración de contingencia profesional en que se denuncia la falta 
de comunicación al empleador, por la aseguradora de accidentes, de la documentación médica sobre la que se basó la calificación 
de enfermedad profesional. Se inadmite porque la aseguradora tampoco tuvo acceso a la información médica solicitada por la 
actora y no se vulneró la igualdad de armas (art.6 CEDH).  
STEDH 11 marzo 2014, Caso Howald Moor y otros c. Suiza, trabajador con mesotelioma derivado de trabajo con amianto en los 
años 1960-1970 que fallece en 2005. Se considera vulnerado el art.6.1 CEDH porque la aplicación de la prescripción a las víctimas 
de enfermedades que no pueden diagnosticarse sino años después de su contracción, priva a dichas víctimas del acceso a un 
tribunal.  
DTEDH 17 noviembre 2015, Caso Dolopoulos c. Grecia. Decisión de inadmisión. En un caso de directivo bancario víctima de 
depresión derivada de acoso, el TEDH declara inadmisible la demanda porque, a pesar de que el legislador griego no contempla 
las enfermedades psíquicas en el cuadro de enfermedades profesionales, lo cierto es que en el caso el trabajo tuvo acceso a 
medios para denunciar su estado y obtener, si fuera el caso, una indemnización por daños morales.  

 
Asistencia sanitaria: 
Derecho de las personas dependientes de la autoridad del Estado a un tratamiento 
médico (art.3 CEDH). 
 
STEDH 27 junio 2000, Caso Ilhan c. Turquía.  
STEDH 26 octubre 2010, Caso  Kudla contra Polonia.   
STEDH 14 noviembre 2002, Caso Mouisel c. Francia.  
STEDH 10 marzo 2009, Caso  Paladi c. Moldavia.  
STEDH 16 febrero 2010, Caso V.D. c. Rumanía. 
STEDH 20 abril 2010, Caso  Slyusarev c. Rusia.  

 
Derecho de todo ciudadano a un tratamiento médico. (art 2 y8 CEDH). 
 
STEDH 9 marzo 2004, Caso Glass c. Reino Unido. 
STEDH 20 marzo 2007, Caso Tysiac c. Polonia.  
STEDH 16 diciembre 2010, Caso A, B et C c. Irlanda.  
STEDH 23 marzo 2010, Caaso Oyal contra Turquía.  
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Obligación de aceptar a un empleo para personas en situación de desempleo (art.4 
prohibición de esclavitud). 
 
DTEDH 4 mayo 2010, Caso Schitemaker c. Paises Bajos. 

 
Obligación de reintegro de prestaciones o subsidios de desempleo otorgadas por error 
de la Entidad Gestora (art.1 Protocolo 1 CEDH).  
 
STEDH 26 abril 2018, Caso Cakarevic c. Croacia.  

 
Pensiones de jubilación (art.1 Protocolo 1 CEDH, art.3 o art. 2 CEDH. 
 
STEDH 15 julio 1988, Caso C. c. Francia.  
STEDH 28 abril 2004, Caso Azinas c. Chipre. 
STEDH 7 julio 2011, Caso Stummer c. Austria. 
DTEDH 15 enero 2013, E.B c. Hungria (2). 
DTEDH 14 mayo 2013, Caso Cichopek y otros 1627.c. Polonia. 
DTEDH 24 junio 2014, Caso Markovics y otros c. Hungría. 
STEDH 14 junio 2016, Caso Philippou c. Chipre. 
DTEDH 13 septiembre 2016, Caso Mauriello c. Italia. 
STEDH 5 septiembre 2017, Caso Fáfián c. Hungría. 
STEDH 23 abril 2002, Caso Larioshina c. Rusia. Cuantía claramente insuficiente (art. 3 CEDH).  
STEDH 18 junio 2002, Caso Budina c. Rusia. Cuantía claramente insuficiente (art.3 CEDH). 
STEDH 25 octubre 2005,  Caso Kutepov y Anjkeienko c. Rusia. Cuantía insuficiente (art.2 CEDH).  
STEDH 1 diciembre 2009, Caso Huc c. Rumanía y Alemania.  

 
Discriminación: (art.14 CEDH). 
 
STEDH 16 septiembre 1996, Caso Gaygusuz c. Austria. reglas de asignación del subsidio de urgencia diferentes para los 
nacionales y extranjeros.  
STEDH 21 febrero 1997, Caso Van Raalte c. Holanda.   
STEDH  4 junio 2002, Caso Wessels-Bergervoet c. Holanda. 
STEDH 26 noviembre 2002, Caso Buchen c. República Checa. 
STEDH  19 febrero 2009, Caso Andrejeva c. Letonia.   
 
 

IV.- Otros derechos sociales.  

Derecho a un entorno saludable y al medio ambiente (art.8 o art. 2 CEDH). 
 
STEDH 9 diciembre 1994, Caso López Ostra c. España, 9.   
STEDH 19 febrero 1998, Caso C. Guerra y otros c. Italia. 
STEDH 8 julio 2003, Caso I. Hatton y otros c. Reino Unido. 
STEDH 26 julio 2011, Caso Georgel y Georgeta Stoicescu c. Rumania. 
STEDH 30 noviembre 2004, Caso Oneryldyz c. Turquía.  
STEDH 18 enero 2001, Caso Chapman c. Reino Unido.   

  
Derecho a la vivienda (art.3 o art.8 CEDH). 
 
STEDH 12 julio 2005, Caso Moldovan y otros c. Rumanía (núm. 2). 
STEDH 21 enero 2011, Caso M.S.S c. Bélgica y Grecia.   
STEDH 4 mayo 1999, Caso Marzari c. Italia.  
STEDH 9 octubre 2007, Caso Stanková contra Eslovaquia. 
STEDH 21 febrero 1986, Caso James y otros c. Reino Unido. 
STEDH 19 diciembre 1989, Caso Mellacher y otros c. Austria. 
STEDH 28 septiembre 1995, Caso Spadea y Scalabrino c. Italia. 
STEDH 19 junio 2006, Caso Hutten-Czapska c. Polonia. 

 
 
V.- Derecho procesal y derechos sociales.  



 

 

 
14 

Derecho de toda persona a un procedimiento equitativo para la determinación de sus 
derechos sociales (art.6 CEDH). 
 
STEDH 30 julio 2019, Caso Danilenkov y otros contra Rusia, sobre la obligación de establecer un sistema judicial que garantice 
una protección efectiva de un derecho social.  
STEDH 29 mayo 1986, Caso Feldbrugge c. Holanda, en materia de determinación de prestaciones de seguros de salud.  
STEDH 29, mayo 1986, Caso Deumeland c. Alemania, en materia de prestaciones de seguridad social previstos por un régimen de 
seguros de accidentes de trabajo STEDH 24 agosto 1983, Caso Massa c. italia, en materia de pensiones de viudedad.  

 
Dilaciones indebidas (art.6 CEDH). 
 
Los procedimientos en materia de litigios laborales por su propia naturaleza, exigen una 
decisión rápida (STEDH 24 mayo 1991, Caso Vocaturo c. Italia, f 17). En efecto, los 
litigios laborales, al referirse a temas de importancia capital para la situación profesional 
de una persona deben solucionarse con una celeridad muy particular6. 
 
Como es natural, dicho criterio es particularmente determinante en los supuestos  de 
despido (STEDH 6 mayo 1981, Caso Buchholz c. Alemania f. 52; STEDH 27 junio 
2000, Caso Frydlender c. Francia [GS], (f.45), STEDH 28 septiembre 2004, Caso 
Kovacs c. Hungría f.31). 
  
En este sentido, se ha dicho que no es un plazo razonable en procesos de despido: 
- 4 años y 10 meses (STEDH 6 diciembre 2001, Caso Capri c. Italia). 
- 6 años  medio  (STEDH 16 diciembre 2003, Caso Kovacs c. Hungría). 
- 7 años y 8 meses ( STEDH 23 octubre 2001, Caso Pisano c. Italia. 
- 8 años y  meses (STEDH 4 abril 2006, Caso Hermansky c. República Checa). 
- 9 años (STEDH 26 octubre 1993, Caso Darnell c. Reino Unido) Etcétera.  
 
B) Doctrina sobre permiso parental. 
 
El permiso parental se planteó en la STEDH 27 marzo 1998, Caso Petrovic c. Austria, 
en que se resolvió por el TEDH que una diferencia de trato basada en el sexo relativa a 
la concesión de un permiso parental no era constitutiva de una violación del artículo 14 
debido a que en el momento de los hechos no existía consenso europeo sobre este 
tema, al no tener previsto la mayoría de los Estados contratantes un permiso parental o 
el pago de una prestación para los padres. 
 
En Konstantin Markin, el TEDH cambia su doctrina anterior y concluye que estima que 
la exclusión de los militares del sexo masculino del derecho al permiso parental, 
cuando las militares de sexo femenino si se benefician de él, no puede considerarse 
como basado en una justificación objetiva y razonable. El Tribunal concluye por tanto, 
que esta diferencia de trato, de la que el demandante ha sido víctima, constituye una 
discriminación basada en el sexo. 
 
La misma orientación trazada en Konstantin Markin seguirá el TEDH en la STEDH 2 
octubre 2012, Caso Hulea c. Rumanía, en que se trata sobre la denegación de 
indemnización por discriminación por haberle sido denegado permiso de paternidad. El 

                                                 
6
 STEDH 18 octubre 2001, Caso Mianowicz c. Alemania (f.55);  STEDH 9 abril 2002, Caso Mangualde 

Pinto c. Francia;  STEDH 8 abril 2003, Caso Julien c. Francia (f.31);  STEDH 8 abril 2003, Caso Jussy c. 
Francia (f.23);  STEDH 27 mayo 2003, Caso Sanglier c.Francia  
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TEDH considera que hay una interpretación formalista que obliga al demandante a 
probar la existencia del daño moral y rechaza sus pretensiones por falta de abono de 
las cotizaciones sociales. Concluye que hay ausencia de motivos razonables y 
objetivos para la denegación y estima que hay violación del art. 14 en relación con el 
art. 8 del Convenio. 
 
 
4.- Proyección en España. La eficacia de los derechos sociales en la Constitución 
y en la CDFUE.  El permiso parental.  
 
A) La eficacia de los derechos sociales en la CE. 
 
En la Constitución Española (CE), la mayor parte de derechos sociales vienen 
reconocidos como principios rectores de la política social y económica en su Capítulo III 
del Título I (arts.39-52). De conformidad con el art. 53.3 CE el reconocimiento, el 
respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo 3º informará la 
legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos Sólo 
podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo de lo que dispongan las 
leyes que los desarrollen.  
 
La doctrina del TC sobre los principios rectores los ha mantenido relegados a un papel 
secundario, dependiente del voluntarismo del legislador, que no está limitado por la 
garantía de contenido esencial y minimizado a la condición de un mero parámetro de 
interpretación de las leyes ordinarias o, a lo sumo, a fines constitucionalmente legítimos 
para restringir DDFF. 
 
En efecto, ya desde antiguo, el TC ha sostenido que se trata principios con contenido 
normativo, que hay que tener presentes en la interpretación tanto de las restantes 
normas constitucionales -incluidos los derechos fundamentales- como de las Leyes. 
 
El TC, en cuanto a su naturaleza normativa, ha sostenido que los principios rectores 
«deben orientar la acción de los poderes públicos», pero «no generan por sí mismos 
derechos judicialmente actuables» como resulta del art. 53.3 CE. Por otro lado, 
carecen de la garantía de contenido esencial, pues al decir del TC, es claro que el 
art. 53.1 ha limitado el contenido esencial resistente al legislador, que éste entiende el 
deber constitucional de respetar, a los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo 
II del Título I. Extender interpretativamente la garantía del contenido esencial a los 
principios rectores entrañaría una importante mutación o cambio constitucional, 
dudosamente dentro de la jurisdicción del TC7. 
 
Por tanto, los principios rectores carecen de la garantía de contenido esencial, por lo 
que el margen del legislador es muy amplio y la virtualidad de los citados principios 
como parámetro de constitucionalidad de una ley muy pequeño, aunque no 
descartable. Por ejemplo, piénsese en una norma que suprima o privatice totalmente la 
Seguridad Social (art.41 CE) o que derogue la totalidad de las leyes protectoras del 
medio ambiente (art.45 CE). Téngase en cuenta que varios de los denominados 
principios rectores contienen normas de derechos subjetivo (art.39.2CE) o garantías 
institucionales, como la Seguridad Social (art.41 CE), por lo que las leyes vulneradoras 

                                                 
7
 STC 14/1992, de 10 de febrero. F.5 
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de tales derechos o destructoras de tales garantías podrían sujetarse al control de 
constitucionalidad (vid. art.33.1 LOTC). 
 
En este sentido, el TC ha proclamado que las decisiones judiciales deben adecuarse al 
logro de los valores, bienes y derechos constitucionales y, desde esa misma 
perspectiva, que los principios rectores de la política social y económica, no son meras 
normas sin contenido sino que, por lo que a los órganos judiciales se refiere, sus 
resoluciones habrán de estar informadas por su reconocimiento, respeto y protección, 
tal como dispone el art. 53.3 CE. De ese modo, una decisión que se adopte 
desconociendo la orientación que debió tener la aplicación de la legalidad, conforme a 
dichos principios rectores de la política social y económica, acentuaría su falta de 
justificación desde la perspectiva de cualquier derecho fundamental.     
 
En cuanto a la posibilidad de declarar contraria a la Constitución una acción u omisión 
del legislador desde la interpretación de los principios rectores de la política social y 
económica, el TC ha declarado que su naturaleza hace improbable -no imposible- 
que una norma legal cualquiera pueda ser considerada inconstitucional por 
omisión, esto es, por no atender, aisladamente considerada, el mandato a los 
poderes públicos y en especial al legislador, en el que cada uno de esos 
principios por lo general se concreta (STC 45/1989, F.4). 
  
Sin embargo, el TC se ha mostrado receptivo a que el principio rector sea utilizado 
como criterio para resolver sobre la constitucionalidad de una acción positiva del 
legislador, cuando ésta se plasma en una norma de notable incidencia sobre la entidad 
constitucionalmente protegida. 
 
No podemos obviar la mención a una cualidad de los principios rectores que tiene 
considerables rendimientos hermenéuticos, que no es otra que su condición de bienes 
constitucionales que pueden utilizarse como fines constitucionalmente legítimos 
que amparen la limitación de los derechos fundamentales. Por poner un ejemplo 
evidente, todos los supuestos de tutela penal de principios rectores: medio ambiente, 
relaciones familiares, etc, en que los principios rectores funcionan como bien jurídico 
tutelado por la norma limitativa de la libertad por excelencia, la norma penal. En efecto, 
los principios rectores de la política social y económica (Cap III del Título I), en tanto 
que principios que han de informar la legislación positiva, la práctica judicial y la 
actuación de los poderes públicos (art.53.3 CE) pueden jugar como fines 
constitucionalmente legítimos aptos para restringir DDFF ahí donde exista una 
habilitación constitucional, incluso considerándolos como derechos de los demás 
(limitación inmanente), lo que nos lleva a concluir la enorme amplitud de los fines 
constitucionalmente legítimos en los que una restricción legislativa puede apoyarse.  
 
B) La eficacia de los derechos sociales en la CDFUE. 
 
No podemos dejar de apuntar que esta distinción entre principios y derechos que 
contiene nuestra Carta Magna, tiene también su reflejo en textos internacionales de 
innegable calado, como singularmente es la CDFUE8.  
 

                                                 
8
 PRECIADO DOMÈNECH, C.H. "La interpretación de los Derechos Humanos y los Derechos 

Fundamentales". Ed. Aranzadi. Cuadernos Aranzadi del Tribunal Constitucional. p.193-200 
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Así, el art.52.5 CDFUE establece que "Las disposiciones de la CDFUE que contengan 
principios podrán aplicarse mediante actos legislativos y ejecutivos adoptados por las 
instituciones, órganos y organismos de la Unión, y por actos de los Estados miembros, 
cuando apliquen el Derecho de la Unión, en el ejercicio de sus competencias 
respectivas. Sólo podrán alegarse ante un órgano jurisdiccional en lo que se refiere a la 
interpretación y control de la legalidad de dichos actos". 
 
A partir de este precepto, la distinción entre derechos y principios (art.51.1 y 52.5 
CDFUE), cobra una relevancia insoslayable, pues es tanto como distinguir entre 
derechos justiciables y meras proclamas programáticas. Los derechos han de 
respetarse, mientras que los principios deben observarse (art.51.1 CDFUE). Los 
principios carecen de justiciabilidad directa, sin normas comunitarias o estatales de 
desarrollo, en forma parangonable a lo que acontece con nuestros principios rectores 
de la política social y económica (Capítulo III, Título I, en relación con el art.53.3 CE). 
Los principios no dan derechos inmediatos de acciones positivas de las instituciones de 
la UE o de los Estados miembros9. De este redactado, que nos recuerda el art.53.3 CE, 
resulta que los principios no pueden fundar acción ante los órganos jurisdiccionales si 
no existe una normativa de desarrollo y concreción.  
 
De la mera observación del listado de principios y los derechos en la CDFUE, podemos 
alcanzar diversas conclusiones:  
 
- Los Títulos III (Igualdad) y IV (Solidaridad) son los que mayor número de 
principios acumulan en relación al número de preceptos: 4/9 y 9/13 
respectivamente; frente a los que menos principios tienen: Título I (Dignidad): 0/5, 
Título VI (Justicia ): 0/4, Título IV Ciudadanía 1/9; Título II (Libertades): 4/17. 
- Carecen de eficacia entre particulares todos los principios en el caso de que 
exista derecho derivado que los desarrolla y la legislación nacional que lo 
transpone sea claramente contraria10.    
-Todo ello ha llevado a una criticable "jerarquización de los derechos"11, de forma 
que las libertades económicas han terminado relegando a un segundo plano a los 
Derechos sociales12, lo cuál va en contra del principio de indivisibilidad de los 
derechos, que el TEDH ha adoptado como uno de los criterios de interpretación de los 
derechos y libertades del CEDH.   
 
C) Valoración crítica. 
 
- La falta de garantía de contenido esencial de los principios rectores de la política 
social y económica, muchos de ellos derechos económicos sociales o culturales, 
resulta problemática desde la perspectiva del contenido mínimo garantizable de los 
derechos sociales, puesto que el legislador puede dejar de garantizar ese mínimo y se 
carece de acción si no hay una ley de desarrollo.  
 

                                                 
9
 Explicaciones sobre la carta de los derechos fundamentales. Explicación relativa al art.52. DO C 303, 

de 14 de diciembre de 2007  
10

   STJUE 15 enero 2014 Caso Association de médiation sociale contra Union locale des syndicats CGT 
y Otros. Asunto C-176/12. TJCE 2014\6,  
11

 MONEREO PÉREZ, J.L; MONEREO ATIENZA, C. "La Europa de los derechos". Ed. Comares. 2012.   
12

 STJUE 11 diciembre 2007 Caso Viking C-438/05; STJUE 18 diciembre 2007 Caso Laval C-341/05; 
STJUE 3 abril 2008, Ruffert C- 345/06; STJUE 12 junio 2003, Schmidberger C-112/00; STJUE 14 
octubre 2004, Omega, C-36/02; STJUE 15 julio 2010, Comisión c. Alemania, C-271/08 



 

 

 
18 

En efecto al afirmarse la falta de justiciabilidad directa de los derechos sociales 
se ignora el principio según el cual los derechos humanos (todos) tienen un 
contenido obligatorio mínimo.  
 
Así, el art.2.1 PIDESC dispone que "Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la 
asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por 
todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos". 
 
Este precepto, interpretado conforme a la Observación general Nº 3 (1990), del Comité 
de Derechos ESC de la ONU, confirma que los Estados Partes tienen la obligación 
fundamental de asegurar como mínimo la satisfacción de niveles esenciales de cada 
uno de los derechos enunciados en el Pacto. 
 
Así se entiende también en el punto nº 25 de los Principios de Limburg13 sobre la 
aplicación del PIDESC: “Los Estados Partes tienen la obligación, independientemente 
de su nivel de desarrollo económico, de garantizar el respeto de los derechos de 
subsistencia mínima de todas las personas”. 
 
El TEDH asume una función control -muy limitado- de ese mínimo esencial pues 
los Estados gozan de una amplia discreción para adoptar medidas de política 
social adecuadas, porque tienen un conocimiento directo de las necesidades de la 
sociedad y porque por ello están en mejor situación que un tribunal internacional para 
apreciar cuál es el interés público en materia social y económica (STEDH 12 abril 2006, 
Caso Stec y otros c Reino Unido), sin embargo, corresponde al TEDH determinar si 
permanecen dentro de los límites de lo "razonable" (Vid. STEDH 25 octubre 2011, 
Caso Valkov y otros c. Bulgaria (f.91-97), STEDH 27 septiembre 2011, Caso Bah c. 
Reino Unido (f.37 y 50); y STEDH 4 mayo 2010, Caso Schuitemaker c. Holanda). 
 
El carácter razonable de la política social del estado -como sostiene Paulo Pinto- se 
evalúa en términos de proporcionalidad en el sentido que no sólo debe aplicarse 
igualmente a todos los grupos sociales, sino también compensar las desigualdades 
fácticas y prestar especial atención a los más vulnerables de entre ellos14. Por ejemplo, 
una medida de política social será "irrazonable", es decir, desproporcionada, si no 
prevé nada para los más débiles. Por lo tanto, existe un punto de convergencia entre 

                                                 
13

 Los principios de Limburg pueden consultarse en: 
http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/los-principios-de-limburg-sobre-la-
aplicacion-del-pacto-internacional-de-derechos-economicos-sociales-y-culturales-2.pdf 
14

 Véase el caso "sobre determinados aspectos lingüísticos de la educación en Bélgica" (fondo), 23 de 
julio de 1968, p. 34, apartado 10, serie A no. 6 ("ciertas desigualdades de derecho tienden también a 
corregir las desigualdades de hecho"), Stec y otros contra Reino GS (Nº 65731/01, apartados 51, 66, 
TEDH 2006 VI), D.H. y otros contra República Checa, GS (núm. Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos  57325/00, apartados 175, 181-182, TEDH 2007 IV), Oršuš y otros contra Croacia GS, (núm. 
15766/03, apartados 147-148, 182, TEDH 2010), Andrle contra República Checa (núm. 6268/08, 
apartado 48, 17 de febrero de 2011), Oyal contra Turquía (núm. 4864/05, 23 de marzo de 2010). El 
Comité Europeo de derechos sociales ha seguido el mismo razonamiento (Asociación Internacional 
autismo-Europa contra Francia, Reclamación núm. 1320/02, decisión del 4 de noviembre de 2003, 
apartado 53)  
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la aplicación de una política social "razonable" y la obligación de garantizar un 
contenido mínimo de los derechos sociales.  
 
- La división trimembre de los DDFF que hace la Constitución en su Cap. II y III 
del Título I no tiene mucho sentido, y es fruto de una visión sesgada de los DDHH y 
poco compatible con la cláusula del Estado Social. Los principios de indivisibilidad e 
interdependencia de los DDHH, reconocidos a nivel internacional pugnan con una 
concepción degradada de los DESC como la que constitucionalmente se mantiene en 
España y, más recientemente, en la UE. 
 
-Las incoherencias de esta visión generacionista adoptada por nuestra CE tiene 
llamativas consecuencias. 
 
-Así, por ejemplo, en derechos como la Seguridad Social, que son DDHH (art.22 
DUDH, art.9 PIDESC, arts.12-14 CSE, art.34 CDFUE, Convenio nº 102 OIT), y que el 
propio TC ha reconocido como garantías institucionales (STC 206/1997, de 27 de 
noviembre); que gozan de un contenido esencial que el legislador ha de respetar; en 
contradicción con la carencia de contenido esencial que el propio TC ha predicado de 
los principios rectores.  
 
-Tampoco tiene mucho sentido incardinar el derecho de las familias a su protección 
social, económica y jurídica por los poderes públicos (art.39.1CE) como un mero 
principio rector de la política social y económica, cuando en el elenco de derechos de 
los Pactos de DDHH figura como un derecho civil o social (arts.16 y 25.2 DUDH; art.23 
PIDCP, art-10 PIDESC; arts.9,33 y 34.1 CSE, etc.). En este punto, la necesidad de 
conciliar familiar y trabajo ha terminado en nuestro derecho interno por vincular el 
principio rector a la prohibición de discriminación por razón de género. (STC 3/2007, de 
15 de enero, F.6; STC 26/2011, etc.), quizás para dotarle de una protección de la que 
carece como principio rector, y dada su insoslayable importancia.  
 
-Existen, en fin, sonoros e incongruentes contrastes en lo que nuestra CE considera 
"fundamental" y lo que considera meros principios rectores, que serían seguramente 
revisables. Así, se considera fundamental la remuneración suficiente del trabajador 
(art.35.1 CE), pero cuando alcanza la tercera edad, ello se degrada a principio rector 
(art.50.1 CE). Se considera fundamental la protección del trabajador (art.35 CE), 
mientras que si es español migrante, dicha protección se degrada a principio rector 
(art.42 CE). Se considera un deber el trabajo y un derecho su remuneración suficiente 
(art.35 CE), sin embargo la prestación suficiente en caso de desempleo es un mero 
principio rector (art.41 CE).  
 
Todo ello debiera ser considerado en una futura reforma del Texto Constitucional, que 
reclama en muchos de sus pasajes por una adaptación al principio de interdependencia 
e indivisibilidad de los Derechos Humanos universalmente aceptado15.  
 
D) El permiso parental. 

                                                 
15

 PRECIADO DOMÈNECH, C.H. "Teoría General de los Derechos Fundamentales en el contrato de 
Trabajo". Ed. Thomson Reuters-Aranzadi. 2018 
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En el ordenamiento de la Unión Europea la regulación de los permisos parentales 
puede resumirse como sigue:  
 
Derecho originario:  
 
- Art.23 CDFUE que consagra la igualdad entre mujeres y hombres y art.33.2 CDFUE 
Este último dispone que con el fin de poder conciliar vida familiar y vida profesional, 
toda persona tiene derecho a ser protegida contra cualquier despido por una causa 
relacionada con la maternidad, así como el derecho a un permiso pagado por 
maternidad y a un permiso parental con motivo del nacimiento o la adopción de un 
niño.  
- Art. 2 y 3.3 TUE, establecen los principios de no discriminación e igualdad entre 
hombres y mujeres.  
- Arts.8, 10, 19.1 y 153.1i) del TFUE. 
 
Derecho Derivado:  
 
- Directiva 92/1985 de 28 de noviembre relativa a la situación específica de la 
trabajadora embarazada o que haya dado a luz o en período de lactancia. 
- Directiva 2006/54 relativa al principio de igualdad de oportunidades e igualdad  de 
trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación; Directiva 2010/41, 
sobre la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que 
ejercen una actividad autónoma. 
 
- Los permisos parentales se regularon sucesivamente en la directiva 96/34, 
posteriormente en la Directiva 2010/2018 y, en la actualidad, por la Directiva 
2019/1158 de 20 de junio de 2019 relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida 
profesional de los progenitores y los cuidadores.  
 
La actual Directiva 2019/1158 asume la perspectiva de la corresponsabilidad y, por 
tanto, de género, y tiene en cuenta los derechos del niño en relación con el permiso 
parental, así en el punto 6 de la Exposición de motivos donde se dice que "Las políticas 
de conciliación de la vida familiar y la vida profesional deben contribuir a lograr la 
igualdad de género promoviendo la participación de las mujeres en el mercado laboral, 
el reparto igualitario de las responsabilidades en el cuidado de familiares entre hombres 
y mujeres y la eliminación de las desigualdades de género en materia de ingresos y 
salarios. Estas políticas deben tener en cuenta los cambios demográficos, incluidos los 
efectos del envejecimiento de la población".  
 
En su art.4 dispone que "Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias 
para garantizar que cada trabajador tenga un derecho individual a disfrutar de un 
permiso parental de cuatro meses que debe disfrutarse antes de que el hijo alcance 
una determinada edad, como máximo ocho años, que se especificará por cada Estado 
miembro o por los convenios colectivos". 
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En cuanto a la doctrina del TJUE sobre el permiso parental, prescindiendo de los 
antecedentes en que se disgregan conciliación y discriminación por razón de género16, 
merece especial mención la STJUE 30 septiembre 2010, Caso Roca Álvarez c. 
España, Asunto C-104/09, en que el TJUE parece que empieza a prestar atención a 
las cuestiones del rol de cuidado y la conciliación desde una perspectiva de 
género. En esta sentencia, respecto del permiso de lactancia regulado en el art.37.4 
del ET entonces vigentes, concluye que dicho precepto es discriminatorio por razón de 
género, en tanto que prevé que las mujeres, madres de un niño y que tengan la 
condición de trabajadoras por cuenta ajena, pueden disfrutar de un permiso, según 
varias modalidades, durante los nueve primeros meses siguientes al nacimiento de ese 
hijo, en tanto que los hombres, padres de un niño y que tengan la condición de 
trabajadores por cuenta ajena, sólo pueden disfrutar del citado permiso cuando la 
madre de ese niño también tiene la condición de trabajadora por cuenta ajena. En esta 
línea de vincular los permisos parentales y la conciliación con la igualdad de género, 
parece discurrir la más reciente doctrina del TJUE, por ejemplo, la STJUE de 8 mayo 
2019, Caso Re y Praxair MRC Sas, Asunto C-486/1817. 
 
En el ordenamiento español, el permiso de paternidad fue introducido por la DA 11.11 
de la LO 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, que introdujo el 
art.48bis en el RDL 1/1995 (ET), que establecía, en el primero de sus párrafos: "En los 
supuestos de nacimiento de hijo, adopción o acogimiento de acuerdo con el artículo 
45.1.d) de esta Ley, el trabajador tendrá derecho a la suspensión del contrato durante 
trece días ininterrumpidos, ampliables en el supuesto de parto, adopción o acogimiento 
múltiples en dos días más por cada hijo a partir del segundo. Esta suspensión es 
independiente del disfrute compartido de los periodos de descanso por maternidad 
regulados en el artículo 48.4". 
 
El permiso de paternidad pasó de 13 días a 4 semanas, por la modificación introducida 
en el art.48bis ET por la Ley 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación de la duración del 
permiso de paternidad en los casos de nacimiento, adopción o acogida. 
 

                                                 
16

 BALLESTER PASTOR, MªA. "Conciliación y corresponsabilidad en la Unión Europea", en "CABEZA 
PEREIRO, J. "Conciliación de la vida familiar y laboral y corresponsabilidad entre sexos". Ed. Tiran 
Monografías nº 747. p. 17 y ss.   
17

 En el mismo se concluye que : 1)      La cláusula 2, apartado 6 y, del Acuerdo Marco sobre 
el permiso parental, celebrado el 14 de diciembre de 1995, que figura en anexo a la Directiva 96/34/CE 
del Consejo, de 3 de junio de 1996, relativa al Acuerdo Marco sobre el permiso parental celebrado por la 
UNICE, el CEEP y la CES, en su versión modificada por la Directiva 97/75/CE del Consejo, de 15 de 
diciembre de 1997, debe interpretarse en el sentido de que se opone a que, cuando se despide a un 
trabajador contratado por tiempo indefinido y a tiempo completo mientras disfruta de 
un permiso parental a tiempo parcial, la indemnización por despido y el subsidio por permiso de 
recolocación que se han abonar a dicho trabajador se fijen, al menos parcialmente, sobre la base de la 
retribución, de menor importe, que percibe cuando el despido tiene lugar. 
2)      El artículo 157 TFUE debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa como la 
controvertida en el litigio principal, que establece que, cuando se despide a un trabajador contratado por 
tiempo indefinido y a tiempo completo mientras disfruta de un permiso parental a tiempo parcial, dicho 
trabajador percibe una indemnización por despido y un subsidio por permiso de recolocación fijado, al 
menos parcialmente, sobre la base de la retribución, de menor importe, que percibe cuando el despido 
tiene lugar, en una situación en la que un número considerablemente mayor de mujeres que de hombres 
deciden disfrutar de un permiso parental a tiempo parcial y cuando la diferencia de trato que de ello 
resulta no puede explicarse por factores objetivamente justificados y ajenos a toda discriminación por 
razón de sexo. 
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El RDL 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprobó el vigente TRET, contempló el 
permiso de paternidad en su art.48.7, con idéntica duración de 4 semanas. 
 
La DF 38ª de la Ley 6/2018, de 3 de julio de presupuestos generales del Estado para 
2018, que amplió a cinco semanas la duración del permiso por paternidad, durante el 
cual se percibe el correlativo subsidio de paternidad, actualmente regulado en los 
artículos 183 a 185 del vigente texto refundido de la Ley general de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 
 
Para concluir, el citado art.48.7 TRET fue finalmente modificado, con efectos de 1 de 
abril de 2019, por el art. 2.12 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, equiparando 
el permiso de paternidad y el de maternidad18, y convirtiéndolos en un solo permiso 
parental de idéntica duración: 16 semanas, en aras del cumplimiento del principio de 
corresponsabilidad.  
 
En efecto, en su Exposición de motivos, el citado RD-Ley lo justifica diciendo: 
 
"Los artículos 2 y 3 del presente real decreto-ley equiparan, en sus respectivos ámbitos 
de aplicación, la duración de los permisos por nacimiento de hijo o hija de ambos 
progenitores. Esta equiparación responde a la existencia de una clara voluntad y 
demanda social. Los poderes públicos no pueden desatender esta demanda que, por 
otro lado, es una exigencia derivada de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución; de los 
artículos 2 y 3.2 del Tratado de la Unión Europea; y de los artículos 21 y 23 de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. De esta forma se da un paso 
importante en la consecución de la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres, en 
la promoción de la conciliación de la vida personal y familiar, y en el principio de 
corresponsabilidad entre ambos progenitores, elementos ambos esenciales para el 
cumplimiento del principio de igualdad de trato y de oportunidades entre hombres y 
mujeres en todos los ámbitos. Esta equiparación se lleva a cabo de forma progresiva, 
en los términos previstos en las disposiciones transitorias del Estatuto de los 
Trabajadores y del Estatuto Básico del Empleado Público introducidas por este real 
decreto-ley”. 
 
Esta evolución hacia la corresponsabilidad supone la equiparación de los períodos 
de suspensión de contrato de trabajo por razón de nacimiento o adopción, con lo que 
se pretende alterar la asignación tradicional de los roles, que impone a las mujeres el 
rol de cuidados, y ahonda de esa forma en la brecha salarial y la pérdida de 
oportunidades de promoción profesional. 
 
Sin embargo, dicho principio de corresponsabilidad no se ha implantado pacíficamente, 
sino que la controversia ha seguido hasta fechas bien recientes. 
 
Muestra de esta afirmación es la  STC 111/2018, de 17 de diciembre de 2018 (a la 
que siguieron las STC 117/2018, de 29 de octubre, STC 138/2018, de 17 de 
diciembre y STC 2/2019, de 14 de enero) en las que en sede de recurso de amparo 
se discute el derecho de un padre biológico, trabajador por cuenta ajena (incluido por 
ello en el régimen general de la seguridad social), a percibir el subsidio por paternidad 

                                                 
18

 Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la 
disposición transitoria decimotercera de la presente norma, añadida por el art. 2.18 del citado Real 
Decreto-ley 6/2019. 
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con la misma extensión y duración que la establecida legalmente para el subsidio por 
maternidad (dieciséis semanas), bajo. En todas ellas se cuestiona la constitucionalidad 
del art.48bis ET y los artículos 133 octies a 133 decies de la LGSS, por conceder un 
permiso de paternidad de titularidad exclusiva del padre de 13 días de duración frente a 
la suspensión por maternidad de 16 semanas. Al entender de los recurrentes en 
amparo en uno de dichos recursos (Plataforma por permisos iguales e intransferibles 
de nacimiento y adopción (PPiiNA), la diferencia de trato suponía una discriminación 
por razón de sexo, en relación con la garantía de la protección de la familia.  
 
La mayoría del TC justifica dicha diferencia de trato porque, en síntesis, entiende que 
embarazo y lactancia son circunstancias asociadas indefectiblemente a las mujeres, 
que las perjudican en su dimensión de trabajadoras, y que tal desventaja debe 
encontrar compensación a través una serie de garantías previstas específicamente 
para las mujeres. 
 
Sin embargo, el Voto Particular formulado por la Magistrada María Luisa Balaguer 
Callejón, incide a mi entender con mayor acierto desde la perspectiva de la 
corresponsabilidad, que pretende un reparto igualitario de las tareas de cuidado 
y que exige, en el plano de los permisos por parentalidad una atribución igual de 
los tiempos de suspensión del contrato entre hombres y mujeres, pues lo 
contrario supone perpetuar el rol de cuidado asignado tradicionalmente por la 
estructura social patriarcal a la mujer. 
 
Como bien apunta la magistrada (F. 3 de su voto particular), "... el TC ha perdido la 
ocasión de explicar por qué las medidas de protección de la parentalidad, cuando se 
asocian exclusivamente o con una naturaleza reforzada a las mujeres, si bien pueden 
suponer una garantía relativa para quienes ya están en el mercado laboral, sin duda se 
erigen como una clara barrera de entrada frente a quienes están fuera y un obstáculo a 
la promoción de quienes están dentro, porque generan un efecto de desincentivo en 
quien contrata que solo afecta a las mujeres, y que, por tanto, incide en la perpetuación 
de la discriminación laboral. 
Desaprovecha la Sala, por tanto, la ocasión de diferenciar, de forma clara, entre los 
objetivos y finalidades con proyección constitucional asociados a las medidas de 
protección del hecho biológico de la maternidad —en conexión con los artículos 
15 y 43 CE—, y las finalidades, con igual cabida constitucional, asociadas tanto a la 
garantía de igualdad de trato en el mercado laboral —artículos 14 y 35.1 CE—, como al 
desarrollo de medidas de conciliación de la vida laboral y personal —artículo 18 CE—, 
que deben ser proyectadas, sin ninguna diferencia, a los hombres y a las mujeres que 
tienen descendencia, a riesgo de convertirse, de no ser así, en medidas generadoras 
de discriminación indirecta." 
 
En efecto, la mayoría asigna de forma un tanto sesgada un único fin al permiso de 
maternidad (16 semanas): la protección del hecho biológico de la maternidad, y la salud 
de la mujer (arts.15 y 43 CE); mientras que al permiso de paternidad (13 días) se le 
asigna por la mayoría del TC la finalidad  de favorecer la conciliación de la vida 
personal, laboral y familiar. En esta diferencia de fines se justificaría la distinta duración 
de ambos permisos. 
 
Tan endeble es el argumento seguido por la mayoría del TC, que se derrumba ante el 
leve soplo de siguiente cuestión: ¿si la madre está recuperando su salud durante las 16 



 

 

 
24 

semanas, entonces quién cuida del niño/a durante ese tiempo? Pregunta del todo 
pertinente si tenemos en cuenta que el padre sólo lo cuida 13 días.  
 
Como acertadamente concluye el voto particular "Ni la finalidad exclusiva del permiso 
de maternidad es la recuperación física de la madre, ni la finalidad del de paternidad es 
(solo) la conciliación, sino la garantía de la igualdad en el acceso, promoción y 
desarrollo de la actividad laboral de hombres y mujeres. Y es que no se trata 
únicamente de asegurar al padre el disfrute de “su” derecho a conciliar la vida laboral y 
el cuidado de sus hijos, sino de repartir entre el padre y la madre el coste laboral 
que la decisión de tener descendencia tiene en las personas, de modo tal que 
dicha decisión impacte por igual, en el sentido que sea (positivo o negativo) tanto en 
el hombre como en la mujer." 
 
Para concluir, y en esto tiene una incidencia obvia el caso Konstantin Markin, el TC 
en el grupo de sentencias que comentamos, perdió la ocasión de vincular los 
permisos que buscan la conciliación personal, familiar y laboral, con el disfrute 
del derecho a la vida familiar (art. 8 CEDH), derecho del que son titulares los 
progenitores pero también, sobre todo, los niños y las niñas. Los hijos y las hijas, 
sobre todo, en franjas de edad muy baja, no son responsabilidad preferente de su 
madre, ni el vínculo con ella merece un mayor grado de protección que el vínculo 
paternofilial. Esta consideración, implícita en la Sentencia, consolida una división de 
roles en el cuidado que puede y debe ser revisada, para adaptarla a una visión más 
actual y coherente con el artículo 9.2 CE, de lo que es la igualdad material entre los 
sexo. Así lo expresa el voto particular de la Magistrada María Luisa Balaguer (f.7), a la 
STC 138/2018, que no podemos sino compartir.  
 
Precisamente la sentencia Konstantin Markin fue alegada por los recurrentes en 
amparo en la STC 2/2019, de 14 de enero, sin éxito  porque la infracción del  artículo 
18 CE no fue alegada en la vía judicial, por lo que incurriría bien en óbice de falta de 
invocación previa [art. 44.1 c) LOTC bien en óbice de falta de agotamiento de la vía 
judicial [art. 44.1 a) LOTC]. 
 
De esta forma, se perdió la ocasión de vincular la faceta social del permiso 
parental (art.27.2 CSE) a su faceta civil (art.8 CEDH), que en nuestro derecho interno 
pasaría por el art.18 en relación con el art.39 CE.  
 
Afortunadamente, el RDL 6/2019 vino a corregir este desenfoque de la cuestión, 
optando por la perspectiva de la corresponsabilidad como guía para la equiparación 
entre los permisos de ambos progenitores dirigidos no solo al cuidado de la salud (en el 
caso de la madre) y a la conciliación (en ambos casos), sino a una distribución 
equitativa de los roles de cuidado que hace que, en definitiva quien decide contratar a 
una persona no opte por un hombre para evitar los costes de los permisos más largos 
de maternidad que los de paternidad, en la línea que se sigue por  la nueva  Directiva 
2019/1158. 
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ARTÍCULOS 

 

Cese del trabajador interino: La cuestión 
¿Acabada? de la indemnización 

 
Fernando Cabeza Lefler. 

Magistrado, Juzgado de lo social 3 de Pontevedra. 

 

 

La cuestión objeto de comentarios 

admitiría diversos títulos y a buen 

seguro, muchísimas y mejores 

reflexiones que las que quiero trasladar 

con estas letras, que resumen la 

pequeña zozobra a la que me enfrento 

cuando en demanda y por utilizar las 

mismas palabras de una de ellas se 

solicita “el abono de la indemnización 

por la extinción de su contrato, 

alegando como apoyo de esta petición 

la sentencia del T.J.U.E. de 14 de 

septiembre de 2016 que entiende  

 

La relación laboral del personal de la 

administración pública cuenta con 

particularidades que hacen que la 

conflictividad con el empleador aumente 

en circunstancias distintas del contrato, 

como la que nos ocupa en el momento 

de su finalización, complejidad a la que 

contribuye sin duda el propio 

tratamiento dado por el Tribunal de 

Justicia Europeo y nuestros tribunales, 

pudiendo atribuir a esa primera 

sentencia un “efecto llamada” de modo 

que lo que suponía una interpretación 

“confusa” vamos a decir dada por el 

Tribunal, se convirtió en una excelente 

oportunidad para mantener 

reclamaciones similares, aumentando la 

litigiosidad y provocando ciertas dudas 

en torno a esa decisión, aceptándose la 

obligatoriedad y carácter vinculante de 

su doctrina, que algún periodista califico 

como “una bomba de relojería para 

todas las normativas europeas. No deja 

de resultar extraño que además esa 

interpretación fuera poco después 

desautorizada por el propio presidente 

del Tribunal Sr. Lenaerts que pareció 

asumir que se habían equivocado y que 

afirmó meses después en una visita a 

España que “esta historia no ha 

terminado”. Esa consecuencia 

provocada por una determinada línea 

de interpretación cuenta en ocasiones 

con particularismos locales que hacen 

que en determinado ámbito territorial, se 

sucedan demandas con base en una 

sentencia, asistiendo actualmente en 

Galicia a un fenómeno parecido con 

ocasión de una sentencia que mantiene 

que un trabajador con contrato temporal 

fraudulento que ha superado un 

proceso selectivo adquiera la condición 

no de indefinido, sino fijo, alterando con 

ello la doctrina tradicional en la materia.  
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Pero volviendo a nuestro tema, la parte 

dispositiva de la sentencia del T.J.U.E. 

señala, en lo que aquí interesa, que la 

cláusula 4 del Acuerdo marco sobre el 

trabajo de duración determinada, que 

figura en el anexo de la Directiva 

1999/70, debe interpretarse en el 

sentido de que se opone a una 

normativa nacional, como la 

controvertida en el litigio principal, que 

deniega cualquier indemnización por 

finalización de contrato al trabajador con 

contrato de interinidad, mientras que 

permite la concesión de tal 

indemnización, en particular, a los 

trabajadores fijos comparables. El mero 

hecho de que este trabajador haya 

prestado sus servicios en virtud de un 

contrato de interinidad no puede 

constituir una razón objetiva que 

permita justificar la negativa a que dicho 

trabajador tenga derecho a la 

mencionada indemnización.  

 

Con posterioridad, se han dictado dos 

sentencias por la Gran Sala del T.J.U.E. 

ambas de 5 de junio de 2018 en los 

asuntos C-574/16 (Moreira Gómez) y C-

677/16 (Montero Mateos), que 

contienen una rectificación de la 

indicada doctrina, solventado con ello 

algunos de los problemas que se 

derivaban, en palabras de la sentencia 

del T.S.J. de Castilla-La Macha de 31 

de octubre de 2018, de la “imperfecta 

comprensión del derecho español del 

que adolecía el pronunciamiento inicial”. 

En las dos sentencias del T.J.U.E. se 

realizan similares consideraciones, para 

concluir que la terminación de un 

contrato de trabajo temporal, cuya 

suscripción se produjo en base a 

circunstancias que condicionaban su 

duración, conocidas desde el inicio, no 

puede asimilarse a la terminación de 

una relación laboral por causas 

objetivas, que por su carácter 

sobrevenido no pueden ser previstas al 

comienzo, y que cabe aplicar, por cierto, 

tanto a relaciones laborales indefinidas 

como temporales. En particular, en el 

caso C-574/16 (Moreira Gómez), 

relativo a un contrato de relevo, se 

indica que se deduce de la definición 

del concepto de “contrato de duración 

determinada” que figura en la cláusula 

3, apartado 1, del Acuerdo Marco que 

un contrato de este tipo deja de producir 

efectos para el futuro cuando vence el 

término que se le ha asignado, 

pudiendo constituir dicho término la 

finalización de una tarea determinada, 

una fecha precisa o, como en el caso de 

autos, el advenimiento de un 

acontecimiento concreto. De este modo, 

las partes de un contrato de trabajo 

temporal conocen, desde el momento 

de su celebración, la fecha o el 

acontecimiento que determinan su 

término. Este término limita la duración 

de la relación laboral, sin que las partes 

deban manifestar su voluntad a este 

respecto tras la conclusión de dicho 

contrato. En cambio, la extinción de un 

contrato fijo por una de las causas 

recogidas en el artículo 52 del Estatuto 

de los Trabajadores, a iniciativa del 

empresario, resulta del advenimiento de 

circunstancias que no estaban previstas 

en el momento de su celebración y que 

ponen en tela de juicio el desarrollo 

normal de la relación laboral. Concluye 

la sentencia afirmando que en estas 

circunstancias, cabe considerar que el 

objeto específico de las 

indemnizaciones previstas en el artículo 
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49, apartado 1, letra c), y en el artículo 

53, apartado 1, letra b), del Estatuto de 

los Trabajadores, respectivamente, 

cuyo abono forma parte de contextos 

fundamentalmente diferentes, 

constituye una razón objetiva que 

justifica la diferencia de trato 

controvertida, aspirando la 

indemnización de 20 días prevista en el 

artículo 53 del E.T. a compensar el 

carácter imprevisto de la ruptura de la 

relación de trabajo por una causa de 

esta índole, y, por lo tanto, la frustración 

de las expectativas legítimas que el 

trabajador podría albergar, en la fecha 

en que se produce la ruptura, en lo que 

respecta a la estabilidad de dicha 

relación. Entiende así el T.J.U.E. que la 

filosofía de la contratación temporal que 

permite una diferencia de trato 

indemnizatorio con la contratación fija 

tiene como elemento nuclear las 

expectativas legítimas del trabajador. La 

misma causa objetiva que puede dar 

lugar a la extinción indemnizada del 

contrato de trabajo puede contemplarse 

previamente en el momento de la 

contratación como causa de 

temporalidad y de esa forma evitar el 

pago de la indemnización cuando la 

misma concurre y provoca la extinción 

del contrato. Pero se entiende que la 

diferencia de trato indemnizatorio, aun 

así, se encuentra justificada en base a 

que en tal caso el trabajador temporal 

ya conoce de antemano que tal 

extinción se va a producir con un nivel 

de certeza suficiente y por ello no verá 

frustradas sus inexistentes expectativas 

de continuidad en el empleo, mientras 

que en el caso de los trabajadores fijos, 

la falta de predeterminación y certeza 

de la causa extintiva, que viene a 

alegarse de forma sobrevenida por el 

empresario a lo largo de la relación 

laboral, sí produce la frustración de las 

expectativas de continuidad en el 

empleo y es dicha frustración de 

expectativas lo que resulta 

indemnizable en el caso del despido por 

causas objetivas.  

 

La diferencia que justifica la diferente 

indemnización entre los contratos 

temporales y los fijos ante la extinción 

por razones objetivas es que las partes 

de un contrato de trabajo temporal 

conocen, desde el momento de su 

celebración, la fecha o el 

acontecimiento que determinan su 

término y este término limita la duración 

de la relación laboral, sin que las partes 

deban manifestar su voluntad a este 

respecto tras la conclusión de dicho 

contrato. Por el contrario, la extinción de 

un contrato fijo por una de las causas 

previstas en el artículo 52 del Estatuto 

de los Trabajadores, a iniciativa del 

empresario, tiene lugar al producirse 

circunstancias, que no estaban 

previstas en el momento de su 

celebración y que suponen un cambio 

radical en el desarrollo normal de la 

relación laboral. Por ello la 

indemnización tiene por finalidad 

“compensar el carácter imprevisto de la 

ruptura de la relación de trabajo por una 

causa de esta índole, y, por lo tanto, la 

frustración de las expectativas legítimas 

que el trabajador podría albergar, en la 

fecha en que se produce la ruptura, en 

lo que respecta a la estabilidad de dicha 

relación”. 

Existe sin embargo, una diferencia 

sustancial entre ambas sentencias, 
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pues mientras que en la sentencia 

Moreira que examina el contrato de 

relevo, la diferencia queda justificada, 

dado que la extinción se produce en 

una fecha concreta prevista desde el 

inicio de la contratación, en la sentencia 

Montero, el contrato litigioso es de 

interinidad por vacante, en el que la 

trabajadora no podía conocer, en el 

momento en que se celebró su contrato 

de interinidad, la fecha exacta en que se 

proveería con carácter definitivo el 

puesto que ocupaba en virtud de dicho 

contrato, ni saber que tendría una 

duración inusualmente larga. Así y 

como expresa el parágrafo 64 de esta 

segunda resolución, pese a que dicho 

contrato finalizó por la causa prevista en 

el momento de su celebración, el 

órgano judicial que conoce del caso 

debe examinar si, habida cuenta de la 

imprevisibilidad de la finalización del 

contrato y de su duración, inusualmente 

larga, ha lugar a recalificarlo como 

contrato fijo. Con gran acierto, la 

sentencia del T.S.J. de Castilla y León -

Valladolid- de 29 de octubre de 2018 

resume estas consideraciones, 

afirmando que en la nueva 

jurisprudencia del T.J.U.E. dimanante 

de las sentencias Moreira y Montero el 

elemento nuclear y determinante a 

efectos indemnizatorios es la 

expectativa del trabajador valorada en 

el momento de la ruptura del contrato. 

Si en el momento de la ruptura del 

vínculo laboral la apreciación de la 

causa no es suficiente determinada o 

resulta sorpresiva, en ese caso la 

diferencia de trato indemnizatoria no 

estará justificada. Esto ocurre en 

particular cuando la causa de 

finalización del contrato pactada no 

permite conocer la fecha en la que la 

misma se producirá y a esta 

imprevisibilidad ab initio de la 

finalización del contrato se añade una 

duración inusualmente larga. Citada 

resolución trata de perfilar y de llenar de 

contenido los conceptos de 

IMPREVISIBILIDAD y DURACION 

INUSUALMEMTE LARGA, que son los 

elementos que justificaran el tipo de 

respuesta que se dé a cada caso en 

concreto, poniendo de manifiesto que la 

mera referencia a la cobertura de la 

plaza que se hizo en el momento de la 

contratación es totalmente insuficiente 

para que la trabajadora pudiera conocer 

la fecha en que el contrato llegaría a su 

fin, por lo que termina por afirmar que 

no aparece un elemento adicional que 

permitiera inducir con el nivel mínimo de 

certeza exigible la fecha en la que tal 

acontecimiento se produciría. Para el 

caso de que se cumpla este primer 

presupuesto, el siguiente paso es 

concretar el aspecto de la duración, 

señalando esta resolución que lo idóneo 

sería que tal límite estuviera fijado de 

manera objetiva en la legislación 

vigente, pero al no ser así corresponde 

a los órganos judiciales fijarlo por vía 

interpretativa, ofreciendo varias 

alternativas y rechazando en primer 

lugar atender a la realidad social, 

determinando estadísticamente cuál es 

la duración habitual de los contratos 

temporales, pues podría dar lugar a 

resultados muy disímiles por territorios o 

sectores, buscando la solución en las 

normas jurídicas que regulan la 

contratación temporal en España, para, 

a partir de dicho parámetro, poder 

delimitar las situaciones de duración 

patológicamente larga. Siguiendo esta 

línea la Sala encuentra dos posibles 

criterios: El primero parte de la propia  
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Directiva, dado que en la cláusula 

quinta mandata a los Estados para que 

establezcan medidas destinadas a 

evitar la utilización abusiva y, entre 

ellas, prevé que se pueda fijar la 

duración máxima total de los sucesivos 

contratos de trabajo o relaciones 

laborales de duración determinada. En 

la misma cláusula delega en los 

Estados miembros la fijación de lo que 

debe considerarse sucesivos. Ese 

mandato se cumplió en el derecho 

español inicialmente por el R.D. Ley 

5/2006, que estableció en el artículo 15 

del E.T. un límite a la temporalidad, 

cuando existen dos o más contratos 

temporales del mismo trabajador y para 

el mismo puesto de trabajo, de 

veinticuatro meses de duración 

acumulada en un periodo de treinta 

meses consecutivos. Es cierto que 

dicha norma se aplica únicamente a la 

duración acumulada de dos o más 

contratos temporales, pero nos da la 

pauta de cuál es la duración que el 

legislador considera el límite de lo 

admisible como normal: veinticuatro 

meses. El segundo criterio acudiría a lo 

que son las decisiones del legislador en 

normas antecedentes y actuales, 

citando varias normas para extraer la 

conclusión de que el límite máximo que 

siempre ha considerado el legislador 

como admisible y normal para los 

contratos temporales es el de los tres 

años. 

 

En base a estas consideraciones, 

existen, como ya se anticipó, sentencias 

de signo diferente, atendiendo a las 

circunstancias concretas de la relación 

laboral, y algunas como la mencionada 

en primer lugar y con estimación del 

recurso de suplicación de la 

demandada, mantiene que todos los 

contratos suscritos que en el supuesto 

examinado eran eventuales, están 

sujetos legalmente a plazo determinado 

previamente, de modo que el trabajador 

afectado conoce, desde el mismo 

momento de su celebración, la fecha 

concreta de extinción del mismo, no 

existiendo por tanto razón alguna para 

asignar a esa terminación una 

indemnización superior, rechazando, 

con una doctrina similar, la sentencia 

del T.S.J. de la Rioja de 15 de octubre 

de 2018 la petición en un caso de 

contrato de relevo. Por su parte, la de la 

Sala de Valladolid examinada, en un 

supuesto de contrato de interinidad por 

vacante, con duración de más de siete 

años, mantiene la indemnización de 20 

días concedida en la instancia y 

desestima el recurso de la entidad 

empleadora y para un caso similar de 

contrato de interinidad de más de cuatro 

años de duración, el T.S.J. de Cantabria 

en sentencia de 23 de noviembre de 

2018, estima el recurso y concede la 

indemnización reclamada, utilizando 

esos mismos parámetros de 

previsibilidad y permanencia de la 

relación laboral, mismo sentido que se 

mantiene en la sentencia del T.S.J. de 

Madrid de 26 de octubre de 2018 y en 

otras más recientes como la del T.S.J. 

de Cantabria de 18 de enero de 2019.  

 

El ¿ultimo? Capítulo de esta novela 

jurídica es la sentencia del T.S. de 13 

de marzo de 2019 dictada por el 

PLENO que tiene su antecedente en el 

planteamiento por el propio Tribunal de 
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una nueva cuestión prejudicial ante el 

T.J.U.E. mediante auto de 25 de 

octubre de 2017, dictándose sentencia 

el 21 de noviembre de 2018, existiendo 

por lo tanto un tercer pronunciamiento al 

respecto del que cabe destacar la 

primera de sus conclusiones, en la que 

se señala lo siguiente: la cláusula 4, 

apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el 

trabajo de duración determinada, 

celebrado el 18 de marzo de 1999, que 

figura en el anexo de la Directiva 

1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio 

de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la 

CES, la UNICE y el CEEP sobre el 

trabajo de duración determinada, debe 

interpretarse en el sentido de que no se 

opone a una normativa nacional que no 

prevé el abono de indemnización alguna 

a los trabajadores con contratos de 

duración determinada celebrados para 

sustituir a un trabajador con derecho a 

reserva del puesto de trabajo, como el 

contrato de interinidad de que se trata 

en el litigio principal, al vencer el 

término por el que estos contratos se 

celebraron, mientras que se concede 

indemnización a los trabajadores fijos 

con motivo de la extinción de su 

contrato de trabajo por una causa 

objetiva. Igualmente y como subraya el 

T.S. la sentencia que da respuesta a su 

cuestión prejudicial reitera lo que ya se 

razonaba en la sentencia del asunto 

Montero Mateos, en el sentido de que la 

finalización del contrato de interinidad 

debida a la reincorporación de la 

trabajadora sustituida se produce en un 

contexto sensiblemente diferente, desde 

los puntos de vista factico y jurídico, de 

aquel en el que el contrato de trabajo de 

un trabajador fijo se extingue debido a 

la concurrencia de una de las causas 

previstas en el artículo 52 del Estatuto 

de los trabajadores, afirmando que el 

Tribunal de la Unión reconduce la 

cuestión y niega que quepa considerar 

contraria a la Directiva la norma que 

permite que la extinción regular del 

contrato de trabajo de interinidad no dé 

lugar a la indemnización que se otorga 

a los despidos por causas objetivas. 

Añade el T.S. que aun cuando ni 

siquiera se planteaba en el litigio, el 

pronunciamiento de la sentencia 

recurrida nos obliga a considerar 

necesario precisar que el rechazo a la 

solución adoptada por la Sala de 

suplicación debe ser completo, en el 

sentido de negar que quepa otorgar 

indemnización alguna por el cese 

regular del contrato de interinidad, no 

sólo la que calcula la sentencia con 

arreglo a los 20 días del despido 

objetivo, sino, incluso, con arreglo a los 

12 días que el  art. 49.1 c) del E.T.  fija 

para los contratos para obra o servicio y 

acumulación de tareas, para a 

continuación justificar que la distinta 

solución de nuestra norma legal 

obedece a la voluntad del legislador de 

destacar una situación no idéntica a las 

otras dos modalidades contractuales, 

puesto que en el caso de la interinidad 

por sustitución el puesto de trabajo está 

cubierto por otro/a trabajador/a con 

derecho a reserva de trabajo. Además, 

dicho puesto no desaparece con el cese 

de la trabajador/a interino/a y el recurso 

a la temporalidad halla su motivación en 

esa concreta y peculiar característica 

que, a su vez, implica un modo de 

garantizar el derecho al trabajo de la 

persona sustituida (artículo 35.1 CE). 

Nada de ello no concurre en las otras 

modalidades del artículo 15.1 ET.  
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Sin embargo, citada resolución no da 

valor a esos dos parámetros apuntados, 

teniendo en cuenta además que en 

muchos casos, la duración de un 

contrato de interinidad sí es 

“inusualmente largo” temporalidad pues 

patológica que viene lastrando la 

contratación por la administración 

pública. A esta doctrina alude con su 

particular acierto el Voto Particular de 

Don Fernando Salinas, defendiendo esa 

solución en el caso sometido a examen, 

expresando que no se planteó en la 

cuestión prejudicial formulada por esta 

Sala IV ni, por ende, se resuelve en la  

STJE de 21 de noviembre de 2018 sí, 

en un supuesto como el ahora 

enjuiciado, en que el contrato de 

interinidad por sustitución, formalmente 

valido y con extinción al reingreso de la 

persona sustituida, el que alcanzó una 

duración de 7 años, 1 mes y 13 días (e 

incluso hipotéticamente pudiera haber 

tenido una mayor duración de no haber 

concurrido la situación de crisis 

económica, plasmada en el RDL 

20/2012, que provocó la revocación de 

la dispensa de trabajo de la trabajadora 

sustituida), podría comportar que dicho 

contrato temporal, por su duración 

inusualmente larga y habida cuenta de 

la imprevisibilidad de su duración, 

debería dar lugar a recalificarlo como 

contrato fijo.  

 

Y precisamente con apoyo en estas 

circunstancias, son varias las 

sentencias posteriores a esta del T.S. 

en mi Juzgado una de fecha 11 de abril 

de 2019 pendiente de resolver el 

recurso de suplicación interpuesto por 

CORREOS, que siguen concediendo la 

indemnización de 20 días, para los 

casos de interinidad por vacante en los 

que concurren estas circunstancias y 

que el voto particular extiende por 

analogía también a los casos de 

interinidad por sustitución,  lo que nos 

permite mantener, más de un año 

después, la actualidad de esas palabras 

del presidente del T.J.U.E. pareciendo 

que ese final todavía no ha llegado.  
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I.- A modo de introducción. 
 
Ahora mismo, ante la incomprensible pasividad del legislador nacional en afrontar su 
imprescindible reforma en la norma interna de transposición (el actual art. 51 ET), la 
delimitación del concepto de “despido colectivo” y de su ámbito de aplicación sigue 
presentando varias cuestiones que –en mi opinión- no pueden darse por cerradas: la 
distinta exigencia causal (nuestras “causas empresariales” frente a “los motivos no 
inherentes a la personal del trabajador”), la diferente unidad física de referencia para el 
cálculo del umbral numérico (“empresa” frente a “centro de trabajo”), y en la distinción 
entre “despidos” y “extinciones asimiladas” a efectos de cómputo del umbral numérico 
del despido colectivo. 
 
Y es que la institución del despido colectivo en España, en los últimos años, además de 
la profunda reforma operada mediante la Ley 3/2012 de Reforma Laboral, ha recibido el 
impacto de diversos pronunciamientos del TJUE que están condicionando 
notablemente su conceptuación y su ámbito o “perímetro” de aplicación. A 
consecuencia de ello, el art. 51 ET, como norma de transposición de la Directiva 98/59, 
“relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros que se 
refieren a los despidos colectivos” y a pesar de aquella reforma, sigue presentando 
notables disimilitudes respecto al “mandato normativo mínimo” que supone la Directiva. 
 
Al hilo de una ponencia presentada en un reciente curso organizado por el CGPJ, me 
propongo analizar estas disimilitudes, si bien antes identificaré el que, entiendo, es 
origen de la mayoría de las mismas. 
 
 

II El origen del problema: el doble mandato integrado en el art. 51 ET.  
 
Sin duda, la principal causa de estas disimilitudes radica en el origen  histórico del art. 
51 ET que, en su versión inicial del año 1980 –seis años antes del ingreso de España  
en la Comunidad Europea- tuvo más presente los mandatos recogidos en el Convenio 
nº 158 OIT (en cuanto a la exigencia de “causa empresarial justa” para el despido, 
necesidad de autorización previa, posibilidad de impugnación y derecho a la 
indemnización), que no las más tenues obligaciones establecidas en la –entonces- 
Directiva 75/129 relativa a los despidos colectivos, limitadas a las obligaciones de 
información y consulta con la representación de los trabajadores.  
 
A estos mandatos transpositivos derivados del Convenio 158 OIT, integrados ya en su 
versión inicial (lo que permitió la ratificación de dicho Convenio en 1982), el legislador 
se ha ido “aproximando” –con mayor o menor fortuna- a los mandatos integrados en las 
sucesivas versiones de la Directiva sobre despidos colectivos, actualmente recogidos 
en la Directiva 98/59, que –a la postre- se limitan a tres, recogidas en sus tres primeros 
artículos: 
 
-Definición y ámbito de aplicación de lo que debe entenderse por “despido colectivo” 
(art. 1). 
 
-La obligación de “información y consulta” del “proyecto de despido” a los 
representantes de los trabajadores/as (art. 2).  
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-Las “normas mínimas” del “procedimiento de despido colectivo” (art. 3 y 4.).  
 
En la Directiva, por el contrario, no se establecen las exigencias del Convenio nº 158 
OIT, plenamente integrados en nuestro modelo “tradicional” –si se me permite la 
expresión-  de despido colectivo: la exigencia “causa justificada para el despido” (art. 4, 
“necesidades del funcionamiento de la empresa”), la posibilidad de impugnación del 
despido (arts. 8 y 9) y la obligatoriedad de una indemnización por el despido (art. 12). 
 
Esta integración en la misma norma, el art. 51 ET, de ambos “mandatos” (el 
estrictamente informativo/consultivo derivado de la Directiva 98/59, y la mayor 
exigencia causal, impugnabilidad y obligación indemnizatoria dimanante del Convenio 
nº 158 OIT), así como la compleja regulación procesal de la impugnación –colectiva e 
individual- del despido colectivo,  ha generado en España una tendencia empresarial a 
intentar eludir la activación del procedimiento de consulta establecido en el art. 51 ET, 
una “huida del despido colectivo”.  
 
En razón de ello, gran parte de los problemas de adecuación a la Directiva del art. 51 
ET –evidenciadas en las STJUE Rabal Cañas y Pujante- se refieren al “ámbito de 
aplicación” del despido colectivo,  por el intento empresarial de eludir el mismo, y ello -
probablemente- no por las obligaciones de información y consulta previa (de fácil 
cumplimiento), sino por la posibilidad de impugnación judicial respecto a los mandatos 
del Convenio nº 158 OIT (exigencia causal e indemnización), con unas consecuencias 
–en ocasiones- francamente desproporcionadas.  
 
Quizás otra regulación podría ensamblar de forma más lógica y coordinada ambos 
mandatos, de tal forma que las empresas no rehuyeran el ámbito del despido colectivo 
-tal como lo define la Directiva, en forma notablemente más amplia que el del art. 51,1 
ET, pero sólo para las obligaciones de información y consulta- y dejar para un ámbito 
más reducido las exigencias que derivan del Convenio 158 (mayor exigencia de 
causalidad e indemnización).  

 
 
III.- Primera diferencia: la exigencia causal en el concepto de 
“despido colectivo”. 
 
El art. 1.1 de la Directiva establece que “se entenderá por “despidos colectivos” los 
despidos efectuados por un empresario, por uno o varios motivos no inherentes a la 
persona de los trabajadores, …” cuando el número de trabajadores/as afectados 
supere determinados umbrales numéricos, que analizaremos más adelante. Se trata, 
pues, de una definición del despido  colectivo como suma de despidos individuales en 
un determinado período.  
 

En contraposición, nuestro art. 51.1 ET define como despido colectivo “…la extinción 
de contratos de trabajo fundada en causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción”,  también cuando la afectación supere determinado umbral numérico, 
acorde –en esto- a la Directiva.  

Se constata, como ya he señalado, una definición causal más intensa en la norma de 
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transposición: mientras para la Directiva la causa del despido (o de la extinción 
equiparable, como veremos)  bastará que sea “un motivo no inherente a la persona del 
trabajador”, para el art. 51.1 ET debe responder –en principio- a “causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción”.  

Esta mayor exigencia causal, si bien ya preexistía a la ratificación  del Convenio 158 
OIT, resulta plenamente congruente con la exigencia de “necesidades del 
funcionamiento de la empresa” establecida en el art. 4 del mismo, como “justa causa” 
del despido. Y, ciertamente, de entrada, desde la búsqueda de la mayor protección del 
trabajador/a, pudiera entenderse que esta exigencia causal más intensa es “más 
favorable” para los trabajadores, y da cumplimiento al art. 5 de la Directiva, que prevé 
“la facultad de los Estados miembros de aplicar o introducir disposiciones legales, 
reglamentarias o administrativas más favorables para los trabajadores o de permitir o 
de fomentar la aplicación de disposiciones convencionales más favorables para los 
trabajadores”.  

Pero tal apreciación es consecuencia del ya expuesto carácter ambivalente de nuestra 
regulación y, por ello, resulta cuestionable: si bien puede entenderse la mayor 
exigencia causal restringe la facultad empresarial para despedir colectivamente, 
también puede darse la vuelta a tal apreciación, y concluir que –con ello- se está 
privando a los trabajadores/as de la protección del despido colectivo en aquellos 
supuestos en los que no concurren las específicas causas previstas en nuestro 
ordenamiento.  

En tal caso, dicha cuestión fue abordada por la en la STJCE de 12.10.04 (asunto C-55-
02, Comisión/Portugal), en respuesta a un recurso por incumplimiento interpuesto por 
la Comisión Europea contra una regulación del despido colectivo –la portuguesa- que, 
en el art. 17 de la Ley de Extinción de Contratos de Trabajo (LECT 3/99), promulgada 
en transposición de la Directiva 98/59, define el concepto “despido colectivo” en 
términos parejos a nuestra regulación:  

 

«Se entenderá por despido colectivo la extinción de los contratos de trabajo 
individuales, por iniciativa del empresario, que afecte simultánea o 
sucesivamente, durante un período de tres meses, por lo menos a 2 o 5 
empleados, según que se trate de una empresa de 2 a 50 empleados o de más 
de 50 empleados, siempre que dicha extinción se funde en el cierre definitivo de 
la empresa, de uno de varios departamentos o en una reducción del número de 
empleados por razones de índole estructural, tecnológica o coyuntural”. 

 

El entonces TJCE, en su sentencia, empieza por señalar que el concepto “despido 
colectivo” reviste alcance comunitario y debe interpretarse en el sentido de que engloba 
cualquier extinción del contrato de trabajo no deseada por el trabajador y, en 
consecuencia, sin su consentimiento, y recuerda las dos “finalidades” de la Directiva: 
incrementar la protección al trabajador/a y “equiparar las cargas” que comporta dicha 
protección entre los Estados miembros, por lo que concluyó apreciando incumplimiento 
del Estado portugués en una ley que limitaba el concepto de despido colectivo a los 
despidos por motivos de índole estructural, tecnológica o coyuntural sin incluir otros 
despidos por otras razones no inherentes a la persona de los trabajadores.  
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El TJCE dejó claro, pues, que la Directiva no remite a la regulación de los Estados para 
la determinación o adecuación del concepto “despido colectivo”, sino que lo considera 
de “alcance comunitario” y que, por consiguiente, debe ser objeto de una interpretación 
autónoma y uniforme, atendiendo al texto de la Directiva. Y este concepto de “despido 
colectivo”, por ello, dada la fórmula negativa empleada por la Directiva 98/59, se define 
esencialmente por un elemento cuantitativo (el umbral numérico) y un elemento causal 
muy amplio (definido por exclusión, sólo los motivos “inherentes a la persona de los 
trabajadores”), lo que determina –asimismo- un ámbito de aplicación igualmente 
amplio. 
 
Frente a este amplio concepto comunitario de “despido colectivo”,   la norma nacional, 
el art. 51.1 del Estatuto de los Trabajadores, como ocurría en la legislación portuguesa 
analizada en el asunto “Comisión/Portugal”, establece un concepto intensamente 
causal -“se entenderá por despido colectivo la extinción de contratos de trabajo 
fundada en causas económicas, técnicas, organizativas o de producción”- y, por 
consiguiente, con un ámbito de aplicación más restringido.  
 
Ciertamente, el Tribunal Supremo, en sus sentencias de 18.3.09, 3 y 8 de julio de 2012, 
ya detectó esta manifiesta discordancia en la definición del concepto de “despido 
colectivo” y el correspondiente ámbito de protección, e intentó salvarla con distintos 
argumentos, razonando la primera de ellas que “…establece una regulación 
procedimental más favorable para los trabajadores, no sólo con respecto a la unidad de 
referencia física (empresa y no centro de trabajo) para el cómputo de trabajadores 
afectados, sino también exigiendo a la empresa la justificación de la causa extintiva y la 
necesidad de la previa autorización administrativa para proceder al despido colectivo 
(requisitos éstos que no establece la norma comunitaria).” 
 
Lo primero que hay que objetar a este razonamiento es que dos de las exigencias más 
favorables del art. 51 ET en la versión del año 2009, cuando se dictó la sentencia, o 
han sido suprimidas o notablemente devaluadas en el texto actualmente vigente, 
resultante de la “Reforma Laboral” operada mediante la Ley 3/12: así, se ha suprimido 
la exigencia de la autorización administrativa (que controlaba no solo la procedencia 
formal y procedimental del despido colectivo, sino también la concurrencia de la causa 
y la adecuación de la medida extintiva),  pero también  ha desaparecido la anterior 
referencia “a las causas motivadores del expediente”, como primer punto a tratar en la 
consulta, que ya no consta en el actual art. 51,2 ET, lo que limita el objeto de dicha 
consulta a las posibilidades de evitar o reducir el despido colectivo y de atenuar sus 
consecuencias).  
 
Pero, aun admitiendo que el actual art. 51 ET -aunque ya de manera más atenuada- 
siga mejorando  la protección de la Directiva 98/59 (en tanto que permite su 
impugnación judicial, tanto individual como colectiva según dispone el artículo 124 de la 
Ley 36/11 Reguladora de la Jurisdicción Social), lo que difícilmente se justificaría  es 
que esta superior tutela de la norma nacional (al posibilitar la impugnación judicial) sea 
a costa de restringir el ámbito de aplicación de la tutela comunitaria, aunque la misma 
sea más limitada (las obligaciones de información y consulta).  
 
Como ya he apuntado anteriormente, el Estado español, al haber ratificado el Convenio 
nº 158 de la OIT, como la mayoría del resto de los Estados miembros de la UE, viene 
obligado a mantener el principio de causalidad en el despido y a establecer un 
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mecanismo de impugnación ante un despido injusto, mandatos que la doctrina del 
Tribunal Constitucional ha declarado integrado en el derecho constitucional al trabajo 
consagrado en el art. 35 de la Constitución Española. Pero tal mandato debe ser 
plenamente compatible –y no antagónico- con el carácter de norma mínima  de la 
Directiva 98/59, recogido en su artículo 5º, que dispone que la misma “no afectará a la 
facultad de los Estados miembros de aplicar o de introducir disposiciones legales, 
reglamentarias o administrativas más favorables para los trabajadores…”. Y, por 
consiguiente, esta superior tutela que comporta la exigencia de causalidad en los 
despidos por “causas objetivas” y la posibilidad de control judicial sobre la misma, no 
puede comportar la restricción del ámbito de aplicación del concepto de “despido 
colectivo”, con exclusión de otras situaciones que sí deben quedar comprendidas en 
ámbito de protección de la Directiva 98/59, aunque dicha protección sea menos intensa 
al quedar limitada a las obligaciones de información y consulta.   
 
En sus posteriores sentencias de 3 y 8 de julio de 2012, el Tribunal Supremo volvió a 
validar la adecuación de la norma estatal -el art. 51.1 ET en su versión anterior a la Ley 
3/12- a la norma comunitaria, pero ya con otro argumento: considera equiparados 
ambos ámbitos de aplicación gracias al penúltimo párrafo del art. 51.1 ET, que dispone 
que –a efectos del umbral numérico determinante del carácter colectivo del despido-  
deberán también computarse las extinciones contractuales producidas “por iniciativa 
del empresario en virtud de otros motivos no inherentes a la personal del trabajador 
distintos de los previstos en el art. 49.1.c) de esta Ley” (precepto este último que hace 
referencia a las extinciones contractuales por causa de la temporalidad del contrato). Y 
en base a dicha inclusión -concluye la primera de dichas sentencias- “se desprende 
que no existe entonces discrepancia o conflicto entre la norma nacional, el art. 51 y la 
Directiva 98/59 CE, pues ambas normas alcanzan el mismo resultado para la 
calificación del despido colectivo”. 
 
En mi opinión, tal conclusión es muy discutible, por cuanto –como veremos más 
adelante- a efectos de la Directiva no son  lo mismo “los despidos efectuados por un 
empresario” contemplados en el epígrafe a) del art. 1 de la Directiva que las 
“extinciones del contrato de trabajo producidos por iniciativa del empresario”,  
ciertamente “asimiladas a despido” pero sólo a efectos de cálculo del “umbral 
numérico” referidas en el epígrafe b)  del mismo artículo, regla de asimilación que –
precisamente- sólo se activa si el número de “despidos iniciales” –si se me permite la 
expresión- son cinco. Se constata que la diferencia entre ambos conceptos, que 
comparten en que el despido o extinción no lo sea “por motivos inherentes a la persona 
del trabajador”, se centra en que mientras los “despidos” son “efectuados por un 
empresario”, la “extinciones asimiladas” son “producidas por iniciativa de empresario”. 
Volveremos más adelante a abordar esta sutil pero relevante diferencia.  
 
En todo caso, el Tribunal Supremo, en la STS 8.7.12, explícitamente insistió en la 
compatibilidad de nuestra mayor exigencia causal con la Directiva 98/59: “es 
absolutamente compatible con la tradicional doctrinal de esta Sala, respecto de que «... 
para la existencia de un despido colectivo no basta, en forma alguna, con el hecho de 
que varios trabajadores hayan sido despedidos al mismo tiempo, aunque el número de 
esos trabajadores supere, incluso con holgura, los topes que fija el art. 51-1 del ET , 
sino que además es absolutamente preciso que esos cese sean debidos a alguna 
causa económica, técnica, organizativa o de producción» ( SSTS 22/01/08 
; 22/02/08, 26/02/08, 14/05/08,  y 30/09/08).  
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Lo cierto es que la adecuación de esta mayor –y, por consiguiente, más restrictiva- 
exigencia causal de nuestra regulación fue sometida a consideración del TJUE en la 
cuestión prejudicial promovida desde el JS 33 de Barcelona mediante auto de fecha 
11.7.13 (asunto “Rabal Cañas”), en los siguientes términos: 
 
I.- ¿El concepto de “despido colectivo” establecido en el art. 1, apartado 1 a) de la 
Directiva 98/59, al comprender en su ámbito a todos “los despidos efectuados por un 
empresario, por uno o varios motivos no inherentes a la persona de los trabajadores”, 
según el umbral numérico que se establece, debe ser interpretado -dado su alcance 
comunitario- en el sentido que impide o se opone a  que la norma de traslación o 
trasposición nacional restrinja el ámbito del mismo a solamente determinado tipo de 
extinciones, las que respondan a causas “económicas, técnicas, organizativas o 
productivas”, como hace el artículo 51.1 del Estatuto de los Trabajadores? . 
 
Sorprendentemente, el TJUE, en la STJUE “Rabal Cañas” de 13.5.15 (a la que 
volveremos más adelante), resolvió –en su apartado 58- que « dado que el examen de 
la cuarta cuestión prejudicial ha puesto de manifiesto que la Directiva 98/59 no resulta 
aplicable en el caso de autos, no es necesario responder a la primera cuestión 
prejudicial. 
 
Esta respuesta (o ausencia de ella, más exactamente), resulta discutible, ya que la 
misma sentencia bien que contestó “de fondo” respecto a las otras tres cuestiones 
planteadas (entre ellas, la muy relevante respecto al “centro de trabajo” como unidad 
de referencia), cuando –por la misma razón- podía no haberlo hecho. Lo que permite 
sospechar que el TJUE utilizó la “inaplicabilidad de la Directiva al caso” (por otra parte  
-y en rigor- obvia, dado que la norma aplicable es la de la transposición, el art. 51.1 ET) 
para eludir un pronunciamiento que políticamente podía ser muy incómodo.  
 
 

IV.- Segunda diferencia: La unidad física de referencia (“centro de 
trabajo” y/o “empresa”).  
 
 
1.- La posición del Tribunal Supremo antes de la STJUE “Rabal Cañas”: la STS 
18.3.09.  

La segunda gran diferencia que salta a la vista de la comparación entre ambas 
definiciones de despido colectivo radica en lo que la doctrina científica denomina 
indistintamente la “unidad de referencia” (Sánchez-Uran), “centro de imputación” 
(González de Patto) o “unidad de cómputo” (Desdentado): mientras la Directiva refiere 
los dos umbrales numéricos que propone al “centro de trabajo”, el art. 51.1 ET, refiere 
el umbral numérico propio (mezcla de los dos de la Directiva) al conjunto de la 
“empresa”. 

Tan evidente contradicción fue “salvada” inicialmente –en primer término- por la 
sentencia del Tribunal Supremo de 18.3.09 (RCUD 1878/08) que, ciertamente, dejó 
sentado –unificando la doctrina anterior-  que la unidad a efectos de cómputo recogida 
en el art. 51 del Estatuto de los Trabajadores debía entenderse referida a la empresa 
en su conjunto y no a un centro de trabajo. En síntesis las razones de dicha sentencia 
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para llegar a tal conclusión, expuestas en el fundamento jurídico segundo, fueron: 
 

- En primer lugar, que “el artículo 51.1 del Estatuto de los Trabajadores se refiere 
de forma inequívoca a la empresa como unidad para el cómputo de los 
trabajadores afectados, a los efectos de determinar la dimensión colectiva del 
despido, configurando a la empresa como marco organizativo en el que ha de 
contabilizarse la plantilla; unidad de computo que cumple mejor la función de 
garantía, como ha señalado la práctica totalidad de la doctrina científica”. 
 
- Razona también que “la STJCE de 7 de diciembre de 1995 (asunto 449/1993 ), al 
interpretar el artículo 1 de la Directiva 75/129/CEE del Consejo de 17 de febrero de 
1975, afirma la noción comunitaria de centro de trabajo, porque habrá de 
entenderse "según las circunstancias, la unidad a la que los trabajadores afectados 
por el despido están vinculados en el ejercicio de sus funciones", matizando “que 
estamos ante una noción de derecho comunitario cuya traducción en cada versión 
lingüística nacional incorpora nociones diferentes (centro de trabajo en sentido 
estricto, pero también la noción de "empresa" o de "unidad local"); y de ahí que la 
noción debe interpretarse "según las circunstancias", por lo que como ha señalado 
la doctrina científica la misma noción comunitaria admite un tratamiento flexible de 
la misma”. 
 
- Añade que “El objetivo de la Directiva, según paladinamente proclama su 
preámbulo, es "la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros sobre 
despidos colectivos", por la vía del progreso", a fin de "reforzar la protección de los 
trabajadores" por lo que en el artículo 5 de la misma establece, que "la presente 
Directiva no afectará a la facultad de los Estados miembros de aplicar o de 
introducir disposiciones legales, reglamentarias o administrativas más favorables 
para los trabajadores o de permitir o de fomentar la aplicación de disposiciones 
convencionales más favorables para los trabajadores". Es decir, la Directiva tiene el 
carácter de norma mínima mejorable por las legislaciones y normas nacionales a 
favor de los trabajadores.” 
 
- Y concluye: “Pues bien, esto es, precisamente, lo que lleva a cabo nuestra norma 
nacional, que -como dice la sentencia recurrida y destaca el Ministerio Fiscal en su 
preceptivo informe- establece una regulación procedimental más favorable para los 
trabajadores, no sólo con respecto a la unidad de referencia física (empresa y no 
centro de trabajo) para el cómputo de trabajadores afectados, sino también 
exigiendo a la empresa la justificación de la causa extintiva y la necesidad de la 
previa autorización administrativa para proceder al despido colectivo (requisitos 
éstos que no establece la norma comunitaria).” 

 
 
2.- La cuestión prejudicial del JS 33 de Barcelona de 9.7.13 (asunto “Rabal 
Cañas”). 

 
Cuatro años después, vigente ya la Ley 3/2012 que modificó profundamente nuestra 
regulación del despido colectivo, el juzgado social nº 33 de Barcelona cuestionó si la 
expuesta conclusión del Tribunal Supremo -la adecuación del concepto “empresa” en el 
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art. 51 ET en trasposición del concepto “centro de trabajo” del art. 1.1 la Directiva 
98/59, y el carácter más favorable de la norma española- seguía siendo válida.  
 
La pregunta, la última del auto de planteamiento de fecha 9.7.13, se formuló en los 
siguientes términos:  
 

4)¿Admite el concepto de “centro de trabajo”, como “concepto de Derecho 
Comunitario” esencial para la definición de lo que deba entenderse como “despido 
colectivo” en el contexto del artículo 1, apartado 1, de la Directiva 98/59 y dado el 
carácter de norma mínima de la misma establecido en su artículo 5, una 
interpretación que permita que la norma de trasposición o traslación a la normativa 
interna del Estado miembro, el artículo 51.1 del [ET] en el caso de España, refiera el 
ámbito del cómputo del umbral numérico, exclusivamente, al conjunto de la 
“empresa”, con exclusión de aquellas situaciones en las que —de haberse acogido 
el “centro de trabajo” como unidad de referencia— habrían superado el umbral 
numérico establecido en dicho precepto?» 

Se planteó la cuestión en el marco de un procedimiento de impugnación individual del 
despido objetivo individual del Sr. Rabal Cañas, empleado de Nexea Gestión 
Documental, S.A. (sociedad del Grupo Correos), producido coetáneamente al otros  12 
compañeros despedidos en la misma fecha por el mismo procedimiento individual, 
adscritos a un mismo centro de trabajo –el de Barcelona- que ocupaba, antes de dichos 
despidos, a 17 empleados.  
 
En dicho auto se justificó la formulación de dicha cuestión en las siguientes razones:  
 
En primer lugar, y a diferencia de lo que se afirmaba en la sentencia del Tribunal 
Supremo de 18.3.09 (segundo fundamento jurídico, razonamiento c), no se compartía 
que la noción de “centro de trabajo” en la Directiva 98/59 “debe interpretarse “según las 
circunstancias”, por lo que como ha señalado la doctrina científica la misma noción 
comunitaria admite un tratamiento flexible de la misma”. Y recordaba que  el TJCE, en 
las sentencias dictadas en los asuntos “Comisión/Reino Unido, C-383/92” y 
“Comisión/Portugal, C-55/02”, establece, en primer lugar, que la Directiva 98/59 ha 
querido garantizar una protección comparable de los derechos de los trabajadores en 
los diferentes Estados miembros en los casos de despidos colectivos y equiparar las 
cargas que estas normas de protección suponen para las empresas de la Comunidad, 
así como establecer una protección mínima en materia de información y consulta de los 
trabajadores en caso de despidos colectivos, aunque los Estados miembros podrán 
adoptar medidas nacionales más favorables para los referidos trabajadores.  
 
Añadía, a continuación, que -según también ha reiterado la jurisprudencia del TJUE- 
los umbrales previstos en el artículo 1, apartado 1, de la Directiva 98/59 constituyen 
precisamente esas disposiciones mínimas que los Estados miembros únicamente 
podrán derogar mediante disposiciones más favorables para los trabajadores. Por 
consiguiente, una normativa nacional que obstaculizara la protección garantizada, de 
manera incondicional, a los trabajadores por una Directiva es contraria al Derecho 
comunitario (sentencia Comisión/Reino Unido, antes citada, apartado 21). En razón de 
ello, la Directiva 98/59 no podía interpretarse en el sentido de que los modos de cálculo 
de dichos umbrales y, por lo tanto, los propios umbrales, están a disposición de los 
Estados miembros, de modo que una interpretación en este sentido les permitiría a 
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éstos alterar el ámbito de aplicación de la referida Directiva y privarla, de este modo, de 
su plena eficacia. 
 
Recordaba, asimismo, que el análisis de la jurisprudencia comunitaria sobre el 
concepto “centro de trabajo” para la definición del “despido colectivo” en la Directiva 
98/59 permitía concluir que, ya desde la sentencia “Rockfon” de 7.12.95, en su 
apartado 25, el TJCE entendió que “el concepto de “centro de trabajo”, a efectos de la 
Directiva, constituye un concepto de Derecho comunitario y no puede definirse por 
referencia a las legislaciones de los Estados miembros”, criterio mantenido en la 
sentencia de 12.10.04 (Comisión/Portugal) y en la STJCE de 15.2.07 (asunto 
Chartopoiia). 
 
También se discrepaba en el referido auto de la afirmación del Tribunal Supremo, en su 
sentencia de 18.3.09, conforme “nuestra norma nacional…. establece una regulación 
procedimental más favorable para los trabajadores, no sólo con respecto a la unidad de 
referencia física (empresa y no centro de trabajo) para el cómputo de trabajadores 
afectados, sino también exigiendo a la empresa la justificación de la causa extintiva y la 
necesidad de la previa autorización administrativa para proceder al despido colectivo 
(requisitos éstos que no establece la norma comunitaria).” 
 
En cuanto a la primera  afirmación,  conforme la referencia del art. 51.1 ET “a la unidad 
de referencia física (empresa y no centro de trabajo) para el cómputo de trabajadores 
afectados” es más favorable, por cuanto, aun admitiendo que dicho dicha unidad de 
referencia -la empresa- pudiera determinar, estadísticamente, la inclusión de mayor 
número de supuestos que no partiendo exclusivamente del concepto “centro de 
trabajo”, ello no podría  -a criterio del juez promotor-  justificar la exclusión del ámbito 
de protección de aquellos supuestos -como en el caso “Rabal Cañas”- en que ello no 
era así, resultando con ello la exclusión de la consideración como “despido colectivo” 
de situaciones que sí habrían quedado incluidas si se hubiera aplicado el concepto 
comunitario de “centro de trabajo”. En otras palabras, de nada le servía al demandante 
el mayor ámbito de protección de la norma nacional en la regulación del despido 
colectivo, si él mismo -al partir del concepto estricto y excluyente de “empresa” en vez 
de “centro de trabajo”- le excluía a él de dicha tutela.  
 

Y añadía, además, que a la luz del actual redactado del -entonces- “nuevo” art. 51.1 ET 
(en el que, tras la Ley  3/12, se había suprimido la previa autorización administrativa y 
el análisis de “las causas motivadoras del expediente como primer objeto del período 
de consultas”) se habían suprimido, precisamente, las dos razones en las que se 
fundamentaba la STS 18.3.09 para concluir que la norma nacional era más favorable 
que la directiva. 

En definitiva, la reducción o alteración del concepto “centro de trabajo” al concepto 
“empresa” supone, en determinadas empresas (según su estructuración en centros de 
trabajos) la exclusión del ámbito de protección que –incuestionablemente- supone la 
consideración del despido como colectivo.  
 
Por ello, la cuestión prejudicial concluía afirmando que la única manera de salvar esta 
manifiesta inadecuación sería interpretando que el concepto de derecho comunitario 
“centro de trabajo”, en relación al ámbito mínimo de consideración del “despido 
colectivo” definido en el artículo 1.1 de la Directiva 98/59, debe quedar necesariamente 
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integrado en la norma de traslación o trasposición al ordenamiento interno, sin perjuicio 
de la posibilidad de ampliar el ámbito de protección a la “empresa” en su conjunto, 
cuando ello resulte más favorable. Esta interpretación amplia que se proponía al TJUE 
comportaría -en el caso español-  que las reglas de cálculo establecidas en el art. 51.1 
del Estatuto de los Trabajadores debieran ser aplicadas, alternativamente, a la 
“empresa” en su conjunto o al “centro de trabajo” afectado por el despido, acogiendo el 
criterio que favorezca o posibilite la consideración del despido como colectivo, en 
cumplimiento del carácter de norma mínima de la Directiva 98/59 consagrado en su art. 
5º. 
 
 
3.- La respuesta de la  STJUE de 13.5.15 “Rabal Cañas”. 

La STJUE 13.5.15 respondió a dicha cuarta pregunta en los siguientes términos: 
 

“El artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), de la Directiva 98/59/CE del 
Consejo, de 20 de julio de 1998, relativa a la aproximación de las legislaciones de 
los Estados miembros que se refieren a los despidos colectivos, debe 
interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que 
introduce, como única unidad de referencia, la empresa y no el centro de trabajo, 
cuando la aplicación de dicho criterio conlleva obstaculizar el procedimiento de 
información y consulta establecido en los artículos 2 a 4 de esta Directiva, siendo 
así que, si se utilizase como unidad de referencia el centro de trabajo, los 
despidos de que se trata deberían calificarse de «despido colectivo» a la luz de la 
definición que figura en el artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), de dicha 
Directiva.” 

 
La sentencia, en su apartado 52, razonaba que “La sustitución del término «centro de 
trabajo» por el de «empresa» sólo puede considerarse favorable a los trabajadores si 
dicho elemento supone una añadidura y no implica el abandono o la reducción de la 
protección conferida a los trabajadores en aquellos casos en los que, si se aplicase el 
concepto de centro de trabajo, se alcanzaría el número de despidos requerido por el 
artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), de la Directiva 98/59 para aplicar la 
calificación de «despido colectivo».  
 
Y añadía -ya en el apartado 53- “que una normativa nacional sólo puede considerarse 
conforme al artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), inciso i), de la Directiva 
98/59 si impone la aplicación de las obligaciones de información y consulta resultantes 
de los artículos 2 a 4 de ésta, al menos, en caso de despido de 10 trabajadores en 
centros de trabajo que empleen habitualmente más de 20 trabajadores y menos de 
100.  
 
Más adelante, ya en el apartado 56, atendiendo al hecho de que el centro de trabajo de 
Barcelona en el que trabajaba el Sr. Rabal Cañas no alcanzaba 20 empleados en el 
momento de su despido, efectúa la –en principio- desconcertante afirmación conforme 
“en circunstancias como las controvertidas en el litigio principal, la Directiva 98/59 no 
impone la aplicación de su artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), a una 
situación en la que no concurren todos los elementos de un umbral establecido en 
dicha disposición” 
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La pregunta que suscita tal afirmación es inmediata: Si ello es así, si la Directiva 98/59 
no impone la tutela de un despido colectivo que afecta a 13 de los 17 empleados de un 
centro de trabajo ¿por qué motivo acaba contestando –en los términos ya expuestos- a 
la cuarta pregunta formulada? ¿por qué no eludió hacerlo, como hizo a continuación –
apartado 58- respecto a la primera pregunta, referida a la mayor –y más restrictiva- 
exigencia causal del art. 51.1 ET?. 
 
En mi opinión, ello sólo puede responder a que el TJUE entendió que, al superar el 
“centro de trabajo” el número de 10 empleados, sí superaba el umbral numérico de la 
norma de transposición, el art. 51.1 ET y, por consiguiente, la pregunta –y su respuesta 
por parte del TJUE- seguían siendo pertinentes en orden a resolver el litigio principal.  
 
En todo caso, las conclusiones que pueden extraerse de tales razonamientos parecen 
claras e indiscutibles: 
 

- La sustitución en la norma de  transposición (art. 51.1 ET) del concepto “centro de 
trabajo” por el de “empresa”,  como única unidad física de referencia para el cálculo 
del umbral numérico, se opone  a la Directiva 98/59 (apartado 57). 

- Tal inadecuación puede salvarse en los términos sugeridos en el apartado 52 de 
la sentencia: “La sustitución del término «centro de trabajo» por el de «empresa» 
sólo puede considerarse favorable a los trabajadores si dicho elemento supone una 
añadidura y no implica el abandono o la reducción de la protección…” (Apartado 
52). 

- El centro de trabajo de Barcelona, aun cumpliendo los criterios determinantes 
para ser considerado “centro de trabajo” a efectos de la Directiva 98/59 (apartados 
50 y 51) no cumple el estrictamente numérico,  ocupar a más de 20 trabajadores en 
el momento del despido, por lo que “la Directiva 98/59 no impone la aplicación de 
su artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), a una situación en la que no 
concurren todos los elementos de un umbral establecido en dicha disposición.” 

 
 
4.- La sentencia dictada por el JS 33 de Barcelona en el “litigio principal”. 

La sentencia dictada por el JS 33 de Barcelona en fecha 10.6.15, a la hora de aplicar la 
doctrina establecida en la STJUE 13.5.15 al litigio principal, se planteó tres 
posibilidades teóricas: 
 

- Eficacia aplicativa directa de la Directiva 98/59: reconocer -como se ha hecho 
excepcionalmente- “efecto directo horizontal” a la Directiva y, a la luz de la STJUE 
13.5.15, concluir que debe efectuarse un “doble escrutinio alternativo del umbral 
numérico”,  en base a los parámetros de cálculo del art. 51.1 ET (referidos a la 
unidad física “empresa”) o, alternativamente, en base a los parámetros de cálculo 
del art. 1.1 de la Directiva (referidos a la unidad física “centro de trabajo”), bastando 
la superación del umbral numérico de uno ambos cálculos para determinar la 
activación del proceso colectivo de despido.  

 

- Ineficacia aplicativa directa de la Directiva 98/59: establecida por la STJUE 
13.5.15  la inadecuación de la norma interna (art. 51.1 ET) a la Directiva 98/59, 
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dado que la misma carece de “efecto directo” en las relaciones entre particulares, la 
única eficacia  que puede serle reconocida es en el “plano vertical” frente al Estado, 
el cual vendría obligado a la necesaria reforma normativa a fin de subsanar la 
incorrecta transposición. Mientras ello no ocurriera, no podría reconocerse otro 
efecto a la Directiva incorrectamente transpuesta que justificar reclamaciones al 
Estado por responsabilidad patrimonial  por tal incumplimiento (doctrina Wagner 
Miret). 

 

- Eficacia aplicativa “indirecta” de la Directiva en base al “principio de interpretación 
conforme”: entender que el término “empresa” utilizado en la norma de 
transposición, el art. 51.1 ET, comprende –también y en primer lugar- el concepto 
“centro de trabajo” y no sólo el de “empresa”.  

 

Este último criterio es el que aplicó dicha sentencia, al entender que era la manera más 
razonable de evitar la inadecuación de la norma interna, art. 51.1. ET, a la Directiva (en 
cuanto a la unidad física de referencia para el cálculo del umbral numérico), el aplicar –
literalmente- la vía interpretativa sugerida abiertamente por el propio TJUE  en el 
apartado 52 de su sentencia y entender que el término nacional  “empresa”, en 
sustitución del comunitario “centro de trabajo”, “solo puede considerarse favorable a los 
trabajadores si dicho elemento supone una añadidura y no implica el abandono o la 
reducción de la protección conferida a los trabajadores en aquellos casos en los que, si 
se aplicase el concepto de centro de trabajo, se alcanzaría el número de despidos 
requerido por el artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), de la Directiva 98/59 
para aplicar la calificación de «despido colectivo». 

 

En aplicación de esta interpretación conforme, la sentencia apreció que sí concurría 
una situación de despido colectivo aunque el centro de trabajo ocupara menos de 20 
empleados –circunstancia advertida, como ya se ha visto, en el apartado 56 de la 
sentencia- en aplicación del umbral numérico más favorable del art. 51.1 ET (que 
reduce el número mínimo de empleados de la unidad de referencia (empresa o centro 
de trabajo) a diez.  

 

Para llegar a tal conclusión, la sentencia recordó que  la Directiva 98/59 es una 
mandato “de mínimos” a los Estados miembros y que, en su artículo 5, reconoce 
la “facultad de los Estados miembros de aplicar o de introducir disposiciones 
legales, reglamentarias o administrativas más favorables para los trabajadores”, 
facultad de mejora ejercida inequívocamente por el legislador de 1994 (Ley 
11/94), al perfilar en el art. 51.E ET un umbral numérico más favorable que el de la 
Directiva que ahora debería entenderse referido –indistintamente- a la “empresa” 
o al “centro de trabajo”.  

 

Añadía la sentencia que tal solución era la única congruente con la -aparentemente 
contradictoria- decisión del TJUE de responder a la cuestión interpretativa sometida a 
su consideración, la interpretación del concepto “centro de trabajo” para el cálculo del 
umbral numérico determinante del despido colectivo, a pesar de entender que dicha 
Directiva “no impone la aplicación de su artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), 
a una situación en la que no concurren todos los elementos de un umbral establecido 
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en dicha disposición”. 

 

Si, razonaba la sentencia, en base a esta última conclusión y como se explicita en el 
apartado 58, el TJUE se abstiene de pronunciarse sobre la primera cuestión prejudicial 
planteada (la exigencia de causalidad en el despido colectivo español). ¿Por qué razón 
–por contra- sí lo hace, larga y extensamente, sobre la cuarta cuestión planteada? Sólo 
puede existir una razón, concluía: propiciar con la propia doctrina establecida en la 
sentencia -y el principio de interpretación conforme- la solución alcanzada, sugerida en 
el apartado 52, y “sanar” por vía jurisprudencial la inadecuación de la norma interna, 
entendiendo que –a efectos del umbral numérico del art. 51.1. ET- el concepto 
“empresa” sólo es compatible con la Directiva como “añadidura” al concepto “centro de 
trabajo”. De otro modo no se alcanzaría a entender por qué motivo el TJUE, aun 
entendiendo que el art. 1.1 de la Directiva no es aplicable “al caso” (al margen de la 
falta de eficacia directa por su condición de Directiva), efectúa tan relevante 
pronunciamiento. 

 

Añadía la sentencia que  esta necesaria reinterpretación del umbral numérico del art. 
51.1 ET, a la luz de la STJUE 13.5.15, admitiendo su aplicación indistinta a la 
“empresa” o al “centro de trabajo”, no puede entenderse  -como reprochaba la defensa 
de la demandada en la contestación a la demanda (y acabó entendiendo 
posteriormente el TSJ de Cataluña, al revocar la sentencia)- como un inaceptable 
“espigueo” entre los aspectos más favorables de ambas normas, la comunitaria y la 
interna. Tal reproche –se razonaba- no es aplicable a la relación de transposición que 
debe existir entre ambas normas: la directiva es una norma por la que el legislador 
comunitario establece los objetivos a alcanzar, como instrumento de aproximación y no 
de unificación, entre los Estados miembros, y sólo cuando es transpuesta por la norma 
interna, que, como se explicita con toda claridad en el art. 5 de la Directiva 98/59, los 
Estados miembros tienen “la facultad …de aplicar o de introducir disposiciones 
legales….más favorables para los trabajadores”, facultad efectivamente ejercida por el 
legislador español al implantar, mediante la Ley 11/94, el actual umbral numérico del 
art. 51.1 ET, que pretendió mejorar  el de la directiva en dos aspectos: en primer lugar 
(y sin perjuicio de lo que se razonará a continuación), al optar por el concepto 
“empresa” en lugar de “centro de trabajo” como unidad física de referencia a la que 
aplicar el umbral numérico; y, en segundo lugar, al reducir a 10 trabajadores (o incluso 
a 6 en caso de cese de actividad), en lugar de 20, el número de trabajadores 
empleados en dicha unidad física (empresa).  

 

Por todo lo expuesto y en sintonía con la sugerencia interpretativa del apartado 52 de la 
STJUE de 13.5.15, entendió que procedía reparar la inadecuación de la norma de 
transposición (art. 51.1. ET) por vía interpretativa, y -como solución más acorde con la 
finalidad de la Directiva y la voluntad de mejorarla del legislador español de 1994- 
entender y aplicar que el umbral numérico establecido en dicho precepto, art. 51.1. ET, 
debe entenderse referido, indistintamente, a la “empresa” o al “centro de trabajo”, de lo 
cual se infiere que –tal como se postuló desde el primer momento en la demanda 
inicial- la empresa demandada debió haber integrado la extinción contractual del 
demandante en un proceso de despido colectivo.  
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En base a tales razonamientos, la sentencia de instancia declaró la nulidad del despido 
en base al art.  122.2.b) LRJS, al haberse eludido el procedimiento de despido 
colectivo.  

 
5.- La sentencia del TSJ de Cataluña de 22.2.16 “Rabal Cañas” (rec. 5499/15).  

La sentencia de instancia fue revocada por la sentencia del TSJ de Cataluña de 
22.2.16, al entender que la “unidad de referencia” del umbral numérico del art. 51.1 ET 
debe seguir siendo la “empresa” mientras que el “centro de trabajo” sería la “añadidura” 
(invirtiendo la formulación que efectúa al respecto el apartado 52 de la STJUE, para el 
cual “La sustitución del término «centro de trabajo» por el de «empresa» sólo puede 
considerarse favorable a los trabajadores si dicho elemento supone una añadidura”). 
Razona que cuando la sentencia de instancia ensancha el concepto de la empresa a 
que se refiere el art. 51.1 del ET ( RCL 1995, 997 ) hasta abarcar otro concepto (al 
"centro de trabajo", en concreto) no incluido expresamente en tal norma, fundándose 
en el propósito del legislador de incrementar la protección de los trabajadores con 
arreglo al art. 5 de la Directiva, parte de una justificación errónea al contemplar 
parcialmente los fines de la Directiva, obviando el de la equiparación de las cargas que 
tal norma de protección del trabajador supone para las empresas de la Unión. 
 

Le reprocha a la sentencia de instancia que, además de contrariar ese propósito de 
homologación que busca el Derecho de la Unión, tal decisión sigue unos criterios 
propios de “lege ferenda” y supone una actuación más propia del legislador que la 
actuación judicial –“de lege data”- en tanto que queda fuera del conjunto de los 
conceptos, números y valores temporales previstos en la norma aplicable y, por tanto, 
fuera del alcance previsto por el legislador español, quien ha pretendido redactar una 
norma más favorable para el trabajador pero con la extensión que dicta la recta 
interpretación de sus términos (art. 3.1 del CC), y no es tal la que equipara o incluye 
dentro de la expresión "empresa" el concepto de "centro de trabajo", excediendo los 
términos del precepto. Le reprocha, en definitiva, efectuar un “espigueo” de ambas 
normas, la Directiva y el art. 51.1 ET, en busca de ampliar forzadamente el ámbito de 
protección del despido colectivo.  

 

Dicha sentencia -que no fue recurrida en casación para la unificación de doctrina-  
revocó la sentencia de instancia y desestimó la demanda inicial, al entender procedente 
el despido objetivo individual impugnado.  

 

Desde el más absoluto respeto a esta resolución, no comparto ni el razonamiento ni la 
resolución final. Así como puedo entender el criterio –defendido, entre otros, por Aurelio 
Desdentado- conforme la discordancia entre la Directiva y el art. 51.1 ET en cuanto a la 
unidad física de referencia era insalvable por la vía interpretativa, de admitirse  -como 
finalmente se ha admitido por el Tribunal Supremo en la STS 17.10.16 Zardoya Otis 
(que analizaremos a continuación)- que sí cabe esta “interpretación conforme” por 
cuanto el concepto “centro de trabajo” siempre ha estado “implícito” en el de “empresa” 
(hasta el punto que el Tribunal Supremo no rectifica su criterio de la STS 18.3.09, sino 
que lo “ratifica y complementa”), no veo el reprochado exceso en la sentencia de 
instancia al aplicar el umbral numérico del art. 51.1 ET -ciertamente, más favorable- al 
“centro de trabajo”.  
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Además, el reproche de “espigueo” entre normas me parece inadmisible, por qué no 
estamos en una situación de concurrencia de normas: la Directiva, por definición, no es 
una norma “directamente aplicable” –salvo contadas excepciones vinculadas a 
derechos fundamentales o principios fundaciones de la UE- sino un mandato de 
transposición normativa, y el “principio de interpretación conforme”, generado por la 
doctrina del TJUE, una técnica de interpretación de la norma interna a fin de ajustarla a 
aquel mandato normativo.  

 

La dos únicas opciones que caben, en mi opinión, son interpretar la norma de 
transposición, el art. 51.1 ET, en la forma sugerida por la propia STJUE “Rabal Cañas” 
–integrando ambas unidades de referencia, “empresa” y “centro de trabajo”, en el único 
umbral numérico regulado en dicho precepto- o entender que no cabía “interpretación 
conforme”, constatar el incumplimiento transpositivo y abrir la vía de la reclamación 
patrimonial.  

 

6.- La sentencia del Tribunal Supremo de 17-10-16, “Zardoya Otis”. 
 
Como ya ha he dicho, la sentencia de suplicación del TSJ de Cataluña de 22.2.16 en el 
asunto “Rabal Cañas”, quedó firme. 
 
Ello no obstante, el Tribunal Supremo tuvo ocasión de pronunciarse sobre la 
“reinterpretación” del art. 51.1 ET a la luz de la STJUE “Rabal Cañas” en su sentencia 
de 17.10.16 (rec. 16/19), “Zardoya Otis”. La situación de hecho era la siguiente: 
 
El comité de empresa de Zardoya Otis, S.A. formuló demanda de impugnación de 
despido colectivo por el cauce procesal del art. 124 LRJS, frente a la decisión 
empresarial de extinguir de modo individual un total de 27 contratos de trabajo en el 
centro de la empresa en la localidad de Munguía, que emplea a 77 trabajadores, 
decisión que entendió como un despido colectivo (a pesar de que la empresa emplea a 
3.100 trabajadores).   
 
La STSJ País Vasco 21 de mayo 2015 que conoció de la acción en la instancia, dictada 
a los pocos días de la STJUE “Rabal Cañas” de 13.5.15 y fundándose en la misma, 
apreció la concurrencia de un despido colectivo en el contexto del “centro de trabajo” 
afectado y declaró la nulidad de las extinciones individuales, al no haberse tramitado 
como tal.  
 
Interpuesto recurso por la empresa, el Tribunal Supremo, empieza recordando la 
doctrina establecida en la STS de 18 de marzo de 2009 (rec. 1878/2008), invocada por 
la empresa recurrente, según la cual “de la aplicación de la Directiva en algún 
hipotético supuesto, pudiera determinar un efecto no menos favorable que la norma 
nacional, circunstancia que, en cualquier caso, no enerva lo ya señalado con respecto 
a que la función de garantía y protección de los trabajadores en caso de despidos 
colectivos -a la que se refiere la propia norma comunitaria- la cumple mejor nuestra 
norma de derecho interno”. 
 

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=4625587&links=%221878%2F2008%22&optimize=20090702&publicinterface=true
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Al respecto, el TS (corrigiendo el razonamiento de  la STS de 18 de marzo de 2009, 
rec. 1878/2008) llega a la conclusión de que, si bien es cierto que en algunos casos, la 
normativa interna ofrece mayores garantías (en la línea que habilita el art. 5 de la 
Directiva), en otros (como el que se plantea en este conflicto), sucede precisamente lo 
contrario, por lo que concluye que «la interpretación puramente literal de lo dispuesto 
en el art. 51.1º ET resulta contrario al art. 1.1º de la Directiva 98/59, en la medida en 
que no garantiza el procedimiento de información y consulta que debería haberse 
respetado de utilizar como unidad de referencia el centro de trabajo, en un caso como 
el presente en el que deben computarse un total de 27 despidos en un centro de 
trabajo que emplea habitualmente a 77 trabajadores, excediendo con ello los límites de 
cualquiera de los dos posibles opciones a las que podría acogerse el legislador 
nacional en aplicación de aquel precepto de la Directiva». 
 
Alcanzada la anterior conclusión –la inadecuación de la norma interna a la Directiva- 
aborda a continuación las consecuencias jurídicas que de ello se derivan en la 
resolución del pleito: partiendo del principio de primacía del Derecho de la Unión 
Europea y de la prevalencia de la jurisprudencia comunitaria sobre la doctrina o 
jurisprudencia de los tribunales de los países miembros en la interpretación o aplicación 
de los preceptos y disposiciones del Derecho comunitario, aborda la cuestión  de la 
«eficacia directa» del Derecho derivado UE y recuerda que la misma ha de excluirse -
como regla general- en el marco de las relaciones privadas, salvo los supuestos de 
«eficacia directa» del derecho que la misma regula y en tanto que el mismo está dotado 
de cualidad de derecho fundamental de la Unión Europea (Asuntos «Mangold»; 
«Kücükdeveci»; «Prigge»; y «Dansk Industri», todos ellos al principio general de no 
discriminación por razón de edad, objeto de la Directiva 2000/98/CE y consagrado por 
el art. 21.1 CDFUE). 
 
Por ello, aborda a partir del FJ VIIIº la cuestión de si es posible una interpretación de 
nuestra norma interna que sea conforme al mandato de la Directiva, recordando que 
según el TJUE " la exigencia de interpretación conforme incluye la obligación de los 
órganos jurisdiccionales nacionales de modificar, en caso necesario, su jurisprudencia 
reiterada si ésta se basa en una interpretación del Derecho nacional incompatible con 
los objetivos de una Directiva (sentencia Centrosteel (TJCE 2000, 176) , C-456/98 , 
EU:C:2000:402 , apartado 17)”... "el tribunal remitente no puede, en el litigio principal, 
considerar válidamente que se encuentra imposibilitado para interpretar la norma 
nacional de que se trata de conformidad con el Derecho de la Unión, por el mero hecho 
de que, de forma reiterada, ha interpretado esa norma en un sentido que no es 
compatible con ese Derecho", (apartado 34), pronunciamientos que –añade el TS- 
“impiden perseverar en aquella doctrina jurisprudencial que pudiere haber establecido 
con anterioridad el órgano judicial nacional y que se hubiere revelado incompatible con 
el Derecho de la Unión, lo que en el presente supuesto y en el caso de llevar a ello la 
interpretación conforme al Derecho de la Unión del art. 51.1ºET , obligaría a completar 
el criterio de la STS de 18 de marzo de 2009 (RJ 2009, 4163) (rec. 1878/2008), en los 
términos que luego veremos”. 
 
Razona el Tribunal Supremo, acto seguido, que la aplicación del principio de 
interpretación conforme al Derecho de la Unión, obliga a algo más que a un mero 
análisis de la ley nacional que conduzca a un resultado puramente declarativo de su 
literalidad, sino que supone la necesidad de contrastar la legislación interna con la 
Directiva respecto a la que ha de realizarse el test de conformidad, para establecer si 
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es posible encontrar una solución interpretativa que permita compatibilizar el sentido de 
la norma nacional con la finalidad y resultado perseguido por la Directiva, ... lo que 
obliga a integrar la norma interna con esos mandatos tan claros, rotundos e 
incondicionados de la Directiva que no hayan sido incorporados por el legislador 
nacional, ....”. 
 
Pero advierte a continuación que, en este intento de adecuación, no puede en ningún 
caso exceder los límites de su propia competencia para arrogarse funciones del 
legislador, que no le corresponden, debiendo mantenerse en todo momento dentro de 
lo que es propio y consustancial a la actividad estrictamente jurisdiccional, sin incurrir 
en interpretación “contra legem” que suponga en realidad desconocer e ignorar la 
norma de derecho interno para sustituirla, sin más, por lo dispuesto en la Directiva, 
atribuyéndose competencias que son exclusivas del poder legislativo.  
Y añade que el ámbito de la interpretación conforme se corresponde con aquellos 
supuestos en los que la norma interna resulte confusa, incompleta y admita una 
interpretación adecuada a la finalidad perseguida por la Directiva, pero no puede 
aplicarse cuando la norma interna resulta categóricamente opuesta a la Directiva, sin 
conceder el menor mejor de interpretación posible que permita su adaptación al 
Derecho de la Unión, en cuyo caso corresponde al legislador corregir esa situación y al 
particular le queda la opción de instar "la posible responsabilidad del Estado 
incumplidor por los daños y perjuicios que pueda causar su incumplimiento de la 
Directiva" ( STS 8 de junio de 2016 (RJ 2016, 2348), rec. 207/2015, FJ undécimo, in 
fine ), sin que pueda el órgano judicial subsanar esa deficiencia. 
 
Abordando ya el caso concreto, advierte el Tribunal Supremo que la propia STJUE del 
asunto Rabal Cañas (TJCE 2015, 24) ya introduce una interpretación implícita del art. 
51.1ºET compatible con el mandato de la Directiva -claro, rotundo y terminante al 
imponer el centro de trabajo como unidad de referencia en garantía mínima de los 
derechos de los trabajadores- mientras que la literalidad del art. 51.1ºET no excluye 
específicamente los centros de trabajo, sino que lo que hace es introducir una mejora al 
extender el cómputo de los umbrales a la totalidad de la empresa, tal y como ponemos 
de manifiesto en nuestra STS de 18 de marzo de 2009 (RJ 2009, 4163) (rec. 
1878/2008 ) argumentando que lo pretendido en nuestra norma nacional es establecer 
" una regulación procedimental más favorable para los trabajadores, no sólo con 
respecto a la unidad de referencia física (empresa y no centro de trabajo) para el 
cómputo de trabajadores afectados, sino también exigiendo a la empresa la 
justificación de la causa extintiva y la necesidad de la previa autorización administrativa 
para proceder al despido colectivo (requisitos éstos que no establece la norma 
comunitaria) ", lo que impide considerar que el legislador nacional haya querido 
substraerse a tan categórica previsión del Derecho de la Unión para descartar en 
cualquier supuesto el centro de trabajo como unidad de cómputo. 
 
En los siguientes apartados, razona la sentencia que el art. 51ET no solo no excluye 
directa o indirectamente los centros de trabajo de su ámbito de aplicación para 
circunscribirlo únicamente a la empresa, sino que, por el contrario, contiene distintas 
alusiones en las que expresamente los incluye.  
 
Aun admitiendo “que el canon de interpretación literal, incluso los antecedentes 
históricos y legislativos de nuestra norma interna, parezcan conducir a un resultado 
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diferente”, defiende la posibilidad y necesidad de la interpretación conforme en base a 
tres razones: 
 

-La prevalencia del elemento teleológico que es consustancial a la actuación de 
todas las Autoridades Públicas de los Estados en la consecución de la finalidad y 
el resultado al que obligan las Directivas. 
 

-La interpretación sistemática de las numerosas menciones que contiene nuestro 
ordenamiento laboral, en las que se pone de manifiesto la frecuente asimilación 
que hace el legislador interno entre la empresa y el centro de trabajo, en prueba 
de que ambos conceptos se encuentran íntimamente vinculados, muchas veces 
equiparados, o en los que se utiliza indistintamente, “poniendo con ello de 
manifiesto que no siempre es indubitada la unidad física a la que se está 
refiriendo en cada momento la norma”, aludiendo al propio art. 51.2ET , que al 
regular el proceso de consultas con los representantes de los trabajadores y que 
dispone que, en el caso de existir varios centros de trabajo la negociación " 
quedará circunscrita a los centros afectados por el procedimiento" (lo que, a juicio 
del Alto Tribunal, es suficiente para constatar que el precepto no ha querido 
excluir al “centro de trabajo” de su ámbito de aplicación y permite descartar que 
pueda considerarse contra legem la interpretación que le lleva a su inclusión en el 
ámbito de aplicación de dicho precepto. 

 

-Las numerosas referencias, en  otras normas (arts. 41.4, 47, 51.2, 63 y 64 ET), 
que darían el mismo tratamiento a ambos conceptos –“empresa o centro de 
trabajo”- respecto de los derechos de intervención y representación de los 
trabajadores/as.  

 

En base a dichas razones, afirma el Tribunal “que nuestra normativa laboral no 
contrapone la empresa y el centro de trabajo como unidades de referencia empresarial 
necesariamente diferenciadas, sino que, por el contrario, los asimila y equipara en su 
tratamiento jurídico en todos esos aspectos tan esenciales y relevantes de las 
relaciones laborales”, por lo que –añade acto seguido- “la interpretación conforme de 
nuestra norma nacional es la que nos lleva a entender que su objeto no es otro que 
extender a la empresa la unidad de cómputo de los umbrales que separan el despido 
colectivo del objetivo, pero sin contener previsión alguna de la que se derive la 
exclusión de los centros de trabajo que reúnan esos mismos requisitos numéricos, 
dando con ello lugar a una confusa redacción que puede ser integrada con la aplicación 
del principio de interpretación conforme, que permite interpretar el precepto en el 
sentido de que procede su aplicación no solo cuando se superen los umbrales fijados 
en el mismo a nivel de la totalidad de la empresa, sino también cuando se excedan en 
referencia a cualquiera de sus centros de trabajo aisladamente considerados en el que 
presten servicio más de 20 trabajadores.” 

 

Por lo que concluye “ratificando” y, a la vez, “completando” el criterio establecido en la 
STS de 18 de marzo de 2009 (rec. 1878/2008 ), “en el sentido de que deben calificarse 
como despido colectivo y respetar por consiguiente el régimen legal aplicable en esta 
materia, tanto las situaciones en las que las extinciones de contratos computables 
superen los umbrales del art. 51.1º ET (RCL 1995, 997) tomando la totalidad de la 
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empresa como unidad de referencia, como aquellas otras en las que se excedan esos 
mismos umbrales afectando a un único centro de trabajo que emplee habitualmente a 
más de 20 trabajadores”.  

 

 

7.- El “obiter dicta” del fundamento jurídico VIIº de la STS 17.10.16 “Zardoya 
Otis”. 

 

Previamente a alcanzar la anterior conclusión, suficiente para la resolución del caso (ya 
que el centro de trabajo afectado ocupaba a más de 20 empleados), el Tribunal 
Supremo considera necesario hacer, en el fundamento jurídico VII de la sentencia, una 
última consideración, “especialmente relevante”:  

 

“insistir en la circunstancia de que esa misma interpretación conforme al Derecho de 
la Unión del art. 51.1ºET obliga a entender que el concepto de centro de trabajo, a 
efectos del despido colectivo, no puede ser otro que el previsto en el art. 1.1º de la 
Directiva 98/59 (LCEur 1998, 2531) , esto es, aquel que emplea habitualmente a 
más de 20 trabajadores, al ser este último requisito cuantitativo consustancial al 
propio concepto de centro de trabajo en los términos establecidos en la Directiva, sin 
que en la norma interna haya elementos que permitan ninguna otra posible 
interpretación diferente en materia de despidos colectivos, y con independencia de la 
consideración como centro de trabajo que pudieren tener a otros efectos las 
unidades productivas de la empresa en las que estuvieren empleados un número 
menor de trabajadores.” 

 

En este fundamento jurídico VII no explicita  las razones que le llevan a concluir que el 
número mínimo de 20 empleados es “requisito cuantitativo consustancial al propio 
concepto de centro de trabajo en los términos establecidos en la Directiva”, y no el 
umbral numérico mínimo de afectación del “despido colectivo”, pero sí lo hace 
previamente, en los apartados 4º y 5º del fundamento jurídico VI, en los términos que 
analizaremos a continuación.  

 

En todo caso, el Tribunal Supremo ha aplicado la doctrina establecida en este “obiter 
dicta” en sus posteriores sentencias de  STS 13.6.17 (Urbaser) y de 14.7.19 
(Manpower), por las que se confirma la desestimación de sendas demandas sindicales 
en impugnación de despidos, que se denunciaban como colectivos por afectar a más 
de diez trabajadores, en razón que los centros de trabajo afectados ocupaban a  menos 
de 20 empleados.  

 
 

V- Una observación crítica y una discrepancia (respecto a la exigencia 
de que el centro de trabajo afectado deba emplear a más de 20 
trabajadores). 

 

La STS 17.10.16 “Zardoya Otis” me parece una sentencia bien construida y ejemplar 
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por su carácter pedagógico, en especial en lo que se refiere a como aborda la compleja 
relación entre la norma comunitaria y la norma interna de transposición, y la 
potencialidad del principio de interpretación conforme para salvar desajustes 
manifiestos entre una y otra. 

 

Compatible con ello, y como criterio estrictamente personal, me permito una 
observación crítica y una discrepancia: 

 

La observación crítica se refiere a que el Tribunal acabe manifestando que “ratifica y 
complementa” su doctrina anterior, en referencia a la STS 19.3.09, cuando es 
manifiesto que la rectifica abiertamente a la luz de la propia STJUE Rabal Cañas. De 
haber sido la misma doctrina, aquella sentencia del TS no hubiera revocado la del  TSJ 
de Canarias, que aplicó el umbral numérico del art. 51.1 ET al “centro de trabajo”. 
Llama la atención que a los órganos colegiados les siga costando admitir abiertamente 
un cambio de criterio, como si ello fuera en desdoro de  una pretendida –e imposible- 
inmutabilidad de la doctrina. No es malo –todo lo contrario- que la jurisprudencia, como 
el derecho y la vida en general evolucione y, por consiguiente, modifique su criterio. 

 

Y la discrepancia se centra en el “obiter dicta” relativo a que el número mínimo de 20 
empleados es “requisito cuantitativo consustancial al propio concepto de centro de 
trabajo en los términos establecidos en la Directiva”, lo cual impediría –en aplicación 
del umbral del art. 51.1 ET-  entender que concurra despido colectivo, aun superando el 
umbral mínimo de 10 trabajadores/as afectadas, si el centro de trabajo no emplea 
habitualmente a más 20 empleados (tal como entendieron y aplicaron las ya referidas 
STS 13.6.17 –Urbaser-  y 14.7.19 –Manpower-).  

 

La sentencia no razona –como ya he señalado anteriormente- tal afirmación en el 
fundamento jurídico 7º, pero sí lo hace previamente en los apartados 4º y 5º del 
fundamento jurídico 6º en los siguientes términos: 

 

“4º.- Conforme a la Directiva 98/59 y desde la perspectiva puramente cuantitativa, 
solo puede aplicarse la normativa del despido colectivo en los centros de trabajo que 
empleen habitualmente más de 20 trabajadores, descartando la posibilidad de 
extender estas garantías a aquellos en los que presten servicios un número inferior. 

Así lo establece claramente la antedicha STJUE al excluir los centros de trabajo 
con un menor número de trabajadores, lo que "sería contrario al objetivo perseguido 
de garantizar una protección comparable de los derechos de los trabajadores en los 
diferentes Estados miembros y, por otro lado, daría lugar a cargas muy diversas para 
las empresas obligadas a cumplir las obligaciones de información y de consulta en 
virtud de los artículos 2 a 4 de esta Directiva en función de la elección del Estado 
miembro de que se trate, lo que sería igualmente contrario al objetivo perseguido por 
el legislador de la Unión, que es equiparar las cargas en todos los Estados 
miembros". Añadiendo en el apartado 64, que "esta interpretación no sólo incluiría 
en el ámbito de aplicación de la Directiva 98/59 a un grupo de trabajadores 
afectados por un despido colectivo, sino también, dado el caso, a un único 
trabajador de un centro de trabajo -que eventualmente podría hallarse adscrito a un 
centro de trabajo de una aglomeración distinta y alejada de otros centros de trabajo 
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de la misma empresa-, lo que sería contrario al concepto de «despido colectivo» en 
el sentido habitual de dicha expresión. Además, el despido de ese trabajador único 
daría lugar a la aplicación de los procedimientos de información y consulta previstos 
en las disposiciones de la Directiva 98/59, las cuales no son adecuadas para casos 
individuales ". 

5.- El concepto de centro de trabajo al que se refiere el art. 1.1º de la Directiva 
98/59 y que impone a la legislación interna la obligación de respetar las garantías 
que caracterizan los despidos colectivos, está exclusivamente referido a los centros 
en los que presten habitualmente servicio más de 20 trabajadores, no estando 
obligado el legislador nacional a reconocerlo en favor de aquellos otros que empleen 
a un menor número, como es lógico y razonable en función de esa dimensión plural 
del despido colectivo de la que ya hemos hablado antes, que necesariamente 
requiere una mínima incidencia cuantitativa en el número de trabajadores afectados 
en función de los destinados en el concreto centro de trabajo. 

Lo contrario sería tanto como admitir que la normativa del despido colectivo fuese 
de aplicación en cualquier centro de trabajo por reducido que fuese, lo que ya hemos 
visto que niega la propia doctrina del TJUE, porque no se corresponde con lo 
dispuesto en el art. 1.1º de la Directiva 98/59 que claramente se limita a los centros 
que emplean a más de 20 trabajadores o en los que se hubieren producido un 
mínimo de 20 despidos. A salvo que la regulación interna de cada Estado pudiere 
establecer un sistema más favorable a los trabajadores en uso de la posibilidad que 
a tal efecto concede el art. 5 de la Directiva, incluyendo cualquier centro de trabajo 
con independencia del número de trabajadores destinados en el mismo, lo que no es 
el caso de nuestro art. 51.1ºET . 

Motivo por el que la STJUE de 15 de mayo de 2015 (C-392/2013, asunto "Rabal 
Cañas"), concluye en su apartado 55, que no se alcanzaban ni el umbral establecido 
en el artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), inciso i), primer guion, de la 
Directiva 98/59 , ni ningún otro umbral de aplicación establecido en el artículo 1, 
apartado 1, párrafo primero, letra a), de esta Directiva, dado que el centro de trabajo 
de Barcelona "no empleaba, durante el período de que se trata, más de 20 
trabajadores", y en esas circunstancias, "la Directiva 98/59 no impone la aplicación 
de su artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), a una situación en la que no 
concurren todos los elementos de un umbral establecido en dicha disposición", 
apartado 56”. 

 

La sentencia a la que se refieren ambos párrafos -y cuyo apartado 64 se reproduce 
parcialmente- es la STJUE Wilson de 30.4.18 (asunto C-80/14), pero de su íntegra 
lectura no he detectado afirmación o razonamiento alguno que se corresponda o 
justifique la afirmación de la STS 17.10.16 “conforme a la Directiva 98/59 y desde la 
perspectiva puramente cuantitativa, solo puede aplicarse la normativa del despido 
colectivo en los centros de trabajo que empleen habitualmente más de 20 trabajadores, 
descartando la posibilidad de extender estas garantías a aquellos en los que presten 
servicios un número inferior”. 

 

La cuestión que se sometía a la consideración del TJUE en el caso “Wilson” era 
sustancialmente diferente, en los términos que se recogen en el apartado 61 de dicha 
STJUE: “si el artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), inciso ii), de la Directiva 
98/59 exige que se tomen en consideración los despidos llevados a cabo en cada 
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centro de trabajo considerado por separado,” …o, alternativamente, “que se tomasen 
en consideración todos los despidos llevados a cabo en todos los centros de trabajo de 
una empresa ….”. Y es en relación a esta segunda interpretación –“el cómputo de 
todos los despidos llevados a cabo en todos los centros de trabajo de una empresa”- 
cuando razona -en el apartado 63- que “sería contrario al objetivo perseguido de 
garantizar una protección comparable de los derechos de los trabajadores en los 
diferentes Estados miembros y, por otro lado, daría lugar a cargas muy diversas para 
las empresas obligadas a cumplir las obligaciones de información y de consulta en 
virtud de los artículos 2 a 4 de esta Directiva en función de la elección del Estado 
miembro de que se trate, lo que sería igualmente contrario al objetivo perseguido por el 
legislador de la Unión, que es equiparar las cargas en todos los Estados miembros.”  

 

No he detectado ni en éste ni en ningún otro pronunciamientos del TJUE la ya 
reproducida afirmación  del Tribunal Supremo conforme es “requisito cuantitativo 
consustancial del centro de trabajo” el que emplee a más de 20 trabajadores, exigencia 
que sólo se explicita respecto al umbral con el epígrafe i), pero no en el epígrafe ii). 
Tampoco en la sentencia de 15.2.07 Athinaïki Chartopoïïa de obligada referencia por 
ser la primera en la que el entonces TJCE aborda el concepto “centro de trabajo” en 
referencia al despido colectivo, en momento alguno se recoge ni afirmación ni 
razonamiento que fundamente dicha tesis.   

 

Ciertamente, como ya se ha referido anteriormente, en la STJUE Rabal Cañas, 
apartados 55 y 56, se razona que “como en tal caso el centro de trabajo no empleaba, 
durante el período de que se trata, más de 20 trabajadores, no se alcanzaban ni el 
umbral establecido en el artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), inciso i), primer 
guion, de la Directiva 98/59, ni ningún otro umbral de aplicación establecido en el 
artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), de esta Directiva”, por lo que, “en 
circunstancias como las controvertidas en el litigio principal, la Directiva 98/59 no 
impone la aplicación de su artículo 1, apartado 1, párrafo primero, letra a), a una 
situación en la que no concurren todos los elementos de un umbral establecido en 
dicha disposición.” 

Pero una cosa es que la Directiva “no imponga su aplicación” a un centro de trabajo de 
menos de 20 empleados (cosa lógica, ya que carece de “eficacia directa horizontal”), y 
otra muy distinta es que prohíba a la legislación de los Estados miembros rebajar el 
número mínimo de empleados como “facultad de los Estados miembros de aplicar o de 
introducir disposiciones …más favorables para los trabajadores”, como hizo el 
legislador español respecto a las “empresas”, al rebajar el número mínimo de 
trabajadores de la “empresa” a diez.  

Y si el legislador español de 1994, al definir el umbral numérico propio, lo mejoró al 
reducir el número de empleados de la unidad de referencia (“empresa”), no veo porque 
razón, si el Tribunal Supremo ha resuelto –vía interpretativa- que dicho concepto 
integra también el de “centro de trabajo”, no deba aplicarse el mismo umbral numérico 
más favorable también al “centro de trabajo”. Ya que, en definitiva, el umbral numérico 
que deben aplicar los órganos judiciales españoles es el de la norma de transposición 
nacional, y no el de la Directiva, que es “de mínimos” y –por tanto- mejorable.  

Si la solución interpretativa  del Tribunal Supremo –en el FJ VIº de la STS Zardoya- és  
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que “la interpretación conforme de nuestra norma nacional es la que nos lleva a 
entender que su objeto no es otro que extender a la empresa la unidad de cómputo de 
los umbrales que separan el despido colectivo del objetivo, pero sin contener previsión 
alguna de la que se derive la exclusión de los centros de trabajo que reúnan esos 
mismos requisitos numéricos,” nada justifica –a mi entender- que se exijan distintos 
requisitos numéricos a la empresa (10 trabajadores empleades) y al centro de trabajo 
(más de 20 empleados).  

 

Por otra parte, la desigualdad en la exigencia del número mínimo de trabajadores 
empleados (10 trabajadores para las “empresas”, 20 para los “centros de trabajo”) no 
tiene ninguna justificación objetiva, si resulta que el parámetro de afectación -10 
trabajadores- es el mismo en ambos casos. Así, una pequeña empresa con un solo 
centro de trabajo con menos de 20 empleados se ve obligada al procedimiento de 
despido colectivo si los trabajadores afectados son más de 10, mientras que –en la 
solución interpretativa del Tribunal Supremo- no lo estaría si, con el mismo número de 
afectados, el centro de trabajo es uno más (entre diversos) de una gran empresa y no 
emplea a más de 20 trabajadores.  

 

Coadyuva a tal conclusión el principio en favor del “efecto útil” de la Directiva, esto és, 
de “favorabilidad” a la mayor protección para los trabajadores que supone la activación 
del procedimiento de despido colectivo.  
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Resolución de 27 de agosto de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acta del acuerdo de modificación del VII Convenio 
colectivo estatal del sector de fabricantes de yesos, escayolas, cales y sus 
prefabricados. Ir a texto 
 
Resolución de 10 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del Convenio colectivo del 
personal laboral del Consejo de Administración de Patrimonio Nacional. Ir a texto 
 
Resolución de 10 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del VI Convenio colectivo 
de supermercados del Grupo Eroski. Ir a texto 
 
Resolución de 10 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica el Convenio colectivo de la Federación Estatal de 
Servicios de CC.OO. Ir a texto 
 
Resolución de 10 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica la revisión salarial para el año 2019 del X Convenio 
colectivo de Compañía Española de Tabaco en Rama. Ir a texto 
 
Resolución de 10 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se corrigen errores en la de 22 de julio de 2019, por la que se registra y 
publica el Acuerdo sobre salario mínimo sectorial para 2019 derivado del V 
Acuerdo estatal sobre materias concretas y cobertura de vacíos del sector 
cementero. Ir a texto 
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AUTONÓMICA 

 

Cantabria 

 
HOSTELERIA Ir a texto 
 
 

Castilla y León 
 
Tintorerías y limpieza de ropa, Lavanderías y Planchado de Ropa. Palencia. 
RESOLUCIÓN de 30 de agosto de 2019, de la Dirección General de Trabajo y 
Prevención de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción en el 
Registro Central de Convenios Colectivos de Trabajo, y la publicación de la 
modificación del pacto sobre régimen de vacaciones y permisos del personal que 
presta servicios en centros e instituciones sanitarias del Servicio de Salud de 
Castilla y León, con las organizaciones sindicales presentes en la mesa sectorial 
del personal de las Instituciones Sanitarias Públicas. Código 78100011172013. Ir 
al texto 
 
OFICINAS Y DESPACHOS (P.) Ir a texto 
 
 

Catalunya 
 
Aparcaments municipals de Tarragona, SA. Ir a texto 
 
RESOLUCIÓ TSF/2256/2019, de 26 de juliol, per la qual es disposa la inscripció i 
la publicació del VI Conveni col·lectiu de treball d'àmbit de la Comunitat Autònoma 
de Catalunya per al sector de les bugaderies industrials 2017-2020 (codi de 
conveni núm. 79000905011995). Ir a texto 
 
Majoristes de fruites, verdures i hortalisses, plàtans i patates de la provincia de 
Barcelona. Ir al texto 
 
 

Extremadura 
 
Convenios Colectivos.- Resolución de 28 de agosto de 2019, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se ordena la inscripción en el Registro de 
Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y se dispone la publicación del texto del Convenio Colectivo de 
sector "Industrias Siderometalúrgicas de la provincia de Badajoz". Ir al texto 
 
Convenios Colectivos.- Resolución de 28 de agosto de 2019, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se ordena la inscripción en el Registro de 
Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y se dispone la publicación del Acta de fecha 14 de junio de 2019, 

https://boc.cantabria.es/boces/
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=342358
http://bocyl.jcyl.es/
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2019/09/24/pdf/BOCYL-D-24092019-13.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2019/09/24/pdf/BOCYL-D-24092019-13.pdf
https://www.diputaciondepalencia.es/system/files/bop/2019/20190906-bop-107-ordinario.pdf
http://dogc.gencat.cat/ca
https://www.dipta.cat/ebop/index.php?op=dwn&tipus=i&data=20190902&anyp=2019&num=7971&v=i
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=856872&language=ca_ES
https://bop.diba.cat/scripts/ftpisa.aspx?fnew?bop2019&09/062019000422.pdf&1
http://doe.gobex.es/
http://doe.gobex.es/ultimosdoe/mostrardoe.php?fecha=20190917
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en la que se acuerdan las tablas salariales para 2019 del Convenio Colectivo 
"Construcción y Obras Públicas de la provincia de Badajoz". Ir al texto 
 
 

Galicia 
 
SECTOR EXTRACTIVO DE LA PIEDRA NATURAL – CANTERAS. ACUERDOS 
DERIVADOS DE CONVENIOS. RESOLUCIÓN do 4 de setembro de 2019, da 
Secretaría Xeral de Emprego, pola que se dispón a inscrición no rexistro e a 
publicación, no Diario Oficial de Galicia, do acordo da comisión paritaria do VI 
convenio colectivo autonómico para o sector de pompas fúnebres. Ir al texto 
 
 

Madrid 
 
Resolución de 19 de julio de 2019, de la Dirección General de Trabajo de la 
Consejería de Economía, Empleo y Hacienda, sobre registro, depósito y 
publicación del convenio colectivo de la Empresa Municipal de Transportes de 
Madrid, S. A. (código número 28001422011982) Ir a texto 
 
 

Navarra 
 
RESOLUCIÓN 75C/2019, de 9 de agosto, de la Directora General de Política 
Económica y Empresarial y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y 
publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Convenio Colectivo del Sector 
Transporte Sanitario de Navarra. Ir al texto 
 
RESOLUCIÓN 80C/2019, de 9 de agosto, de la Directora General de Política 
Económica y Empresarial y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y 
publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de revisión salarial para 
el año 2019 del Convenio Colectivo de la empresa Fomento de Construcciones y 
Contratas, S.A. para el personal de recogida de residuos sólidos urbanos y planta 
de envases de la Mancomunidad de la Ribera. Ir al texto 
 
 

  

http://doe.gobex.es/ultimosdoe/mostrardoe.php?fecha=20190917
http://www.xunta.gal/diario-oficial-galicia/portalPublicoHome.do?fecha=20171110&ruta=%2Fsrv%2Fwww%2Fdoga%2FPublicados%2F2017%2F20171110%2FIndice214_gl.html
https://www.xunta.gal/diario-oficial-galicia/mostrarContenido.do?paginaCompleta=false&idEstado=5&rutaRelativa=true&ruta=/2019/20190918/Secciones2_gl.html
http://www.bocm.es/
http://www.bocm.es/boletin-completo/bocm-20190831/207/i.-comunidad-de-madrid/d%29-anuncios/consejer%C3%ADa-de-econom%C3%ADa%2C-empleo-y-hacienda
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
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JURISPRUDENCIA 
Tribunal Constitucional 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

DIGNIDAD Y LIBRE 
DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD 

STC 99/2019, de 18 de julio ir al texto  
 
Cuestión de inconstitucionalidad 1595-
2016. Planteada por la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo respecto al artículo 1 
de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, 
reguladora de la rectificación registral de 
la mención relativa al sexo de las 
personas. Derechos a la integridad física 
y moral, a la intimidad y a la protección 
de la salud, en relación con la dignidad 
de la persona y el libre desarrollo de su 
personalidad: inconstitucionalidad del 
precepto legal en la medida en que 
prohíbe cambiar la mención registral del 
sexo y nombre a los menores de edad 
con suficiente madurez y que se 
encuentren en una situación estable de 
transexualidad. Voto particular.  
 
Sobre el libre desarrollo de la 
personalidad: La propia identidad, dentro 

de la cual se inscriben aspectos como el 
nombre y el sexo, es una cualidad 
principal de la persona humana. 
Establecer la propia identidad no es un 
acto más de la persona, sino una 
decisión vital, en el sentido que coloca al 
sujeto en posición de poder desenvolver 
su propia personalidad. Cualquiera que 
se vea obligado a vivir a la luz del 
Derecho conforme a una identidad 
distinta de la que le es propia sobrelleva 
un lastre que le condiciona de un modo 
muy notable en cuanto a la capacidad 
para conformar su personalidad 
característica y respecto a la posibilidad 
efectiva de entablar relaciones con otras 
personas.  
 
(Cita doctrina TEDH: STEDH 10 marzo 
2015, Caso Y.Y c. Turquía, F.57; y 
STEDH 6 abril 2017, Caso A.P Garçon y 
Nicot c. Francia.) 
(...) 
 
 En conclusión, el precepto legal 
cuestionado, en la medida que no permite 
a quien no reúna el requisito de mayoría 
de edad decidir autónomamente acerca 
de un aspecto esencial de su identidad, 
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tiene una incidencia restrictiva sobre los 
efectos que se derivan de la clausula de 
libre desarrollo de la personalidad ex art. 
10.1 CE.  
 
Sobre la intimidad: la falta de 
equivalencia entre el sexo atribuido al 
nacer, que es el que accede 
originariamente al registro civil, y el que 
un individuo percibe como suyo es una 
de esas circunstancias particularmente 
relevantes que la persona tiene derecho 
a proteger del conocimiento ajeno. Ello se 
debe a que esa reserva constituye un 
medio eficaz de que aparezca como 
único y verdadero sexo el segundo de 
ellos –el percibido por el sujeto– y, en 
consecuencia, no transcienda al 
conocimiento publico su condición de 
transexual. La norma impugnada también 
afecta a la intimidad personal ex art. 18.1 
CE, a lo que debe añadirse que se trata 
de una profunda intromisión en ese 
derecho fundamental ya que se refiere a 
una circunstancia relativa al circulo más 
interno de la persona.  
 
Sobre la integridad física y moral y el 
derecho a la salud: el Tribunal no 
considera que la norma impugnada 
afecte a los otros dos bienes jurídicos de 
relevancia constitucional a que alude el 
auto de planteamiento. 
 
Sobre la proporcionalidad de la medida:  
 
- concurre interés legítimo: cabe admitir 
que el interés superior del menor 
inherente a algunas de las previsiones 
del art. 39 CE es, considerado en 
abstracto, un bien constitucional 
suficientemente relevante para motivar la 
adopción de medidas legales que 
restrinjan derechos y principios 
constitucionales.  

 
- juicio de proporcionalidad:  
 

a) Idoneidad: concurre porque excluir 
al menor de edad de esa opción, si 
bien supone para él una restricción 
en los derechos y principios 
constitucionales antes indicados, 
se justifica en la mejor salvaguarda 
de su interés, pues se le evitan las 
serias consecuencias negativas 
que podrían seguirse de una 
decisión precipitada.  

b) Necesidad: medida alternativa 
menos gravosa considerada por el 
órgano remitente es aquella en 
que la exigencia de la mayoría de 
edad no se proyectase sobre los 
menores de edad «con madurez 
suficiente» y que se encuentren 
«en situación estable de 
transexualidad».  

c) Proporcionalidad en sentido 
estricto: no concurre. 

 
De este modo, el art. 1.1 de la Ley 
3/2007, en la medida que se aplica 
también a los supuestos normativos 
indicados en el auto de planteamiento, 
sin habilitar un cauce de individualización 
de aquellos menores de edad con 
«suficiente madurez» y en una «situación 
estable de transexualidad» y sin prever 
un tratamiento especifico para estos 
supuestos, constituye una medida legal 
que restringe los principios y derechos 
constitucionales que venimos 
considerando de un modo 
desproporcionado, dado que los 
perjuicios para los mismos claramente 
sobrepasan las menores necesidades de 
tutela especial que se manifiestan en 
estas categorías especificas de menores 
de edad, por lo que procede declarar su 
inconstitucionalidad.  
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JURISPRUDENCIA 
 Tribunal Supremo 

 
 

 
 
 
 
 
 

COSA JUZGADA 

STS 11/07/2019 ir al buscador 
 
Id Cendoj: 28079140012019100561 
No de Recurso: 77/2018  
No de Resolución: 572/2019   
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  
 
Resumen: Cosa juzgada/Litispendencia.: 
Se casa y anula la sentencia de la AN que 
apreció indebidamente litispendencia en 
un proceso de conflicto colectivo en que 
se solicita que se declare no ajustado a 
derecho un precepto de un Convenio 
colectivo, respecto de otro proceso de 
conflicto colectivo pendiente sobre la 
interpretación (que no ilegalidad), del 
mismo precepto.  
 
El art. 400.2 de la LEC lo que dispone es 
que los fundamentos jurídicos que 
pudieron invocarse en un proceso no 
pueden serlo en otro posterior. Eso no es 
lo que realmente sucede en este caso 
porque lo que está planteando la parte 
actora es que se inaplique por ilegal un 
precepto del convenio colectivo. Y tal 
petición no es de interpretación de la 

norma, sino de su ilegalidad de forma 
que, de estimarse tal pretensión, el 
órgano judicial debería dar traslado al 
Ministerio Fiscal para que actuase de 
conformidad con lo que dispone el art. 
163. 4 de la LRJS, circunstancia que no 
se produce cuando el ámbito del proceso 
de conflicto colectivo se ciñe a la 
interpretación de un precepto 
convencional.  
 
Aunque la pretensión de interpretación de 
la norma convencional se articule por la 
misma vida de conflicto colectivo que la 
seguida en la pretensión de que se 
declare no ajustado a derecho el art. 161 
del Convenio Colectivo no obliga a la 
parte a tener que plantear una y otra en el 
mismo momento procesal cuando son 
autónomas, independientes y con un 
efecto y alcance sustancialmente 
diferente. Es evidente que, en el anterior 
proceso de conflicto colectivo, la parte 
actora pudo basar su pretensión en la 
inaplicación del art. 161 del Convenio 
Colectivo , tal y como le permite el art. 
163.4 de la LRJS , y no centrarlo solo en 
una interpretación del mismo, pero es lo 
cierto que, aunque pudiera haberse 
planteado, la realidad es que no fue 
llevada al proceso y, en consecuencia, no 
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fue entonces objeto de enjuiciamiento -tal 
y como la propia sentencia de la Sala de 
la AN indicó entonces-. No debemos 
olvidar que el art. 25 de la LRJS no obliga 
al actor a acumular en su demanda 
cuantas acciones le competan contra el 
demandado, aunque procedan de 
diferentes títulos, sino que la acumulación 
de acciones se configura como un 
derecho de la parte.  
 
Por tanto, al plantear ahora la ilegalidad 
de un precepto del convenio colectivo no 
se infringe la seguridad jurídica que 
protege el art. 400.2 de la LEC. 
 
 
 

DESPIDO COLECTIVO 

STS 17/07/2019 ir al buscador 
 
Roj: STS 2782/2019 - ECLI: ES:TS: 
2019:2782  
No de Recurso: 66/2019  
No de Resolución: 593/2019    
 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  
 
Resumen: despido colectivo: competencia 
objetiva: inexistencia de despido colectivo 
en fraude o despido de hecho, sin que se 
superen los umbrales del art.51.1 ET  en 
el momento del inicio del período de 
consultas. Se declara la Incompetencia de 
la Sala de lo Social del TSJ de Cantabria 
y la inadecuación del procedimiento de 
despido colectivo, remitiendo a las partes 
para la impugnación del acuerdo 
alcanzado en período de consultas de 
24.01.2018 a la acción de conflicto 
colectivo, ante el Juzgado de lo Social 
correspondiente 
 
 
 

DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE GÉNERO 

STS 16/07/2019 ir al buscador 
Roj: STS 2778/2019 - ECLI: ES:TS: 
2019:2778  
Id Cendoj: 28079140012019100547 
No de Recurso: 69/2018  
No de Resolución: 589/2019   
 
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 
ASTABURUAGA  
 
Resumen: Discriminación por razón de 
género: existente: Revoca la sentencia de 
la Sala Social de la AN, que desestimó la 
demanda de conflicto en la que se pedía 
que se declarase "Contraria a derecho la 
practica empresarial consistente en no 
computar como horas efectivamente 
trabajadas a los efectos de devengo del 
Complemento Personal de Adaptación 
Variable las ausencias al servicio de los 
controladores aéreos por causa de 
maternidad, paternidad, riesgo durante el 
embarazo, riesgo durante la lactancia, 
adopción o acogimiento, declarando el 
derecho de los afectados al abono de las 
diferencias retributivas que de ello se 
deriven".  
 
El TS considera que para garantizar la 
igualdad de trato y oportunidades y evitar 
toda discriminación de la persona 
trabajadora que se ha acogido a uno de 
los permisos parentales anteriormente 
examinados, respecto a las que no han 
utilizado tales permisos, se ha de concluir 
que la practica empresarial de no 
considerar dicho periodo como horas 
trabajadas, a efectos del devengo del 
complemento CPAV es discriminatoria, lo 
que conlleva la estimación del recurso en 
este concreto extremo.  
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JURISPRUDENCIA 
 
 

Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea 

 
 
 
 

 
 
ASISTENCIA SANITARIA TRANSFRONTERIZA 

STJUE 18/09/2019 ir al texto 
 

«Procedimiento prejudicial — Asistencia sanitaria transfronteriza — Directiva 
2011/24/UE — Artículos 3, letra k), y 11, apartado 1 — Receta — Concepto — 
Reconocimiento de una receta extendida en otro Estado miembro por una persona 
facultada — Requisitos — Libre circulación de mercancías — Prohibición de las 
medidas de efecto equivalente a restricciones cuantitativas a la exportación — Artículos 
35 TFUE y 36 TFUE — Restricción a la dispensación por una farmacia de 
medicamentos sujetos a receta médica — Orden de pedido extendida en otro Estado 
miembro — Justificación — Protección de la salud y la vida de las personas — 
Directiva 2001/83/CE — Artículo 81, párrafo segundo — Abastecimiento de 
medicamentos a la población de un Estado miembro» 
 
En el asunto C-222/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Fővárosi Közigazgatási és 
Munkaügyi Bíróság (Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social de la 
Capital, Hungría), mediante resolución de 8 de marzo de 2018, recibida en el Tribunal 
de Justicia el 28 de marzo de 2018, en el procedimiento entre VIPA Kereskedelmi és 
Szolgáltató Kft. 
 
El Tribunal de Justicia (Sala Quinta) declara: 
 
Los artículos 3, letra k), y 11, apartado 1, de la Directiva 2011/24/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2011, relativa a la aplicación de los derechos 
de los pacientes en la asistencia sanitaria transfronteriza, deben interpretarse en el 
sentido de que no se oponen a una normativa de un Estado miembro que no permite a 
una farmacia del mismo dispensar medicamentos sujetos a receta médica mediante 
una orden de pedido en caso de que esta haya sido extendida por un profesional 
sanitario facultado para prescribir medicamentos y ejercer su actividad en otro Estado 
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miembro, mientras que esa dispensación está permitida en caso de que la orden de 
pedido la haya extendido un profesional sanitario facultado para ejercer su actividad en 
ese primer Estado miembro, debiendo precisarse que, de conformidad con la referida 
normativa, dichas órdenes de pedido no incluyen el nombre del paciente. 
 
Los artículos 35 TFUE y 36 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se 
oponen a una normativa de un Estado miembro como esta, siempre que esté justificada 
por el objetivo de proteger la salud y la vida de las personas, sea adecuada para 
garantizar la consecución de dicho objetivo y no vaya más allá de lo necesario para 
alcanzarlo, extremos que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente. 
 
 

CONTRATACIÓN PÚBLICA 

STJUE 25/09/2019 ir al texto 
 
Procedimiento prejudicial — Artículos 49 TFUE y 56 TFUE — Contratación pública — 
Directiva 2014/24/UE — Artículo 71 — Subcontratación — Normativa nacional que 
limita la posibilidad de subcontratación al 30 % del importe total del contrato» 
 
En el asunto C-63/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunale amministrativo regionale 
per la Lombardia (Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo de Lombardía, 
Italia), mediante resolución de 13 de diciembre de 2017, recibida en el Tribunal de 
Justicia el 1 de febrero de 2018, en el procedimiento entre Vitali SpA y Autostrade per 
l’Italia SpA, el Tribunal de Justicia (Sala Quinta) declara: 
 
La Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 
2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE, en su 
versión modificada por el Reglamento Delegado (UE) 2015/2170 de la Comisión, de 24 
de noviembre de 2015, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una 
normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que limita al 30 % la 
parte del contrato que el licitador puede subcontratar con terceros. 
 
 

LIBRE CIRCULACIÓN DE TRABAJADORES 

STJUE 12/09/2019 ir al texto 
 
«Procedimiento prejudicial — Artículo 56 TFUE — Libre prestación de servicios — 
Desplazamiento de trabajadores — Conservación y traducción de la documentación 
salarial — Permiso de trabajo — Sanciones — Proporcionalidad — Multas de un 
importe mínimo predefinido — Acumulación — Inexistencia de límite máximo — Costas 
judiciales — Pena sustitutiva de privación de libertad» 
 
En los asuntos acumulados C-64/18, C-140/18, C-146/18 y C-148/18, que tienen por 
objeto las peticiones de decisión prejudicial planteadas, con arreglo al artículo 
267 TFUE, por el Landesverwaltungsgericht Steiermark (Tribunal Regional de lo 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=218281&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=701367
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=217671&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=162461
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Contencioso-Administrativo de Estiria, Austria), mediante resoluciones de 25 de enero 
de 2018 (C-64/18), 31 de enero de 2018 (C-140/18) y 16 de febrero de 2018 (C-146/18 
y C-148/18), recibidas en el Tribunal de Justicia el 1 de febrero de 2018 (C-64/18), el 22 
de febrero de 2018 (C-140/18) y el 23 de febrero de 2018 (C-146/18 y C-148/18), en los 
procedimientos entre Zoran Maksimovic (C-64/18), Y OTROS el Tribunal de Justicia 
(Sala Sexta) declara: 
 
El artículo 56 TFUE debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa 
nacional como la controvertida en el litigio principal, que, en caso de incumplimiento de 
las obligaciones de Derecho laboral relativas a la obtención de autorizaciones 
administrativas y a la conservación de documentos salariales, prevé la imposición de 
multas: 
 

 que no pueden ser inferiores a un importe predefinido; 

 que se imponen de forma acumulativa para cada trabajador afectado y sin límite 
máximo; 

 a las que se añade una contribución a las costas del procedimiento de hasta el 
20 % de su importe en caso de desestimación del recurso interpuesto contra la 
decisión por la que se imponen, y 

 que se convierten en penas privativas de libertad por falta de pago. 
 
 

PERMISO PARENTAL 

STJUE 18/09/2019 ir al texto 
 
Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2010/18/UE — Acuerdo marco 
revisado sobre el permiso parental — Normativa nacional que supedita la concesión del 
permiso parental a la reducción de la jornada laboral, con una disminución proporcional 
del salario — Trabajo a turnos con un horario variable — Solicitud del trabajador para 
realizar su trabajo con un horario fijo a fin de ocuparse de sus hijos menores 
de edad — Directiva 2006/54/CE — Igualdad de oportunidades e igualdad de trato 
entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación — Discriminación 
indirecta — Inadmisibilidad parcial» 
 
En el asunto C-366/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Social n.º 33 de 
Madrid, mediante auto de 29 de mayo de 2018, recibido en el Tribunal de Justicia el 5 
de junio de 2018, en el procedimiento entre José Manuel Ortiz Mesonero y UTE Luz 
Madrid Centro, el Tribunal de Justicia (Sala Sexta) declara: 
 
La Directiva 2010/18/UE del Consejo, de 8 de marzo de 2010, por la que se aplica el 
Acuerdo marco revisado sobre el permiso parental, celebrado por BUSINESSEUROPE, 
la UEAPME, el CEEP y la CES, y se deroga la Directiva 96/34/CE, debe interpretarse 
en el sentido de que no se aplica a una normativa nacional como la controvertida en el 
litigio principal, que establece el derecho del trabajador a reducir su jornada ordinaria 
de trabajo para atender el cuidado directo de menores o familiares a su cargo, con una 
disminución proporcional de su salario, sin que pueda acogerse, cuando su régimen de 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=217867&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=169165
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trabajo habitual es un régimen de turnos con un horario variable, a un horario de trabajo 
fijo manteniendo su jornada ordinaria de trabajo. 
 
 

PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN POR 
DISCAPACIDAD 

STJUE 11/09/2019 ir al texto 
 
Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de trato 
en el empleo y la ocupación — Artículo 2, apartado 2, letra b), inciso ii), y artículo 5 — 
Prohibición de toda discriminación por motivos de discapacidad — Trabajador 
especialmente sensible a los riesgos derivados del trabajo, en el sentido del Derecho 
nacional — Existencia de una “discapacidad” — Despido por causas objetivas basado 
en criterios de productividad, polivalencia en los puestos de trabajo de la empresa y 
absentismo — Desventaja particular para las personas con discapacidad — 
Discriminación indirecta — Ajustes razonables — Persona que no sea competente o no 
esté capacitada o disponible para desempeñar las tareas fundamentales del puesto de 
que se trate» 
 
En el asunto C–397/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Social n.º 3 de 
Barcelona, mediante auto de 30 de mayo de 2018, recibido en el Tribunal de Justicia el 
15 de junio de 2018, en el procedimiento entre DW y Nobel Plastiques Ibérica, S.A., 
con intervención de: Fondo de Garantía Salarial (Fogasa), Ministerio Fiscal, el Tribunal 
de Justicia (Sala Primera) declara: 
 
1) La Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 

establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación, debe interpretarse en el sentido de que el estado de salud de un 
trabajador reconocido como especialmente sensible a los riesgos derivados del 
trabajo, en el sentido del Derecho nacional, que no permite al trabajador 
desempeñar determinados puestos de trabajo al suponer un riesgo para su propia 
salud o para otras personas, solo está comprendido en el concepto de 
«discapacidad», en el sentido de dicha Directiva, en caso de que ese estado de 
salud implique una limitación de la capacidad derivada, en particular, de dolencias 
físicas, mentales o psíquicas a largo plazo que, al interactuar con diversas 
barreras, pueden impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se 
trate en la vida profesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores. 
Corresponde al órgano jurisdiccional nacional comprobar si en el asunto principal 
concurren tales requisitos. 
 

2) El artículo 2, apartado 2, letra b), inciso ii), de la Directiva 2000/78 debe 
interpretarse en el sentido de que el despido por «causas objetivas» de un 
trabajador con discapacidad debido a que este cumple los criterios de selección 
tomados en consideración por el empresario para determinar a las personas que 
van a ser despedidas, a saber, presentar una productividad inferior a un 
determinado nivel, una menor polivalencia en los puestos de trabajo de la empresa 
y un elevado índice de absentismo, constituye una discriminación indirecta por 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=217624&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=13899036
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motivos de discapacidad, en el sentido de dicha disposición, a no ser que el 
empresario haya realizado previamente con respecto a ese trabajador ajustes 
razonables, en el sentido del artículo 5 de la misma Directiva, a fin de garantizar la 
observancia del principio de igualdad de trato en relación con las personas con 
discapacidades, extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional 
nacional. 

 
 

PROTECCIÓN DE DATOS 

 STJUE 24/09/2019  ir al texto 
 
«Procedimiento prejudicial — Datos personales — Protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de estos datos — Directiva 95/46/CE — Reglamento 
(UE) 2016/679 — Motores de búsqueda en Internet — Tratamiento de los datos que 
figuran en páginas web — Categorías especiales de datos contempladas en el artículo 
8 de la Directiva y en los artículos 9 y 10 del Reglamento — Aplicabilidad de estos 
artículos al gestor de un motor de búsqueda — Alcance de las obligaciones del gestor 
en relación con dichos artículos — Publicación de los datos en páginas web con fines 
exclusivamente periodísticos o de expresión artística o literaria — Incidencia en el 
tratamiento de una solicitud de retirada de enlaces — Artículos 7, 8 y 11 de la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea» 
 
En el asunto C-136/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Conseil d’État (Consejo de Estado, 
actuando como Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo, Francia), mediante 
resolución de 24 de febrero de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 15 de marzo 
de 2017, en el procedimiento entre GC, AF, BH, ED, y Commission nationale de 
l’informatique et des libertés (CNIL), n virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia 
(Gran Sala) declara: 
 
1)      El artículo 8, apartados 1 y 5, de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos, debe interpretarse en el sentido de que la prohibición o las restricciones relativas 
al tratamiento de las categorías especiales de datos personales a las que se refiere 
esta disposición se aplican, sin perjuicio de las excepciones establecidas en esta 
Directiva, al gestor de un motor de búsqueda en el marco de sus responsabilidades, de 
sus competencias y de sus posibilidades en cuanto responsable del tratamiento 
realizado durante la actividad de ese motor a raíz de la comprobación a la que deberá 
proceder ese gestor, bajo el control de las autoridades nacionales competentes, tras 
recibir una solicitud presentada por el interesado. 
 
2)      El artículo 8, apartados 1 y 5, de la Directiva 95/46 debe interpretarse en el 
sentido de que, en su virtud, el gestor de un motor de búsqueda está obligado, en 
principio, sin perjuicio de las excepciones establecidas en esta Directiva, a estimar las 
solicitudes de retirada de enlaces que dirigen a páginas web en las que figuran datos 
personales comprendidos en las categorías especiales a las que se refiere esta 
disposición. 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=218106&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=701367


 

 

 
74 

El artículo 8, apartado 2, letra e), de la Directiva 95/46 debe interpretarse en el sentido 
de que, con arreglo a él, tal gestor puede negarse a estimar una solicitud de retirada de 
enlaces cuando compruebe que los enlaces controvertidos dirigen a contenidos que 
incluyen datos personales comprendidos en las categorías especiales a las que se 
refiere el artículo 8, apartado 1, pero cuyo tratamiento está amparado por la excepción 
establecida en el citado artículo 8, apartado 2, letra e), siempre que ese tratamiento 
cumpla los demás requisitos de legalidad exigidos por esta Directiva y salvo que el 
interesado tenga derecho, en virtud del artículo 14, párrafo primero, letra a), de dicha 
Directiva, a oponerse a tal tratamiento por razones legítimas propias de su situación 
particular. 
 
Las disposiciones de la Directiva 95/46 deben interpretarse en el sentido de que el 
gestor de un motor de búsqueda que reciba una solicitud de retirada de un enlace que 
dirige a una página web en la que se publican datos personales comprendidos en las 
categorías especiales a las que se refiere el artículo 8, apartados 1 y 5, de esta 
Directiva deberá comprobar, basándose en todos los elementos pertinentes del caso 
concreto y teniendo en cuenta la gravedad de la injerencia en los derechos 
fundamentales del interesado al respeto de la vida privada y a la protección de los 
datos personales consagrados en los artículos 7 y 8 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, a la luz de los motivos de interés público 
importantes a los que se refiere el artículo 8, apartado 4, de dicha Directiva y 
respetando los requisitos establecidos en esta disposición, si la inclusión de dicho 
enlace en la lista de resultados obtenida tras una búsqueda efectuada a partir del 
nombre del interesado es estrictamente necesaria para proteger la libertad de 
información de los internautas potencialmente interesados en acceder a esa página 
web mediante tal búsqueda, libertad consagrada en el artículo 11 de la Carta. 
 
3)      Las disposiciones de la Directiva 95/46 deben interpretarse en el sentido de que: 
 

– por un lado, los datos sobre un procedimiento judicial del que es objeto una 
persona física y, en su caso, sobre la condena que se derive de tal procedimiento 
constituyen datos relativos a las «infracciones» y a las «condenas penales», en el 
sentido del artículo 8, apartado 5, de la Directiva 95/46, y 
 

– por otro lado, el gestor de un motor de búsqueda está obligado a estimar una 
solicitud de retirada de enlaces que dirigen a páginas web en las que figuran tales 
datos cuando estos se refieran a una etapa anterior del procedimiento judicial de 
que se trate y, habida cuenta del desarrollo de este, ya no se ajusten a la 
situación actual, en la medida en que se constate, en el marco de la 
comprobación de los motivos de interés público importantes a los que se refiere el 
artículo 8, apartado 4, de dicha Directiva que, a la luz del conjunto de 
circunstancias del caso concreto, los derechos fundamentales del interesado, 
garantizados por los artículos 7 y 8 de la Carta, prevalecen sobre los de los 
internautas potencialmente interesados, protegidos por el artículo 11 de la Carta. 

 

 
STJUE 24/09/2019 ir al texto 
 
«Procedimiento prejudicial — Datos personales — Protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de estos datos — Directiva 95/46/CE — Reglamento 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=218105&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=701367
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(UE) 2016/679 — Motores de búsqueda en Internet — Tratamiento de los datos que 
figuran en páginas web — Alcance territorial del derecho a la retirada de enlaces» 
 
En el asunto C-507/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Conseil d’État (Consejo de Estado, 
actuando como Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo, Francia), mediante 
resolución de 19 de julio de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 21 de agosto de 
2017, en el procedimiento entre Google LLC, que se ha subrogado en los derechos de 
Google Inc., y Commission nationale de l’informatique et des libertés (CNIL) 
 
l Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 
 
Los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección 
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos, y el artículo 17, apartado 1, del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46 (Reglamento general de protección de datos), deben interpretarse en el sentido 
de que, cuando el gestor de un motor de búsqueda estime una solicitud de retirada de 
enlaces en virtud de estas disposiciones, estará obligado a proceder a dicha retirada no 
en todas las versiones de su motor, sino en las versiones de este que correspondan al 
conjunto de los Estados miembros, combinándola, en caso necesario, con medidas 
que, con pleno respeto de las exigencias legales, impidan de manera efectiva o, al 
menos, dificulten seriamente a los internautas que efectúen una búsqueda a partir del 
nombre del interesado desde uno de los Estados miembros el acceso, a través de la 
lista de resultados que se obtenga tras esa búsqueda, a los enlaces objeto de la 
solicitud de retirada. 
 

 

SEGURIDAD SOCIAL DE TRABAJADORES 
MIGRANTES  

STJUE 04/09/2019 ir al texto 
 
«Procedimiento prejudicial — Seguridad social — Trabajadores migrantes — Normas 
de la Unión Europea sobre la conversión de monedas — Reglamento (CE) 
n.º 987/2009 — Decisión n.º H3 de la Comisión Administrativa de Coordinación de los 
Sistemas de Seguridad Social — Cálculo del complemento diferencial de las 
prestaciones familiares debido a un trabajador residente en un Estado miembro que 
trabaja en Suiza — Determinación de la fecha de referencia del tipo de conversión» 
 
En el asunto C-473/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Finanzgericht Baden-Württemberg 
(Tribunal de lo Tributario de Baden-Wurtemberg, Alemania), mediante resolución de 17 
de mayo de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 20 de julio de 2018, en el 
procedimiento entre GP y Bundesagentur für Arbeit — Familienkasse Baden-
Württemberg West, el Tribunal de Justicia (Sala Octava) declara: 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=217464&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=12013720
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1) Por lo que respecta a la conversión monetaria de una prestación por hijo a cargo 

para determinar la cuantía de un eventual complemento diferencial derivado del 
artículo 68, apartado 2, del Reglamento (CE) n.º 883/2004 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de 
seguridad social, en su versión modificada por el Reglamento (CE) n.º 988/2009 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, la aplicación y la 
interpretación del artículo 90 del Reglamento (CE) n.º 987/2009 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, por el que se adoptan las 
normas de aplicación del Reglamento n.º 883/2004, así como de la Decisión n.º H3 
de la Comisión Administrativa de Coordinación de los Sistemas de Seguridad Social, 
de 15 de octubre de 2009, relativa a la fecha que debe tenerse en cuenta para 
determinar los tipos de conversión del artículo 90 del Reglamento n.º 987/2009, no 
se ven afectadas por el hecho de que dicha prestación se pague en francos suizos 
por una institución suiza. 

2) La Decisión n.º H3 de 15 de octubre de 2009 debe interpretarse en el sentido de que 
procede aplicar su apartado 2 a la conversión de las monedas en las que estén 
expresadas las prestaciones por hijo a cargo a fin de determinar la cuantía de un 
eventual complemento diferencial derivado del artículo 68, apartado 2, del 
Reglamento n.º 883/2004, en su versión modificada por el Reglamento n.º 988/2009. 

3) El apartado 2 de la Decisión n.º H3 de 15 de octubre de 2009 debe interpretarse en 
el sentido de que, en una situación como la del litigio principal, el concepto de «día 
en que la institución realice la operación», en el sentido de dicha disposición, se 
refiere al día en que la institución competente del Estado de empleo realice el pago 
de la prestación familiar en cuestión. 

 
 
STJUE 18/09/2019 ir al texto 
«Procedimiento prejudicial — Seguridad social — Trabajadores migrantes — 
Reglamento (CE) n.º 987/2009 — Artículo 60 — Prestaciones familiares — Derecho al 
pago de la diferencia entre el importe de la prestación parental concedida por el Estado 
miembro prioritariamente competente y la prestación por cuidado de hijos concedida 
por el Estado miembro competente a título subsidiario» 
 
En el asunto C-32/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Oberster Gerichtshof (Tribunal 
Supremo de lo Civil y Penal, Austria), mediante resolución de 20 de diciembre de 2017, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 18 de enero de 2018, en el procedimiento entre 
Tiroler Gebietskrankenkasse y Michael Moser, el Tribunal de Justicia (Sala Octava) 
declara: 
 
1)      El artículo 60, apartado 1, segunda frase, del Reglamento (CE) n.º 987/2009 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, por el que se 
adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) n.º 883/2004, sobre la 
coordinación de los sistemas de seguridad social, debe interpretarse en el sentido de 
que la obligación, establecida en esta disposición, de tener en cuenta, a efectos de 
determinar el alcance del derecho a las prestaciones familiares de una persona, a 
«toda la familia como si todos sus miembros estuvieran sujetos a la legislación del 
Estado miembro considerado» se aplica tanto en el supuesto de que las prestaciones 
se concedan con arreglo a la legislación que se haya determinado como prioritaria en 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=217866&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=169165
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virtud del artículo 68, apartado 1, letra b), inciso i), del Reglamento (CE) n.º 883/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación 
de los sistemas de seguridad social, como en el supuesto de que las prestaciones se 
adeuden de conformidad con otra u otras legislaciones. 
 
2)      El artículo 68 del Reglamento n.º 883/2004 debe interpretarse en el sentido de 
que el importe del complemento diferencial que debe concederse a un trabajador en 
virtud de la legislación de un Estado miembro competente a título subsidiario, conforme 
a este artículo, debe calcularse en función de la renta efectivamente percibida por el 
trabajador en su Estado de empleo. 
 

 
STJUE 19/09/2019  
ir al texto 
Procedimiento prejudicial — Seguridad social de los trabajadores migrantes — 
Reglamento (CEE) n.º 1408/71 — Artículo 13 — Legislación aplicable — Residente de 
un Estado miembro comprendido en el ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) 
n.º 1408/71 — Prestación relativa al régimen de seguro de vejez o a las prestaciones 
familiares — Estado miembro de residencia y Estado miembro de empleo — 
Denegación» 
 
En los asuntos acumulados C-95/18 y C-96/18, que tienen por objeto sendas peticiones 
de decisión prejudicial planteadas, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Hoge Raad 
der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos), mediante resoluciones de 2 
de febrero de 2018, recibidas en el Tribunal de Justicia el 9 de febrero de 2018, en los 
procedimientos entre Sociale Verzekeringsbank 
 
El Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) declara: 
 
1)      Los artículos 45 TFUE y 48 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se 
oponen a una legislación de un Estado miembro en virtud de la cual un trabajador 
migrante que reside en el territorio de dicho Estado miembro y que, con arreglo al 
artículo 13 del Reglamento (CEE) n.º 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, 
relativo a la aplicación de los regímenes de seguridad social a los trabajadores por 
cuenta ajena, a los trabajadores por cuenta propia y a los miembros de sus familias que 
se desplazan dentro de la Comunidad, en su versión modificada y actualizada por el 
Reglamento (CE) n.º 118/97 del Consejo, de 2 de diciembre de 1996, a su vez 
modificado por el Reglamento (CE) n.º 1992/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 18 de diciembre de 2006, está sometido a la legislación en materia de 
seguridad social del Estado miembro de empleo, no está afiliado a la seguridad social 
del Estado miembro de residencia, aun cuando la legislación del Estado miembro de 
empleo no confiera a ese trabajador ningún derecho a una pensión de vejez o a 
prestaciones familiares. 
 
2)      El artículo 13 del Reglamento n.º 1408/71, en su versión modificada y actualizada 
por el Reglamento n.º 118/97, a su vez modificado por el Reglamento n.º 1992/2006, 
debe interpretarse en el sentido de que se opone a que un Estado miembro en cuyo 
territorio reside un trabajador migrante y que no es competente en virtud de dicho 
artículo supedite la concesión del derecho a una pensión de vejez a dicho trabajador 
migrante a una obligación de afiliación que implique el pago de cotizaciones. 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=217903&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=169165
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JURISPRUDENCIA 
Juzgados de lo Social 
 

 
 
 
 

MEJORA DE PRESTACIONES Y 
CONCILIACIÓN  

Sentencia del Juzgado de lo Social nº1 de Madrid. Ir al texto 

 

VOCES. MEJORA DE PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL. 

ADOMINISTRACION PÚBLICA. LEYES PRESUPUESTARIAS.  

 

 

Resumen: se aborda una cuestión jurídica, relativa a una mejora voluntaria 

de una empresa, que fue suprimida como consecuencia de una ley 

autonómica de restricción presupuestaria.  

La mejora se refería a casos en que se reconociesen prestaciones de la 

seguridad social, de forma que la empresa, a través de una aseguradora, 

abonaría una cantidad adicional a los trabajadores que resultaran 

perceptores. La supresión se notificó a los trabajadores, para darles opción 

de poder suscribir el seguro de forma individual (a su cargo). 

Sin embargo, no se notificó a la demandante, porque se encontraba fuera 

de la empresa por despido. Este fue declarado nulo, y cuando se 

reincorporó, nada se le comunicó tampoco.  

La demandante sufrió un ictus que dio lugar a una prestación de 

incapacidad absoluta y la empresa no le reconoció la mejora. Se llega a la 

conclusión de que tiene derecho a la misma.    
 

 

 

https://drive.google.com/file/d/1fNDQUHGloGUzzw4kvIyrEIIw2t6sO707/view
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Sentencia del Juzgado de lo Social nº 2 de Sabadell. Ir al texto 

 

VOCES. CONCILIACIÓN VIDA LABORAL Y FAMILIAR. TRABAJO A TURNOS. 

JORNADA REDUCIDA POR RAZONES FAMILIARES. 

 

RESUMEN: Resuelve la solicitud de un cambio de turno de un trabajador, 

entrando a analizar la actual redacción del art. 34.8 del ET, en el sentido de 

que no concede un derecho automático e incondicional, sino que, ante la 

falta de regulación en el convenio colectivo que resulte de aplicación, 

debe someterse a una previa negociación con la empresa, y, en caso de 

discrepancia, como aquí ocurre, a su ponderación judicial. Debiendo estar 

a las circunstancias específicas de cada supuesto, de manera 

individualizada. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

https://drive.google.com/file/d/1O3ibr70OlIfrVfnW_mURMZLjZ6vb5PMD/view
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JURISPRUDENCIA 
  Tribunal Superior de Justicia 

País Vasco 
 
 

 

DISCRIMINACIÓN 

STC 56/2019, de 6 de mayo. Ir al texto 

 
VOCES: CONTRATO LABORAL TEMPORAL. INTERINIDAD POR VACANTE. 

INDEMNIZACIÓN. DISCRIMINACIÓN. 

 

 

Resumen: contrato laboral temporal abusivo Contrato de interinidad por vacante. 

Indemnización a su finalización. Duración inusualmente larga. Contratación prolongada 

abusivamente. Discriminación por el reconocimiento de indemnización en relación con 

los trabajadores fijos.  
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http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://drive.google.com/file/d/1CiubfEx-4G_-M6ujxSv0DBihtg25Bhws/view
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL 

TRABAJO 
 
 
 
 

OIT NEWS 
 
 
En la economía del cuidado, el término “no remunerado” no equivale a “sin valor” Ir a 
texto 
 
La OIT acoge con beneplácito el compromiso del G20 de formular políticas sobre el 
futuro del trabajo centradas en el ser humano 
 
Los ministros de trabajo y empleo del G20 han adoptado una declaración a favor de 
la formulación de políticas sobre el mundo del trabajo centradas en el ser humano. El 
Director General de la OIT, que participó en la reunión del Grupo celebrada en 
Japón, acogió con satisfacción dicha declaración. ir al texto 
 
La OIT convoca al Concurso Mundial de Medios de Comunicación sobre la Migración 
Laboral 
El concurso tiene por objeto fomentar la calidad de las coberturas periodísticas sobre 
la migración laboral para proteger mejor los derechos de los trabajadores migrantes. 
ir al texto 
 
Positiva respuesta de los países al llamamiento a ratificar los Convenios laborales  Ir 
a texto 
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas refrenda la Declaración del centenario 
de la OIT sobre el futuro del trabajo ir al texto 
 
La importancia del trabajo decente y de una transición justa al mismo se pondrán de 
manifiesto en la Cumbre sobre la Acción Climática y en la Asamblea General de la 
ONU 
El Director General de la OIT abogará por el trabajo decente y una "transición justa" 
a economías más ecológicas en las reuniones que mantendrá en Nueva York con 
varios dignatarios mundiales, en el marco de la Cumbre de las Naciones Unidas 
sobre el Clima y la Asamblea General de las Naciones Unidas. ir al texto 
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http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_716917/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_716917/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_717364/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/topics/labour-migration/news-statements/WCMS_715891/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_718384/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_718384/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_719230/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_719276/lang--es/index.htm
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ADMINISTRACIÓN DEL TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL 

 
 
 
 

MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 
El paro registrado se ha reducido en agosto en 116.264 personas respecto al mismo 
mes del año anterior ir al texto 
 
El Gobierno destina 42 millones de euros a fomentar el empleo y la formación 
profesional en Canarias 
ir al texto 
 
 

CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 
Encuesta Trimestral de Coste Laboral (ETCL)  ir al texto 
 
Primer trimestre de 2019  
 

 El coste laboral de las empresas se sitúa en 2.550,27 euros por trabajador y 
mes en el primer trimestre, con un aumento del 2,1% respecto al mismo 
periodo de 2018.  

 El coste salarial por trabajador y mes crece un 1,7% y alcanza los 1.876,19 
euros de media. Por su parte, los otros costes aumentan un 3,1%, situándose 
en 674,08 euros por trabajador y mes.  

 Durante el primer trimestre de 2019 la jornada semanal media pactada, 
considerando conjuntamente tiempo completo y tiempo parcial, es de 34,2 
horas. De estas, se pierden 3,5 horas a la semana, de las cuales 1,7 son por 
vacaciones y fiestas disfrutadas.  

 El coste laboral por hora efectiva no varía en tasa anual, como consecuencia 
del mayor número de horas trabajadas, debido a que la Semana Santa ha 
tenido lugar este año en el segundo trimestre, mientras que en 2018 se 
celebró en el primero.  

 En tasa trimestral, y con datos corregidos de calendario y 
desestacionalizados, el coste laboral por trabajador crece un 0,7% y el coste 
por hora efectiva un 0,9%.  

 Con resultados corregidos de calendario, la tasa anual por hora efectiva es 
del 2,4%, mientras que por trabajador es del 2,0%. Con datos 
desestacionalizados, el coste laboral por hora efectiva aumenta un 2,4% y por 
trabajador un 1,9% respecto al mismo periodo de 2018.  
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http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3597
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/3600
http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
http://www.ine.es/daco/daco42/etcl/etcl0119.pdf
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 El número de vacantes es de 98.745 en el primer trimestre de 2019. El 88,1% 
se encuentra en el sector Servicios.  

 
Índices de Producción Industrial (IPI). Base 2015. ir al texto 
 
Julio 2019. Datos provisionales La variación mensual del Índice de Producción 
Industrial es del −0,4% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario  
La tasa anual del Índice de Producción Industrial se sitúa en el 0,8% en la serie 
corregida de efectos estacionales y de calendario, y en el 2,9% en la serie original  
 
Coyuntura Turística Hotelera (EOH/IPH/IRSH)  ir al texto 
 
Agosto 2019. Datos provisionales  
Las pernoctaciones en establecimientos hoteleros aumentan un 1,5% en agosto 
respecto al mismo mes de 2018  
Los hoteles facturan 109,7 euros de media por habitación ocupada, lo que supone 
un incremento anual del 2,4%  
 
Encuesta sobre Innovación en las Empresas  ir al texto 
 
Año 2016. Resultados definitivos  
 
Principales resultados  
 

 El gasto en innovación tecnológica se incrementó un 1,3% en el año 2016 y 
se situó en 13.857 millones de euros.  

 El 28,9% de las empresas españolas de 10 o más asalariados fueron 
innovadoras en el periodo 2014-2016. En este porcentaje están incluidas las 
innovaciones tecnológicas (de producto y de proceso) y las no tecnológicas 
(organizativas y de comercialización).  

 El 12,8% de las empresas españolas de 10 o más asalariados fueron 
innovadoras tecnológicas y el 24,5% fueron innovadoras no tecnológicas en el 
periodo 2014-2016.  

 Las comunidades autónomas que realizaron un mayor gasto en innovación 
tecnológica en el ano 2016 fueron Comunidad de Madrid (37,0% del gasto 
total nacional), Cataluña (24,3%) y País Vasco (9,9%). 

 
Índice de precios de vivienda Ir a texto 
 
Índices de precios de servicios Ir a texto 
 
Índices de precios de consumo Ir a texto 
 
Índice de precios de consumo armonizado Ir a texto 
 
Contabilidad Nacional Anual de España. Principales agregados Ir a texto 
 
El salario de las personas con discapacidad Ir a texto 
 
Encuesta sobre centros y servicios de atención a personas sin hogar Ir a texto 

http://www.ine.es/daco/daco42/daco422/ipi0719.pdf
http://www.ine.es/daco/daco42/prechote/cth0819.pdf
http://www.ine.es/prensa/eie_2016.pdf
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736152838&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176864&menu=resultados&idp=1254735576778
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736165950&menu=ultiDatos&idp=1254735576581
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=estadistica_C&cid=1254736176911&menu=ultiDatos&idp=1254735976596
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176925&menu=ultiDatos&idp=1254735976608

